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EL GARANTISMO CONSTITUCIONAL FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD Y EL DERECHO A LA NO INCRIMINACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO EN LA LEGISLACIÓN PENAL 
ECUATORIANA. 
 
El procedimiento abreviado surge de la inquietud de lograr sentencias en un 
lapso razonable, ahorrando energía y recursos jurisdiccionales en delitos no muy graves, 
en que el juicio oral y público no sea imprescindible para obtener una resolución acorde 
con la legalidad y la verdad. Pero el desarrollo de estas medidas derivan del 
sorprendente prestigio e incorporación que ha tenido el derecho procesal 
norteamericano en Europa y de ahí en América Latina, en particular la práctica del plea 
bargaining, que consiste en una negociación llevada a cabo entre la fiscalía y la defensa 
del imputado, para obtener una confesión de culpabilidad a cambio de ventajas de trato 
asea disminución de la pena. Más el marco del modelo que rige nuestro procedimiento 
penal, es la característica inquisitiva de la justicia, adicionada a la abreviación del juicio, 
amenaza trasladar a la misma el peso de la decisión sobre el hecho punible, la 
responsabilidad del procesado y la pena aplicable, debilitando a su vez los rasgos que 
constituyen la garantía de control de los actos durante el juicio, es decir el carácter 
contradictorio, oral y público del debate, el principio de inmediación, la necesidad de 
producción íntegra de la prueba, entre otros derechos fundamentales. 
 
 
PALABRAS CLAVES:  
DEBIDO PROCESO  
DERECHOS FUNDAMENTALES  










 [translation from Spanish] 
 
“THE CONSTITUTIONAL GUARANTEE- AGAINST THE PRINCIPLE OF 
LEGALITY AND THE RIGHT TO NO EXPEDITED PROCEDURE OFFENCES IN 
CRIMINAL LAW IN ECUADOR” 
 
The accelerated procedure results from the concern of achieving judgments within a  
reasonable time by saving legal energy and  resources on lees severe offenses where 
public oral trials are not essential to resolve them pursuant to the law truth. But  the  
development of these measures derived from the surprising prestige and incorporation 
that the US procedural law had  in Europe and, later, in Latin  America, particularly  the 
plea bargaining practice, which  consists of a negotiation conducted between the public 
prosecution and  the  accused´s  defense in order to for the  latter top plea  guilty  in 
exchange for benefits or a reduced  sentece. Nevertheless,  our  criminal procedure's 
framework  is  the inquisitive feature of  justice;  in  addtion, the  abbreviation of the 
trial threatens to transfer to the latter the burden of both  the  decision  on the punishable 
act, the responsibility of the defendant and the applicable penalty, and to weaken the 
traits that control acts  during  the trial; in other  words, the  contradictory, oral and 
public nature of the debate, the principle of inmediacy, the need of producing full 

















Establecer el sistema acusatorio o adversarial y dejar atrás el sistema inquisitorial consiste 
en modificar tanto el modo como aplicación de la justicia penal, dentro de un debido proceso, que  
participa en la gestión de los conflictos. 
 
 Dado que la justicia penal se enfrenta a conflictos graves, el modo como se actúa ante ellos 
es de vital importancia y por ello no sólo importan las decisiones finales sino cómo se llega a ellas. 
Las reglas de juego del sistema adversarial, su carácter sencillo y la experiencia histórica que se ha 
acumulado alrededor de las mismas, las hacen mucho más convenientes tanto para volver al 
sistema más eficiente como para preservar a los ciudadanos de la arbitrariedad en el uso del poder 
penal.  
 
Su adopción plena nos permite abandonar el modo inquisitorial que con sus trámites, sus 
formalismos, su descuido por las personas, su secreto y el desprecio por la actividad de las partes, 
ha demostrado ser tanto un sistema ineficiente como arbitrario. Por el sin rutina, sin burocracia 
aceptamos la lógica adversarial que está inscrita en la lógica del conflicto mismo, esas formas 
cumplen una función pacificadora.  
 
Es en el juicio oral, público y contradictorio donde esas reglas se fijan con claridad. Es en 
ese juicio donde estas deben ser respetadas de un modo claro y simple, porque en su sencillez 
reside su fuerza. Por otra parte, esas reglas del juicio se convierten en el parámetro a seguir por 
todas las decisiones judiciales. 
  
Conocemos esta función del juicio oral, público y contradictorio en la configuración de 
todo el sistema procesal como centralidad del juicio. Con ello no queremos decir que todos los 
casos deben llegar a esa instancia, porque eso sería muy difícil de lograr y además muy costoso. 
Pero sus reglas principales se deben tomar como un parámetro válido y ejemplar para todas las 
decisiones judiciales y la actividad de las partes.  
 
Al efecto, esta investigación, intitulada “EL GARANTISMO CONSTITUCIONAL 
FRENTE AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y EL DERECHO A LA NO 
2 
INCRIMINACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO EN LA LEGISLACIÓN 
PENAL ECUATORIANA” intentará exponer, la idea de que todo imputado siempre tendrá 
derecho a que antes de aplicarle una sanción penal se realice un juicio oral, público y 
contradictorio, presentación que inicia con: 
 
El capítulo primero, responde al análisis  de nuestro Derecho Procesal Penal, como rama 
del Derecho que permite la aplicación del Derecho Sustantivo, consagrando los principios 
constitucionales para la aplicación de la justicia penal. 
 
El capítulo segundo, revela el surgimiento y consolidación histórica del procedimiento 
especial llamado abreviado, análisis que descubre, su evolución, el conocimiento de sus elementos 
esenciales y las condiciones en las que opere el procedimiento abreviado, en el Estado 
constitucional de derechos y justicia social. 
 
El capítulo tercero, responde al estudio del derecho a no auto-incriminarse, en el cual 
convergen una serie de principios procesales básicos, admitidos en nuestro ordenamiento jurídico 
penal como garantía del proceso debido, en la justicia ordinaria y las condiciones que deben 
cumplirse los derechos u obligaciones están bajo consideración judicial. 
 
El capítulo cuarto, despliega el análisis de gráficos estadísticos, entrevistas realizadas, anexos, así 
como de la exploración formalizada en los diferentes capítulos, para de esta forma poder establecer 
una propuesta, sobre un modelo básico de actuación que genere prácticas esenciales que consoliden 






EL PROBLEMA  
 
 
1.1  Tema 
 
El Garantismo Constitucional frente al Principio de Legalidad y el Derecho a la No Incriminación 
en el Procedimiento Abreviado en la Legislación penal ecuatoriana. 
 
1.2  Planteamiento del problema 
 
El interés de los legisladores en la temática de la aplicación del procedimiento abreviado, 
en nuestra legislación, se ha enfatizado en la supuesta agilidad procesal que despliega al aplicar 
dicho procedimiento, sin tomar en consideración que existe grave violación al derecho de no 
incriminación, regido en el Art. 77, numeral 7, literal c) de  la Constitución de la Republica, el cual 
establece: que el derecho de toda persona a la defensa incluye… c).- que nadie podrá ser forzado a 
declarar en contra de sí mismo sobre asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal, por lo 
que se deduce que nos encontramos ante la presencia inequívoca del principio de no auto 
incriminarse, dentro del procedimiento penal abreviado, ya que en su más amplia y contemporánea 
expresión, deviene de una legítima y abierta reafirmación de los derechos de defensa y de la 
presunción de inocencia, mismos que reconoce la Constitución y las modernas sociedades 
democráticas como las más valiosas Garantías Básicas  que gozamos como ciudadanos, además 
debemos recalcar que con tal procedimiento se interrumpe el debido proceso que debe tener una 
causa penal dentro de la justicia ordinaria. 
 
Bajo esta preocupación nace el presente trabajo de investigación, con el propósito de que 
los legisladores de la Asamblea General del Estado, quienes están encargados en estudiar las 
reformas que pueda enfrentar nuestra legislación jurídica penal, es así que nace la reforma a la 
sección primera del Título VIII, del Código Integral Penal, sobre el procedimiento especial, 
denominado procedimiento abreviado, mismo que altera y violenta garantías constitucionales, 
atropellando el debido proceso consagrado en nuestra norma suprema. 
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1.3  Nociones preliminares del Derecho Procesal Penal 
 
La concepción moderna del Derecho exige que la aplicación de la justicia se la realice bajo 
estricto apego al orden constitucional, debiendo decirse en todos los casos la aplicación de los 
derechos constitucionales, así se contrapongan a normas secundarias, llámense leyes o reglamentos. 
En consecuencia, la constitucionalización del proceso penal ha ido progresando con el tiempo para 
ser una materia prácticamente autónoma debido a su inmensa influencia dentro de los derechos 
fundamentales. Como piedra angular de lo expuesto, entre ellos, se encuentra el debido proceso, 
que englobará un catálogo de garantías que puede extenderse o reducirse, pero que posee siempre 
las mismas características y los mismos elementos.  
 
1.4  Reseña histórica 
 
Un código, en términos modernos, es un texto legal, es decir, una única ley, que procura 
abarcar la regulación de toda una rama del saber jurídico. Esta moderna concepción de “código” se 
vincula al enciclopedismo, que pretendía sintetizar y exponer todo lo concerniente a cada rama del 
saber humano. Se trata de un texto sistemático, por oposición a los viejos códigos pre-modernos, 
que eran textos consolidados, como las “recopilaciones” españolas o las “ordenaciones” 
portuguesas. “La idea de códigos sistemáticos se fue abriendo paso por efecto de necesidades de 
gobierno. Cuando se incrementó la centralización estatal, fueron cada vez más convenientes los 
códigos sistemáticos, para permitir que la voluntad del poder central se realizase en forma pareja en 
todo el territorio” (Zaffaroni, 2009: 12 y s). 
 
Tanto la codificación como el enciclopedismo fueron esfuerzos de la modernidad por la 
racionalidad, exponiendo y agotando sistemáticamente un contenido para hacerlo accesible y no 
contradictorio. De allí que sea importante la idea rectora de todo código, que es la que preside su 
sistemática y determina sus conceptos angulares. Siendo los códigos auténticos productos de la 
modernidad y, por ende, de la racionalidad republicana, es lógico que la codificación se encuentre 
hoy en crisis en el mundo, amenazada por una descodificación y desideologización, es decir, por la 
anarquía legislativa de “leyes especiales” y por la pérdida de líneas maestras orientadoras de la 
legislación penal. El desprecio por las ideas rectoras o ideologías –en el sano sentido positivo de la 
expresión–, no es más que un desprecio por la racionalidad, oculto bajo el disfraz de superación de 
la “modernidad”. Cuando un código está bien elaborado debe responder a una arquitectura que 
permita al juez y al doctrinario (e incluso al ciudadano) saber en qué lugar hallará cada cosa.  
 
5 
Nadie puede ignorar la importante influencia de códigos europeos harto diferentes en la 
codificación penal de América, lo cierto es que en todos esos países se introdujeron textos penales 
que habían sido concebidos conforme a juegos de intereses e imaginarios públicos y hegemónicos 
de sociedades con conflictividades completamente diferentes. La codificación penal de América 
Latina presenta un mosaico de elementos ideológicos provenientes de Europa, que algunas veces 
son casi supervivencias, lo que da la sensación de un conjunto poco ordenado de dinosaurios vivos 
y computadoras, que resulta de la importación de textos –a veces parciales– de los códigos de 
modelos continentales europeos. La particularidad del fenómeno latinoamericano fue que esos 
modelos casi siempre se importaron, en ocasiones sin comprender su ideología, casi nunca 
tomando en cuenta la realidad local y, a veces, combinando soluciones de diferentes modelos en 
forma poco coherente. Aun menos frecuentes fueron las veces que se aportaron soluciones propias 
y, cuando se lo hizo, por regla no fueron muy atinadas, quedando algunas en el nivel de las 
curiosidades. 
 
 En general, la falta de comprensión de la ideología de los modelos adoptados, provienen 
que los mismos fueron casi siempre decididos por técnicos que disputaban espacios dentro de sus 
corporaciones, particularmente a partir de mediados del siglo pasado, es decir, superada la etapa de 
los códigos pioneros. A ello debe agregarse que estos técnicos no sólo procuraban prestigio en sus 
corporaciones, que siempre fueron bastante débiles, sino que protagonizaban un marcado e intenso 
intercambio de personalidades entre la corporación judicial y la política, por lo cual el 
protagonismo codificador fue también una vía de ascenso en la carrera política. Las combinaciones 
arbitrarias de soluciones fuera de contexto y las curiosidades, suelen ser resultado de las disputas 
del poder corporativo, de protagonismo político, de eventuales interferencias políticas coyunturales 
en ámbito legislativo, algunas por mero antojo, como de afanes de notoriedad o de pragmatismo y 
de urgencia. 
 
La omisión de la consideración de la realidad de cada país es una cuestión más compleja e 
interesante. No es ajeno a esa circunstancia el hiato entre realidad política y legislación vigente que 
protagonizó la región hasta las primeras décadas del siglo XX. Terminadas las guerras civiles del 
siglo XIX, todos los países de la región se organizaron formalmente como repúblicas, sobre la base 
de constituciones liberales, generalmente inspiradas en las de los Estados Unidos, pero en realidad, 
fueron repúblicas oligárquicas, dominadas por las nuevas élites locales. Mientras las constituciones 
declamaban garantías y sancionaban el principio de soberanía popular, en la realidad política las 
elecciones eran fraudulentas, el voto calificado o neutralizado y la violencia terrateniente generaba 
situaciones de servidumbre, en la que permanecía la mayor parte de las poblaciones. En este 
contexto, poco importaba la sanción de códigos penales y procesales que poco o nada tenían que 
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ver con la realidad conflictiva del país. En cierto sentido, puede afirmarse que, una vez superada la 
etapa de organización en que los pioneros –conservadores y liberales– creían realmente en la 
efectividad del derecho, los grupos dominantes fueron más o menos conscientes de que, cualquiera 
sea el código que se elija, el aparato de poder no sufriría mayores cambios, porque: a) siempre se 
controlaba políticamente a los jueces; b) el modelo de policía continuaba siendo centralizado, 
militarizado, verticalizado, corporativo y dependiente del poder ejecutivo; y c) el proceso penal 
continuaba siendo inquisitorio. 
 
 El Ecuador -desde su época republicana- ha promulgado cinco Códigos Penales 
promulgados en (1837, 1872, 1889, 1906, y 1938). La legislación penal vigente es una codificación 
más y tiene una fuerte influencia del Código italiano de 1930 (conocido como “Código Rocco”), 
argentino de 1922, belga de 1867 y –este a su vez- del francés de 1810 (“Código Napoleónico”). 
En suma tenemos, un Código de hace dos siglos con la influencia trágica del siglo XX, que es la 
ley penal del fascismo italiano. El Código Penal vigente, antiguo, incompleto, disperso y retocado, 
ha sido permanentemente modificado. La codificación de 1971 ha soportado,  en casi cuarenta años 
-desde octubre de 1971 hasta la producida en mayo del 2010- cuarenta y seis reformas. A esto hay 
que sumar más de doscientas normas no penales que tipifican infracciones.  
 
En materia de procedimiento penal Ecuador ha tenido más de cinco leyes. El Código de 
Procedimiento Penal vigente desde el año 2000, introdujo un cambio fundamental en relación con 
el procedimiento de 1983: el sistema acusatorio. Sin embargo, no fue de fácil aplicación y sufrió 
múltiples modificaciones. En total, el Código se ha reformado catorce veces. Estas reformas no 
tomaron en cuenta las normas penales sustantivas y pretendieron cambiar el sistema penal, 
modificando solamente una parte aislada.  
 
En relación con el Código de Ejecución de Penas, este cuerpo legal se publicó por primera 
vez en 1982 y se ha reformado diez veces. Las normas penales de ejecución vigentes, elaboradas 
sin considerar las normas sustantivas y procesales, son inaplicables por su inconsistencia. 
Técnicamente no se puede rehabilitar a una persona que nunca ha sido “habilitada”, ni reinsertarla 
en una sociedad que tampoco es ideal para la reinserción. Además, el sistema funciona solo si 
cuenta con la voluntad de las personas condenadas. Esto ha generado, en definitiva, espacios 
propicios para la violencia y la corrupción. Es evidente que las normas sustantivas, procesales y 
ejecutivas penales vigentes no responden a una sola línea de pensamiento. Sus contextos históricos 
son muy diversos. Las finalidades y estructuras son distintas, sin coordinación alguna, inclusive 
contienen normas contradictorias. Esto se traduce en un sistema penal incoherente, poco práctico y 
disperso. (Código Orgánico Integral Penal, 2014.) 
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En este contexto, el nuevo Código Orgánico Integral Penal Registro Oficial Nº- 180, 
publicado el 10 de febrero del 2014, pretende poner a tono la legislación nacional con los 
desarrollos conceptuales que se han producido en el mundo y en nuestra región, como mecanismo 
para asegurar un correcto funcionamiento de la justicia penal. Si bien es cierto que usualmente la 
legislación ha dejado en manos de la doctrina y la jurisprudencia este desarrollo conceptual, en el 
caso ecuatoriano esta estrategia ha resultado fallida, pues en la práctica, la jueza o juez de garantías 
penales, por limitaciones normativas, como contar con leyes anacrónicas, anteriores a la aprobación 
de la Constitución y a la existencia de instrumentos internacionales de derechos humanos, y que 
además nunca han sido reformadas o actualizadas bajo su inspiración, ha tenido un desarrollo 
conceptual y técnico muy pobre y exiguo, nada comparable con la experiencia ocurrida en otros 
países del mundo.  
 
Debe tomarse en cuenta que la falencia técnica en estricto sentido no es únicamente un 
problema teórico, sino que por el contrario tiene fuertes repercusiones prácticas en la protección de 
los derechos humanos, cuando se encuentran tan expuestos en el sistema penal. Usualmente, este 
bajo nivel teórico ha venido acompañado de una justicia penal burocrática y pasiva, que con 
frecuencia elude el deber de declarar la inconstitucionalidad de tipos penales desproporcionados, 
desconocer el valor probatorio a documentos o testimonios obtenidos mediante tortura u otro medio 
inconstitucionales, y de llevar hasta sus últimas consecuencias el imperativo del reconocimiento de 
los derechos fundamentales. 
 
1.5  Derechos fundamentales, constitucionalización y proceso penal 
 
 Las nuevas tendencias del pensamiento jurídico en el mundo hoy más que nunca se 
refieren al tema de las garantías judiciales que deben tener los ciudadanos de un Estado y 
específicamente aquellos que actúan como sujetos procesales dentro de una investigación de 
carácter penal. El proceso penal como herramienta para el control social propio del poder punitivo 
que tiene el Estado debe estar en completa armonía con todos aquellos principios de respeto a la 
dignidad humana.  
 
La vigencia del debido proceso y el Estado constitucional de derechos y justicia, se 
hicieron valer a través de principios reguladores del ejercicio del poder penal estatal, mediante una 
más extensa gama de mecanismos de protección legal, así como un catálogo bastante amplio de los 
derechos del ciudadano. De igual manera, se establecieron mecanismos de protección para la 
8 
defensa de todos los derechos y se incluyeron los tratados internacionales como un criterio de 
interpretación de las diferentes normas legales (Pasara, 2008: 33). 
 
Para no dejar lugar a dudas respecto de la relación con las leyes, el artículo 425 establece el 
“orden jerárquico de aplicación de las normas” y lista, primero, a la Constitución, luego a los 
tratados y convenios internacionales, y en seguida a las leyes orgánicas y las leyes ordinarias. No 
obstante, esta jerarquía reconoce una excepción a favor de los tratados de derechos humanos, que 
aparece en el artículo 424: “La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 
ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la 
Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público”. De modo 
que, en ese caso específico, los derechos contenidos en los tratados deben prevalecer incluso por 
encima de la Constitución. 
 
Aparece, entonces el Derecho Procesal Penal entendido como aquel conjunto de 
mecanismos, normas, acciones, y procedimientos que consagra el legislador como el medio más 
efectivo de materializar el ejercicio de los derechos fundamentales. Es necesario entender que todo 
este proceso de constitucionalización es consecuencia no sólo de lo ya esbozado con la creación de 
un nuevo cuerpo normativo contentivo de una amplia gama de garantías, sino además, de la 
necesidad de minimizar o reducir la intervención del poder punitivo estatal en la sociedad. Puede 
afirmarse entonces que nos encontramos ante un cuerpo normativo que en la teoría propende por la 
realización de los fines sociales del Estado, entre ellos, los de garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la constitución y de asegurar la vigencia de un orden 
justo a través del uso proporcionado del poder punitivo del estado y dentro del marco de la 
dignidad y solidaridad humana (Santana, 2011: 132).  
 
En efecto, la consagración constitucional del procedimiento penal se presenta cuando en 
una Constitución se le reconocen a toda persona, entre otros derechos, que su causa sea conocida de 
manera pública, que se concluya dentro de un plazo razonable, por un tribunal independiente e 
imparcial constituido previamente a la infracción; a que se presuma inocente hasta que su 
responsabilidad haya sido legalmente declarada; a que se le informe de la acusación que contra ella 
versa; a disponer de defensa; y más aún, cuando se incorporan en ella instituciones procesales. 
Todo ello obliga al poder público, en ejercicio de su potestad punitiva, no sólo a abstenerse frente a 
posibles violaciones de los derechos, sino a actuar positivamente para garantizar el debido respeto 
y eficacia de aquellos derechos que en la práctica pueden ser vulnerados en los procesos penales, 
de forma que el juez debe interpretar el derecho siempre a través de la óptica de los derechos 
constitucionales. El derecho fundamental al debido proceso en materia penal constituye una 
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limitación esencial al poder punitivo del Estado en cuanto comprende el conjunto de garantías 
sustanciales y procesales especialmente señaladas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia 
de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de las conductas punibles, o de 
otros derechos que puedan verse afectados. 
 
1.6  Derecho fundamental al debido proceso 
 
Los derechos fundamentales y el ordenamiento jurídico en su conjunto no serían más que 
simples expresiones formales si no tuviesen una vigencia efectiva en la realidad, es decir, si no 
lograsen su realización plena o si frente a cualquier amenaza o vulneración de la que fueren objeto 
no existiese un mecanismo adecuado para tutelarlos y protegerlos.  
 
Si bien el reconocimiento de los derechos fundamentales en el marco de cada Estado tiene 
una considerable importancia, éste no alcanza a protegerlos de las amenazas, perturbaciones o 
violaciones de la que son objeto si no va acompañado de “[...] las debidas garantías de orden 
judicial y procesal que permitan la adecuada tutela y la consiguiente salvaguardia de aquellos 
derechos” (Almagro, 1987: 19). 
 
También resulta evidente que la supervivencia justa y pacífica de la comunidad humana se 
encontraría severamente amenazada si no existiese un mecanismo eficaz de solución y prevención 
de conflictos que no sólo proscribiera el ejercicio ilegítimo de la acción directa, es decir, la justicia 
por la propia mano, sino que, además, hiciera remoto y hasta imposible el retorno a épocas 
primitivas en las que se defendía un derecho o se imponía un interés mediante el uso exclusivo de 
la fuerza.  
 
Ese mecanismo protector de los derechos fundamentales y del ordenamiento jurídico en su 
conjunto no es otro que el proceso. De manera muy general podemos decir que éste es aquel 
mecanismo de composición o prevención de conflictos por medio del cual las partes en disputa 
someten su pretensión o sus intereses contrapuestos a la decisión de un tercero. Si este tercero es un 
órgano jurisdiccional estaremos ante un proceso propiamente dicho (interno o internacional), y si 
no lo es, ante un simple procedimiento (administrativo, arbitral, militar, e incluso político o 
particular).  
 
Decimos que se trata de una aproximación muy general porque el proceso es mucho más 
que esa etapa postuladora y aquella decisoria (en la primera las partes formulan sus pretensiones o 
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sus defensas, y en la segunda el tercero las resuelve) pues entre una y otra, y aún después de esta 
última, se producen una serie de actos procesales generalmente de naturaleza dialéctica.  
 
Además, cabe destacar que la doctrina no es unánime en el uso de las categorías proceso y 
procedimiento. Hay quienes encuentran diferencia entre ellas, quienes les dan una acepción 
distinta, y quienes usan indistintamente ambos conceptos sin plantearse el tema de su diferencia. 
Para nosotros sólo en un proceso se ejerce función jurisdiccional, por ello sólo tiene tal categoría el 
proceso judicial y el internacional. “Allí donde no se ejerza jurisdicción no habrá proceso, sino 
simple procedimiento” (Monroy, 1996: 227). 
 
En ese sentido, definimos al proceso como aquel conjunto dialéctico, dinámico y temporal 
de actos procesales donde el Estado y ciertos órganos internacionales –en los temas que son de su 
competencia– ejercen función jurisdiccional. En el caso del Estado, el ejercicio de esta función 
tendrá por finalidad solucionar o prevenir un conflicto de intereses, levantar una incertidumbre 
jurídica, vigilar la constitucionalidad normativa o controlar conductas antisociales (delitos o faltas); 
mientras que en el caso de los órganos internacionales el ejercicio de su función jurisdiccional casi 
siempre tendrá por finalidad tutelar la vigencia real o efectiva de los derechos humanos (vigilando 
que no sean vulnerados o amenazados) o el respeto de las obligaciones internacionales.  
 
En lo que respecta al procedimiento, entendemos por éste al conjunto de normas o reglas 
que regulan la actividad, participación, facultades y deberes de los sujetos procesales, así como la 
forma de los actos procesales; de tal suerte que bien puede existir procedimiento sin proceso, pero 
no proceso sin procedimiento.  
 
Resulta importante destacar que el proceso, como también el procedimiento, son 
instrumentos al servicio del hombre para alcanzar la paz social en justicia. Sin embargo, debemos 
advertir que allí donde el proceso, o el procedimiento, no sean más que una mera sucesión de actos 
formales sin ninguna razonabilidad, donde la imparcialidad e independencia del juzgador sean una 
farsa, donde el sentido humano y social del proceso se haya perdido o nunca haya estado presente, 
donde no se tome en cuenta una escala de valores que lo comprometa con el bienestar del ser 
humano, la realidad en la que se desenvuelve y sobre todo con su transformación, donde la justicia 
que se brinde no sea efectiva y oportuna, o cuando la decisión tomada por el juzgador sea injusta, la 
finalidad del proceso, y del procedimiento, de alcanzar la paz social en justicia estaría siendo 
burlada, dándose las condiciones para retornar al ejercicio ilegítimo de la acción directa con el 
consiguiente peligro para la supervivencia justa y pacífica de la comunidad humana.  
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Para garantizar la vigencia efectiva de la dignidad del ser humano, de los valores 
superiores, de los derechos fundamentales y del ordenamiento jurídico en su conjunto –en suma, de 
la paz social en justicia– resulta necesario reconocer y garantizar los derechos que conforman lo 
que comúnmente denominamos debido proceso. Pero, al mismo tiempo, es necesario reivindicar su 
calidad de derecho fundamental –con todas las consecuencias que se derivan de ello– y rescatar 
aquella concepción que lo vincula a la satisfacción de un ideal de justicia y nos permite hablar del 
derecho fundamental a un proceso justo: más humano, más solidario, más comprometido con la 
realidad donde se desarrolla, y sobre todo con su transformación, especialmente con los valores 
superiores del ordenamiento jurídico político, entre ellos y principalmente con la justicia.  
 
Por lo tanto, más allá de que la locución proceso justo contiene una precisión lingüística 
que refleja su real contenido, no tendríamos mayor inconveniente en seguir denominándolo debido 
proceso o, si se prefiere, en llamarlo debido proceso justo, si se pone de manifiesto la exigencia –es 
decir, la obligatoriedad– de que el acceso, el inicio, el desarrollo y la conclusión de todo proceso o 
procedimiento, así como las decisiones que en ellos se emitan serán objetiva y materialmente 
justas. 
 
1.7  Exigencia del cumplimiento del derecho al debido proceso 
 
Cuando nos referimos al debido proceso entendemos por tal, “a aquel en el que se respeten 
las garantías y derechos fundamentales, previstos en la Constitución, en las leyes que rigen el 
ordenamiento legal del país, y en los pactos, tratados y convenios que han sido ratificados y que en 
consecuencia forman parte de la normativa interna del país y que son de forzoso e incuestionable 
cumplimiento” (Zambrano, 2011: 424 y s). 
 
De manera que en sentido amplio, el debido proceso es el, “conjunto no sólo de 
procedimientos, legislativos, judiciales y administrativos que deben cumplirse para que una ley, 
sentencia o resolución administrativa que se refiera a la libertad individual sea fundamentalmente 
válida, sino también para que se constituya en garantía del orden, de la justicia, de la seguridad en 
cuanto no se lesionan de manera indebida la seguridad propuesta como intangible para el ciudadano 
en el Estado democrático. En sentido restringido, la doctrina define el debido proceso como todo 
ese conjunto de garantías que protegen al ciudadano sometido a cualquier proceso, que le aseguran 
a lo largo del mismo una recta y cumplida administración de justicia; que le aseguren la libertad y 
la seguridad jurídica, la nacionalidad y la fundamentación de las resoluciones judiciales conforme a 
derecho. Desde este punto de vista, entonces, el debido proceso es el principio madre o generatriz 
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del cual dimanan todos y cada uno de los principios del derecho procesal penal, incluso el del juez 
natural que suele regularse a su lado” (Bernal Hugo, 2001: 22). 
 
“El debido proceso penal por su especificidad, tiene que ver con el respeto a las garantías y 
derechos fundamentales, que le asisten a cualquier ciudadano que es objeto de una imputación 
delictiva o que es sometido a un proceso penal. La legalidad del debido proceso penal es un 
imperativo propio de la vigencia de un Estado de Derecho en el que deben hacerse efectivos los 
principios rectores del proceso penal, que en definitiva constituyen y dan contenido a la garantía 
del debido proceso; esos principios rectores son la columna vertebral de un sistema procesal penal 
determinado” (Zambrano, 2002: 351).  
 
Debiendo recalcar que esta garantía constitucional y procesal,  implica para el procesado de 
un hecho delictivo, la inversión de la carga probatoria, ya que es el acusador quien deberá 
demostrar mediante la prueba actuada en la audiencia de juicio la existencia de la materialidad y 
culpabilidad del acusado para hacer cesar a través de dichas pruebas la garantía de inocencia, que 
se relaciona con los principios de legalidad y el principio acusatorio propio del sistema penal 
actual. 
 
“Hablar del debido proceso penal es referirnos igualmente al respeto a los derechos 
humanos en la Administración de Justicia Penal, que como sabemos se refieren a aquellos derechos 
fundamentales que le son reconocidos a cualquier persona que, por una u otra razón, justa o 
injustamente entran en contacto con los sistemas de justicia penal en un país, refiriéndonos a un 
concepto de justicia penal en sentido amplio; es decir teniendo en cuenta no solo la fase judicial, 
sino que cubre la actividad de los órganos represivos del Estado” (Zambrano, 2005: 38-80). 
 
En la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948, se 
reconocen ya una serie de derechos estrechamente vinculados con la administración de justicia 
penal, pues se consagra el derecho a la vida, la seguridad e integridad personales, el derecho a no 
ser sometido a torturas, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, se hace referencia al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, a la igualdad ante la ley, al derecho de recurrir a una 
autoridad competente en caso de considerarse violados los derechos fundamentales, el derecho a no 
ser arbitrariamente detenido o encarcelado, etcétera. Pero, para hacer efectivo el respeto a esos 
derechos fundamentales, han ido surgiendo una serie de instrumentos internacionales que en los 
últimos años, se han venido aplicando con marcada eficacia en el caso particular de nuestro país, 
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como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y el Pacto de San José de Costa 
Rica o Convención Americana de Derechos Humanos (1969), (Pasara, 2008: 117-136-165).   
 
1.8  Contenido del debido proceso penal  
 
En un Estado constitucional de derecho el seguimiento y la sanción de los delitos es 
responsabilidad exclusiva del Estado, que debe ser el titular del ejercicio de la acción penal, sin que 
se menoscabe su titularidad por la posibilidad de que la acción penal en cierto tipo de delitos pueda 
ser ejercida por el particular ofendido, como acontece en los denominados delitos de acción penal 
privada. La necesidad de juicio previo es importante para la legalidad del debido proceso, de 
manera que no se pueda condenar a nadie si no se ha tramitado un juicio respetando el 
procedimiento previo, esto es aquel previsto en las leyes. Participamos de la necesidad de que se 
separen las funciones de investigar o indagar, que debe quedar en manos de la Fiscalía, de la 
función de juzgar que debe seguir siendo de competencia de los jueces hoy de garantías penales, 
que deben ser al mismo tiempo los encargados del control de la instrucción o investigación fiscal.  
 
El constituyente tuvo mucho cuidado al enunciar los principios generales de la derechos, 
garantías y deberes, luego indica en el artículo 11 numeral 9 de la Constitución de la República: “El 
más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución”. El derecho a la libertad previsto como garantía constitucional, es uno más de los 
derechos humanos que le asisten, al igual que el derecho a la vida, a la honra, a la intimidad, a la 
libertad sexual, a la libertad de credo religioso, el derecho a la inviolabilidad de la defensa, el 
principio de presunción de inocencia, etcétera.  
 
Es suficientemente sabido que el Estado debe garantizar a todos sus habitantes (incluyendo 
a los que están en la cárcel), sin discriminación alguna (cualquiera que fuese el tipo de delito), el 
libre y eficaz ejercicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta Constitución y en las 
declaraciones, pactos (Pacto de Costa Rica) convenios y más instrumentos internacionales vigentes 
(Pacto de San José).  
 
Al respecto  el artículo 11 numeral 3 señala: “Los derechos y garantías establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e 
inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de 
oficio o a petición de parte [...]” (Pacto de San José).  
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Directa e inmediatamente aplicables, significa la imposibilidad que se hable de plazos, y 
aquí en forma expresa se establece que no hay plazos, al afirmar que los derechos y garantías serán 
de aplicación directa e inmediata. Y si esto no es suficiente, la misma Constitución en el numeral 5 
expresamente consigna que, en materia de derechos y garantías constitucionales, se estará a la 
interpretación que más favorezca a su efectiva vigencia, el indubio pro reo o la interpretación más 
favorable al reo, es un principio de legislación universal que lo entiende incluso el no abogado. En 
el momento en que haya duda, oscuridad o dificultad para aplicar una ley, tiene siempre que 
aplicarse en el sentido más favorable al reo. Irrefutablemente, la interpretación en favor del reo 
debe cumplirse de manera estricta. Como se infiere de la propia Constitución, en su numeral 3 no 
puede alegarse falta de ley para justificar la violación o desconocimiento de los derechos 
establecidos en la Constitución, para desechar la acción por esos hechos, o para negar el 
reconocimiento de tales derechos.  
 
El artículo 76 de la Constitución de la República, contiene también esta garantía (que es un 
derecho humano en general y en este caso particular del ecuatoriano) habla de asegurar el debido 
proceso, con lo cual se hace referencia a un juicio justo, un juicio imparcial, ágil, expedito, que 
requiere de una justicia que actúe con celeridad y en la que se respeten las garantías y derechos 
fundamentales inherentes al Estado constitucional de derechos.  
 
Como bien lo explica Ferrajoli: “La tercera garantía procesal de segundo grado, apta para 
garantizar la satisfacción y el control de todas las demás, es el desarrollo de las actividades 
judiciales, y sobre todo de las probatorias, según formas y procedimientos predeterminados por la 
ley. Es claro que no quedaría asegurada la actuación de ninguna de las garantías procesales si no 
estuvieran prescritas y sancionadas sus modalidades. El conjunto de estas modalidades y 
formalidades que conforman el rito fue instituido, como dice Carrara, para frenar al juez [...] un 
código de procedimiento que prescribiera ciertas formas, sin decretar la anulación de los hechos 
con que a ellas se contraviniere, sería una mixtificación maliciosa por medio de la cual se 
pretendería hacerle creer al pueblo que se provee a la protección de las personas honradas, en tanto 
que a nadie se protege. Por ello, la observancia del rito no es sólo una garantía de justicia, sino 
también una condición necesaria de la confianza de los ciudadanos en la justicia” (Ferrajoli, 1995: 
121). 
 
En efecto, por lo expuesto la expresión “garantías constitucionales del debido proceso”, 
puede ser entendida como la consagración en nuestro Texto Fundamental de un conjunto de 
principios y derechos que fijan los límites del jus puniendi del Estado ejercitado a través del 
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proceso penal, y que representa la más grave intervención en la esfera de los derechos de las 
personas. 
 
1.9  Principios constitucionales para la justicia penal  
 
En el desarrollo de un proceso penal pueden invocarse garantías procesales y principios y 
derechos para la administración de justicia, aunque no se encuentren expresamente estipulados por 
ley ordinaria alguna, pues basta su vigencia en la Constitución de la República, norma máxima que 
tiene primacía sobre cualquier otra.  Es decir que en materia penal, “El sistema procesal es un 
medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de 
simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal y harán efectivas 
las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades” 
(Constitución 2008). 
 
“En suma, la constitucionalización del proceso supone crear condiciones para entender lo 
que „es debido‟. No se trata ahora de un mensaje preventivo dirigido al Estado, ni de asegurar los 
mínimos exigibles en el derecho de defensa; hay una construcción específica que comienza desde 
la entrada al proceso y continúa a través de toda la instancia culminando con el derecho a una 
sentencia suficientemente motivada, que pueda ser ejecutada y cumplida como los jueces han 
ordenado” (Gozaíni Osvaldo, 2004:26-27). 
 
1.9.1  Derecho a un tribunal competente, independiente e imparcial.- El artículo 
76 numeral 7 literal k) de la Constitución determina el derecho a: “Ser juzgado por una jueza o juez 
independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por 
comisiones especiales creadas para el efecto”. 
 
El juzgamiento por parte de juez independiente, imparcial y competente, constituye un 
derecho “por el cual el procesado debe ser juzgado por juez designado anteriormente al hecho 
motivo del proceso penal” (Quibert, 2001: 35). 
 
El contenido esencial de este derecho constitucional señala, la prohibición de establecer un 
órgano jurisdiccional ad-hoc, para el enjuiciamiento de una determinada persona, lo que en la 
doctrina se conoce como los “tribunales de excepción”. Esta regla determina que todos los órganos 
jurisdiccionales deben ser creados y constituidos por ley, la que los inviste de jurisdicción y 
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competencia, los mismos que deben ser anteriores a la causa que motiva el proceso y debe contar 
con los requisitos mínimos que garanticen su autonomía e independencia. 
 
De acuerdo con este derecho y regla del debido proceso, todas las personas deben conocer 
cuáles son las leyes que los rigen y cuáles los organismos jurisdiccionales que juzgarán los ilícitos, 
sin que esa determinación quede sujeta a la arbitrariedad de algún otro órgano estatal, por cuya 
razón, se garantiza el derecho al juez competente, por ejemplo en materia civil, como regla general, 
el juez natural es el juez del domicilio del demandado; en materia penal, el juez competente es el 
del lugar donde se cometió el delito; en materia de menores el juez natural es el del domicilio de la 
madre, etcétera. Cabe recalcar que, “No se puede nombrar un juez o tribunal para juzgar a una 
persona o algunas personas en particular. Además por regla general el juez debe estar previsto en la 
ley con anterioridad a la comisión del acto punible”. (Guerrero, 2004: 134).  
 
Por lo tanto, se prohíbe expresamente el juzgamiento de las personas por tribunales de 
excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto. 
 
El Código de Procedimiento Civil, determina que la jurisdicción, es el poder de administrar 
justicia, la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, 
potestad que corresponde a los magistrados y jueces establecidos por las leyes, esto quiere decir 
que tienen jurisdicción o potestad para juzgar, únicamente los jueces establecidos y reconocidos en 
la ley.  
 
Por lo tanto, en conformidad con la norma constitucional, ningún tribunal de excepción o 
comisiones especiales están investidos de la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, 
es decir no gozan de jurisdicción, ni de competencia, es más, está proscrito el juzgamiento por 
tribunales de excepción. 
 
Al respecto, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
establece que toda persona tiene derecho a ser oída, en cualquier proceso, por un “tribunal 
competente, independiente e imparcial”.  
 
El cumplimiento de estos tres requisitos permite garantizar la correcta determinación de los 
derechos y obligaciones de las personas. Tales características, además, deben estar presentes en 
todos los órganos del Estado que ejercen función jurisdiccional, según lo ha establecido la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos. Una síntesis sobre estas características que deben estar 
presentes en todos los tribunales puede ser presentada de la siguiente forma (Zambrano, 2012: 1-2). 
 
 El tribunal competente: Se considera tribunal competente a aquel que de acuerdo a 
determinadas reglas previamente establecidas (territorio, materia, etcétera), es el llamado para 
conocer y resolver una controversia. También conocido como el derecho a un juez natural, esta 
garantía presenta dos alcances: por un lado, la imposibilidad de ser sometido a un proceso ante la 
autoridad de quien no es juez o que carece de competencia para resolver una determinada 
controversia; y por otro, que la competencia de los jueces y tribunales se encuentre previamente 
establecida por la ley. 
 
a. El tribunal independiente: La independencia de los tribunales alude al grado de relación 
que existe entre los magistrados de las diversas instancias del Poder Judicial, respecto a los demás 
órganos del Estado, en especial los de carácter político, como lo son el Ejecutivo o el Legislativo. 
En este sentido, los jueces se encuentran obligados a dar respuesta a las pretensiones que se les 
presentan, únicamente con arreglo a derecho, sin que existan otros condicionamientos para tal 
efecto. Asimismo, en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ningún juez o tribunal se encuentra 
sometido a la voluntad de las instancias superiores, debiendo en consecuencia mantener también su 
independencia respecto a todos los demás órganos judiciales. La competencia del juez o tribunal 
debe estar garantizada durante todo el proceso, ya que esta determina el juez o tribunal llamado a 
conocer y resolver una controversia. Los criterios para determinar la competencia deben 
encontrarse establecidos en el ordenamiento interno, a través de normas que se refieran a esta en 
razón de la materia, territorio, entre otros. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 
establecido que la competencia de un juez o tribunal implica: “[...] que las personas “tienen derecho 
a ser juzgadas por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a procedimientos legalmente 
establecidos”, razón por la cual el Estado no debe crear tribunales que no apliquen normas 
procesales debidamente establecidas para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente a 
los tribunales ordinarios” (Salmón, 2012: 122). 
 
b. El tribunal imparcial: La garantía del tribunal imparcial permite contar con órganos 
jurisdiccionales que aseguren a las personas que sus controversias serán decididas por un ente que 
no tiene ningún interés o relación personal con el problema, y que mantendrá una posición objetiva 
al momento de resolverlo.  
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En consecuencia, la imparcialidad de los tribunales implica que las instancias que conozcan 
cualquier clase de proceso no deben tener opiniones anticipadas sobre la forma en que los 
conducirán, el resultado de los mismos, compromisos con alguna de las partes, etc. Asimismo, esta 
garantía obliga al magistrado a no dejarse influenciar por el contenido de las noticias o las 
reacciones del público sobre sus actuaciones, por información diferente a la que aparece en el 
proceso, ni por influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas de cualquier 
sector.  
 
Así la potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la 
Función Judicial y por los demás órganos y funciones establecidos en la Constitución en el artículo 
167, por lo que esta potestad tiene la característica de ser exclusiva, excluyente y única, pues el 
artículo 178 de la Constitución de la República así lo establece. 
 
Los derechos relacionados con el tribunal competente, independiente e imparcial han sido 
objeto de un importante análisis en la región andina a propósito de la actividad desarrollada por la 
denominada “justicia militar”.  Si bien la Corte Interamericana de Derechos Humanos no considera 
contraria a la Convención Americana la existencia de estos tribunales, estima necesario tomar en 
cuenta determinados criterios para su regulación a nivel interno, especialmente en lo que se refiere 
a necesidad de dejar fuera de su competencia el juzgamiento de civiles.  
 
La justicia constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la competencia de la 
justicia militar en diferentes oportunidades. Al respecto, la Corte Constitucional de Colombia ha 
señalado que para que un delito sea de competencia de la justicia penal militar debe existir un 
vínculo claro de origen entre el delito y la actividad del servicio, es decir, el hecho punible debe 
surgir como una extralimitación o un abuso de poder ocurrido en el marco de una actividad ligada 
directamente a una función propia del cuerpo armado. Pero además, el vínculo entre el delito y la 
actividad propia del servicio debe ser próximo y directo, y no puramente hipotético y abstracto. 
Esto significa que el exceso o la extralimitación deben tener lugar durante la realización de una 
tarea que en sí misma constituya un desarrollo legítimo de las tareas encomendadas a las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional. Por el contrario, si desde el inicio el agente tiene propósitos 
criminales, y utiliza entonces su investidura para realizar el hecho punible, el caso corresponde a la 
justicia ordinaria, incluso en aquellos eventos en que pudiera existir una cierta relación abstracta 
entre los fines de la Fuerza Pública y el hecho punible del actor. En tales casos no existe 
concretamente ninguna relación entre el delito y el servicio, ya que en ningún momento el agente 
estaba desarrollando actividades propias del servicio, puesto que sus comportamientos fueron desde 
el inicio criminales.  
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Un tema polémico lo constituye la relación de la justicia militar con los delitos que 
implican una violación de los derechos humanos. Sobre este tema la Corte Constitucional de 
Colombia también ha tenido oportunidad de pronunciarse y ha señalado que las conductas 
constitutivas de los delitos de lesa humanidad son manifiestamente contrarias a la dignidad humana 
y a los derechos de la persona, por lo cual no guardan ninguna conexidad con la función 
constitucional de la Fuerza Pública, hasta el punto de que una orden de cometer un hecho de esa 
naturaleza no merece ninguna obediencia. Para la Corte, un delito de lesa humanidad es extraño a 
la función constitucional de la Fuerza Pública y jamás puede tener relación con actos propios del 
servicio, ya que la sola comisión de esos hechos delictivos disuelve cualquier vínculo entre la 
conducta del agente y la función militar o policial, por lo cual su conocimiento corresponde a la 
justicia ordinaria.  
 
1.9.2  La incorporación de documentos fuera del plazo.- Un tema de 
preocupación en nuestra legislación penal, es el irrespeto a los plazos y en más de una ocasión de 
mantienen abiertas indagaciones con el manido argumento de que el delito aun no prescribe, y 
hasta se llega a incorporar en una indagación previa cuyo plazo de duración ha expirado, un 
informe de perito que ha sido forjado sin el conocimiento de ninguna de las personas indagadas, y 
sin que se las hubiese convocado para establecer una peritación caligráfica, con lo cual se les ha 
impedido ejercer a plenitud el derecho constitucional de defensa que es una de las garantías del 
derecho al debido proceso previsto en el artículo 76 numeral 7 literales a), b) y c) que expresan 
que: nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa grado del procedimiento; 
que se debe contar con el tiempo y medios adecuados para la preparación de la defensa, y que 
reconoce el derecho a ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
 
Esta pretendida utilización como elemento de convicción de un peritaje muchas veces 
forjado, espurio y falso, deja en indefensión absoluta a los justiciables, ante lo cual deben ejercer su 
derecho a reclamar el respeto a una tutela judicial efectiva y al derecho al debido proceso, pidiendo 
desde que se excluya este documento, que fuera de plazo se pretende incorporar. Este pretendido 
procedimiento es violatorio del derecho a una tutela judicial efectiva a través del respeto al debido 
proceso, y a la inviolabilidad de la defensa.  
 
Es un acierto lo establecido en el Código Orgánico Integral Penal, al señalar como carentes 
de valor las actuaciones de investigación una vez que se agota el plazo para la fase de indagación 
previa, en su artículo 585, que señala en el segundo párrafo, que para los delitos sancionados con 
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pena privativa de la libertad de más de cinco años, durara hasta dos años, es decir que los 
documentos que sean presentados fuera del plazo o tiempo de duración de la investigación fiscal, 
no tendrá validez alguna para probar la materialidad de la infracción así como la responsabilidad de 
la persona encausado. 
 
1.9.3  Derecho a ser juzgado en un plazo razonable.- El artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos señala que toda persona tiene derecho a ser oída 
con las debidas garantías “dentro de un plazo razonable”, derecho exigible en todo tipo de proceso 
(Pasara, 2008: 169). Precisamente el plazo razonable, se proyecta frente a procesos excesivamente 
lentos, frente a la desproporcionada perentoriedad con que un proceso ha sido configurado por el 
legislador, y que limita las garantías de las partes. 
 
“La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha dejado claro que el concepto de plazo 
razonable no resulta de sencilla definición. Para establecer un lapso preciso que constituya el límite 
entre la duración razonable y la prolongación indebida de un proceso, la Corte ha señalado que es 
necesario examinar las circunstancias particulares de cada caso. En este sentido ha manifestado, 
compartiendo el criterio establecido por la Corte Europea de Derechos humanos, que para 
determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla un proceso se deben tomar en cuenta: 
a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado y c) la conducta de las 
autoridades judiciales.  Asimismo, la Corte Interamericana ha considerado importante tomar otro 
criterio desarrollado por la Corte Europea para determinar la razonabilidad del plazo de duración de 
un proceso: el análisis global del procedimiento” (Zambrano, 2012: 4). 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en consecuencia, no opta por precisar un 
plazo determinado en días calendarios o naturales como el máximo de duración aplicable a un 
proceso sino que brinda unos criterios a ser evaluados por la judicatura para precisar si se afecta o 
no el derecho a la duración de un proceso en un plazo razonable, según las características de cada 
caso.  
 
“Hace mucho tiempo hemos sostenido que nadie debe beneficiarse de su propio dolo, pues 
resulta ilegítimo que si la conducta dilatoria proviene del propio imputado o de su defensa, agotado 
el plazo se lo premie con la caducidad de la prisión preventiva” (Zambrano, 2011: 207 y s). 
 
En nuestro país y a propósito de la caducidad de la prisión preventiva, se ha sostenido que 
se debe limitar ese beneficio cuando dolosamente propicia la caducidad el propio justiciable, 
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habiendo manifestado: que de acuerdo con el artículo 174 segundo inciso de la Constitución, la 
mala fe procesal, el litigio malicioso o temerario, la generación de obstáculos o dilación procesal, 
serán sancionados de acuerdo con la ley.  
 
De manera que en los casos en que la malicia o temeridad de quien litiga, los actos 
procesales dilatorios e inclusive la proposición de recursos tienen el propósito deliberado de 
entrabar la normal marcha procesal, no debiera funcionar la caducidad de la prisión preventiva por 
el sólo vencimiento del plazo. 
 
1.9.4  El acceso a la jurisdicción.- Toda persona tiene la facultad de recurrir ante los 
órganos jurisdiccionales del Estado para obtener la protección de sus derechos o para hacer valer 
cualquier otra pretensión. De esta manera se asegura la tranquilidad social, en tanto las personas no 
realizan justicia por sus propias manos ya que cuentan con una instancia y un proceso, previamente 
determinados por la ley, por medio del cual pueden resolver sus controversias. Precisamente la 
Fiscalía de acuerdo con la Constitución es un órgano de la Función Juridicial (artículo 194) y está 
obligada a actuar con sujeción a los principios constitucionales, derechos y garantías del debido 
proceso.  
 
En otras palabras, todas las personas tienen el derecho de acceder al sistema judicial, para 
que los órganos llamados a resolver su pretensión la estudien y emitan una resolución motivada 
conforme a Derecho.  
 
Este derecho de acceso a la justicia merece un especial interés a propósito de la normativa 
vigente en los países de la Comunidad Andina de la que forma parte nuestro país, respecto a los 
mecanismos previstos para la protección judicial de los derechos fundamentales. Como es sabido, 
las normas internacionales sobre derechos humanos reconocen el derecho de toda persona a la 
protección judicial de sus derechos fundamentales. Para tal efecto, establecen la obligación por 
parte de los Estados de asegurar la existencia de los recursos adecuados y efectivos que permitan 
dicha protección. Al efecto, este derecho se encuentra previsto en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, cuando se hace referencia al derecho de toda persona a ser oída para la resolución de 
sus controversias, con las garantías debidas y por un tribunal competente, independiente e 
imparcial. A nivel regional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha referido al 
“recurso rápido y efectivo” al que hace referencia el artículo 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pasara, 2008: 174). 
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Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos,dha señalado que no basta con 
que este recurso se encuentre previstos de modo expreso en la Constitución o la ley, o con que sea 
formalmente admisible, sino que se requiere, además, que sea realmente adecuado y eficaz para 
determinar si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y para adoptar las medidas 
necesarias que permitan restablecer el derecho vulnerado. Respecto a lo que debe entenderse por un 
recurso adecuado, la Corte Interamericana ha señalado que la función de esos recursos, dentro del 
derecho interno, debe ser “idónea para proteger la situación jurídica infringida”. En relación a la 
eficacia del recurso, la misma Corte ha considerado que éste debe ser “capaz de producir el 
resultado para el que ha sido concebido” (Zambrano, 2012: 7). 
 
En nuestro país, se puede ejercer el derecho de petición, que es igualmente una garantía de 
acceso inmediato y de respuesta motivada y oportuna (artículo 66 numeral 23 de la Constitución). 
 
1.9.5  La presunción de inocencia.- Uno de los presupuestos del debido proceso es el 
estado jurídico de inocencia que goza una persona y está preceptuado en casi todos los 
ordenamientos jurídicos vigentes.  
 
La presunción juris tantum de inocencia es universal, pues está también contemplada en el 
articulado internacional sobre derechos humanos, igualmente está consagrada en el artículo 76 
numeral 2 de nuestra Constitución que prescribe lo siguiente: “Se presumirá la inocencia de toda 
persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución 
firme o sentencia ejecutoriada”.  
 
Es decir el derecho fundamental a la presunción de inocencia, en tanto que presunción iuris 
tantum, implica que a todo procesado se le considera inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad: vale decir, hasta que no se exhiba prueba en contrario. Rige desde el momento en que 
se imputa a alguien la comisión de un delito, quedando el procesado en condición de sospechoso 
durante toda la tramitación del proceso, hasta que se expida la sentencia definitiva. 
 
Al respecto, como se indicó en otro lugar, el proceso penal es el marco para la discusión 
(mejor, transformación) de un conflicto de intereses generado por la comisión de un ilícito penal, 
donde los actores (a excepción del imparcial juez) tienen sus propios objetivos, expectativas de las 
resultas del proceso penal, que, por lo general, se contrapone a los de su contraparte. Sin embargo, 
la discusión del conflicto penal no puede realizarse sin la observancia de principios y garantías, que 
son irrevocables; entre ellos, la presunción de inocencia. 
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En esa línea, el proceso no es como liberalmente se concibió mero instrumento de 
aplicación de la ley para la decisión de un litigio sino esencial e indispensable articulación de 
imperativos jurídico-fundamentales, condicionantes y determinantes del desarrollo de la potestad 
jurisdiccional y de la satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva. Y uno de esos 
imperativos es que la expectativa de sanción no se materialice a expensas de cualquier persona. La 
imputación de cargos penales sólo debe ser expresión del interés de justicia que busca la víctima y 
que lo hace suyo la Fiscalía, judicializándolo como expectativa de sanción, pero que, per se, no 
constituye una declaración de culpabilidad en contra del procesado. 
 
En cuanto a su contenido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que 
“el principio de la presunción de inocencia, tal y como se desprende del artículo 8.2 de la 
Convención, exige que una persona no pueda ser condenada mientras no exista prueba plena de su 
responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es procedente 
condenarla, sino absolverla” (Pasara, 2008: 186). 
 
Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su informe No. 5/96, 
caso 10.970, consignó: “En el procedimiento penal, el onus probandi de la inocencia no le 
corresponde al imputado; por el contrario, es el Estado quien tiene la carga de demostrar la 
culpabilidad del procesado [...]” el imputado “no tiene necesidad de probar su inocencia, construida 
de antemano por la presunción que lo ampara, sino que, quien condena debe construir 
completamente esa posición, arribando a la certeza sobre la comisión de un hecho punible” 
(Cafferata, 2002: 71). 
 
Es que el estado jurídico de inocencia, mal llamado presunción de inocencia por cuanto lo 
que se presume es la culpabilidad y no la inocencia del encartado, es uno de los postulados básicos 
de todo sistema procesal penal y por lo tanto, gozan todos los habitantes, status que significa que 
antes y durante el enjuiciamiento penal se considera que la persona es inocente hasta que una 
sentencia en firme no desvirtúe dicha aseveración.  
 
En definitiva, la responsabilidad probatoria para verificar la hipótesis acusatoria es del 
Estado. De tal manera que tanto el Estado al ejercer el jus puniendi le corresponderá reunir el 
acervo probatorio necesario para enervar el estado jurídico de inocencia del que goza el posible 
titular de la conducta criminosa y pueda ser objeto de punición. Lo expuesto se simplifica trayendo 
24 
a colación el aforismo jurídico onus probandi incumbit acusationis (la carga de la prueba incumbe 
al acusador). 
 
1.9.6  Inviolabilidad del derecho de defensa.- Maier, citado por Santos, en relación 
al derecho de defensa sostiene que: “Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas, a) ser informadas sin demora, en un 
idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza o causas de la acusación formulada 
contra ellas, b) disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y 
a comunicarse con un defensor de su elección; y, c) a encontrarse presente en el proceso y a 
defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no 
tuviera defensor, del derecho que se asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, 
a que se nombre defensor de oficio gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo 
[...]” (Santos, 2009: 254). 
 
La Constitución en su artículo 76 numeral 7 literales a), b), c) d), g); y, h), prescribe que 
toda persona será informada de su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la presencia de un 
abogado o de un defensor público y a comunicarse con un familiar o cualquier persona que indique. 
De esta forma la Constitución dispone que ninguna persona podrá ser interrogada, ni aún con fines 
de investigación, por la Fiscalía, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin la asistencia de 
un abogado. Además el artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
“establece un conjunto de garantías que permiten asegurar el derecho de defensa en el marco de los 
procesos penales” (Pasara, 2008: 169). 
 
El derecho de defensa de toda persona en juicio es inviolable, es el derecho a ser asistido 
por un abogado defensor, tiene como finalidad garantizar que toda persona pueda contar con las 
mejores formas de defender sus derechos cuando de responder a un interrogatorio se trate y estar 
debidamente informado e inteligenciado sobre el verdadero alcance del mismo, con lo cual se 
consolida, dentro del derecho al debido proceso, el derecho de toda persona a contar con el 
asesoramiento de un profesional competente. En definitiva, cuando el mandato constitucional 
señala que nadie puede ser privado del derecho de defensa, significa que este derecho es una 
garantía irrenunciable. 
 
1.7.7 Necesidad de excluir la prueba ilícita.- Zavala citado por Zambrano, nos 
enseñaba que el proceso penal es el camino o vía para convertir en verdad procesal lo que es una 
verdad histórica, pues los hechos podían haber ocurrido de una determinada manera, pero los 
25 
mismos tenían que ser acreditados en el proceso penal a través de la prueba. Sólo nos resta agregar 
y por nuestra parte que solamente podemos llegar a la verdad procesal a través de la prueba lícita 
(Zambrano, 2009: 1).  
 
Con la Constitución de 1998 (artículo 24 numeral 14) y con la vigente de Constitución del 
2008 (artículo 76 numeral 4), ha tomado carta de residencia desde el ámbito constitucional el 
principio de la prohibición absoluta de la prueba ilícita. Hoy determina la Constitución: “Las 
pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y 
carecerán de eficacia probatoria”. La Constitución anterior decía:” Las pruebas obtenidas o 
actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna”. Hoy el agregado es 
importante y destaca las consecuencia de un vicio in procedendo que es insubsanable, y que 
convierte en ineficaz la actividad probatoria inconstitucional que es además ilícita. Tanto el artículo 
25 de la Ley Orgánica de aquella época como el reciente Código Orgánico de la Función Judicial 
del 9 de marzo del 2009, (artículo 285 numeral 3) preservan el derecho a la defensa, que es una de 
las garantías del derecho al debido proceso, previsto en el artículo 76 numeral 7 de la Constitución 
que reconoce la inviolabilidad del derecho de defensa que implica contar con el tiempo necesario 
para poder ejercerla, forma parte de la normativa internacional, reconocido expresamente en la 
Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8. 
 
Si los justiciables nos son convocados para que ejerzan el derecho a la defensa en la 
indagación previa como señala el artículo 285 numeral 3 de la Ley Orgánica de la Función Judicial, 
el procedimiento es inconstitucional. De la misma forma, el artículo 282 determina que: “A la 
Fiscalía General del Estado le corresponde: 3) Garantizar la intervención de la defensa de los 
imputados o procesados, en las indagaciones previas y las investigaciones procesales por delitos de 
acción pública por delitos de acción pública, quienes deberán ser citados y notificados para los 
efectos de intervenir en las diligencias probatorias y aportar pruebas de descargo, cualquier 
actuación que viole esta Disposición carecerá de eficacia probatoria”.  
 
La disposición citada guarda relación con el artículo 76 numeral 4 de la Constitución de 
2008, advierte que, “En todo proceso en que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 4. 
Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez 
alguna y carecerán de eficacia probatoria”.  
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En efecto, en el proceso penal, la práctica de la prueba va encaminada a establecer la 
responsabilidad penal del procesado y la existencia del delito, con la finalidad de imponerle la 
sanción que la ley señala, para el acto ilícito del que se trate, siempre y cuando se hubiere 
acreditado conforme a derecho, su responsabilidad en el delito por el cual ha sido enjuiciado; o 
bien, determinar su absolución o más propiamente la ratificación del principio constitucional de 
inocencia, cuando de las pruebas actuadas con observancia del debido proceso, no se hubiere 
justificado su responsabilidad, para cuya finalidad resulta imprescindible, en el uno y otro caso, que 
el juzgador investido como garante del cumplimiento de las reglas del debido proceso, proceda a la 
valoración exhaustiva de las pruebas practicadas, a fin de poder conferir valor probatorio, si se 
ajustan a las garantías constitucionales y de la ley, caso contrario, en aplicación del mandato 
constitucional, no se les reconocerá ningún valor como medios de justificación legal. 
 
1.10  Procedimiento ordinario común 
 
Se pueden establecer como características esenciales de este sistema acusatorio los 
siguientes elementos: “ a) la publicidad plena de todo procedimiento; b) la libertad personal del 
acusado, hasta la condena; c) la igualdad absoluta de derechos y de poderes entre el acusador y el 
acusado; d) la pasividad del juez al recoger las pruebas, sean de cargo o de descargo; e) la 
continuidad de los hechos; y, f) la síntesis en todo el procedimiento” (Vacca, 2006: 130). 
 
Tomando como base las características antes referidas podemos indicar que la publicidad 
está enmarcada en el artículo 76 numeral 7, literal d) de la Constitución, en concordancia con lo 
que estipula el artículos 4 numeral 16 del Código Orgánico Integral Penal; esto es que todos los 
procedimientos serán públicos salvo los delitos relacionados con la seguridad del Estado, y los de 
carácter sexual, de manera general las audiencias son públicas a excepción de los delitos antes 
referidos, los mismos que se evacuan en audiencias reservadas pero al igual que las otras son 
orales, como lo preceptúa el artículo 13 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
  
En lo referente a la libertad del procesado, debemos entender que la libertad es un bien 
preciado, a tal punto que la privación de la misma se la aplicará de manera excepcional y 
restrictivamente, y, solo cuando sea estrictamente necesario para que el procesado comparezca a 
juicio y cumpla una posible pena; según lo establece la Constitución en el artículo 77 numeral 1, 
debiendo el juez de garantías penales, dictar medidas cautelares de carácter alternativas a la prisión 
preventiva, esto por mandato Constitucional artículo 77 numeral 11, en relación con el artículo 522 
del Código Orgánico Integral Penal, artículo este último en el cual se detalla las medidas 
alternativas a la privación de libertad.  
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La igualdad de derechos no es otra cosa que la Fiscalía General del Estado como el 
procesado por intermedio de su abogado defensor, sea público o privado; tienen igualdad de 
condiciones en relación al aporte de los medios probatorios tanto de cargo como de descargo. En el 
modelo acusatorio el juzgador está impedido de poder efectuar o disponer la práctica de elementos 
probatorios tanto de cargo como de descargo, esto porque se contraviene el principio de 
imparcialidad ya que solo puede actuar en base a los elementos probatorios aportados por las partes 
-fiscal, acusador particular y acusado- artículo 76 numeral 7 literal k) y artículo 9 del Código 
Orgánico de la Función Judicial.  
 
El proceso penal debe proteger a toda costa el principio de celeridad, ya que como sabemos 
en materia penal la práctica de cualquier acto procesal se lo podrá realizar en días hábiles teniendo 
únicamente la excepción de la interposición de recursos los mismos que se los podrá interponer y 
fundamentar en días hábiles; tal y como lo determina el artículo 75 de la Constitución en relación 
con el artículo 20 del Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
En consecuencia, este ordenamiento jurídico, trajo consigo su propia estructura tal y como 
lo determina el Código Orgánico Integral Penal, en el que se establece por regla general que el 
proceso penal se desarrollará en las siguientes etapas: 
 
1.10.1  Investigación previa.- El doctor Maximiliano Blum Manzo, respecto a la 
investigación previa , denominada actualmente como indagación previa, afirma que: “Sobre la 
reserva de la investigación se evita el ocultamiento o la fuga del sospechoso, la alteración o la 
destrucción de la evidencia, la intimidación, neutralización o eliminación de testigos y la 
desaparición de los bienes mal habidos, facilitando así el descubrimiento de la verdad; protege el 
buen nombre y la fama del inocente y garantiza los derechos del sospechoso y del ofendido” (Blum, 
2008: 124). 
 
En la fase de investigación previa se reunirán los elementos de convicción, de cargo y de 
descargo, que permitan a la o al fiscal decidir si formula o no la imputación y de hacerlo, 
posibilitará al investigado preparar su defensa. Las diligencias investigativas practicadas por la o el 
fiscal, con la cooperación del personal del Sistema especializado integral de investigación, de 
medicina legal y ciencias forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por 
finalidad determinar si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la 
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perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la existencia del daño causado, o a 
su vez, desestimar estos aspectos (Código Orgánico Integral Penal). 
 
Las actuaciones de la Fiscalía General del Estado, de la o el juzgador, del personal del 
sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, la Policía 
Nacional, y de otras instituciones que intervienen en la investigación previa, se mantendrán en 
reserva, sin perjuicio del derecho de la víctima y de las personas a las cuales se investiga y de sus 
abogados a tener acceso inmediato, efectivo y suficiente a las investigaciones, cuando lo soliciten. 
La investigación previa no podrá superar los plazos establecidos en el artículo 585 del Código 
Orgánico Integral Penal, transcurridos los plazos señalados, de no contar con los elementos 
necesarios para formular cargos, la o el fiscal, en el plazo de diez días, solicitará el archivo del 
caso, sin perjuicio de solicitar su reapertura cuando aparezcan nuevos elementos siempre que no 
esté prescrita la acción. 
 
La decisión de archivo será fundamentada y solicitada a la o al juzgador de garantías 
penales. La o el juzgador comunicará a la víctima o denunciante y al denunciado en el domicilio 
señalado o por cualquier medio tecnológico para que se pronuncien en el plazo de tres días. 
Vencido este plazo, la o el juzgador, resolverá motivadamente sin necesidad de audiencia. Si 
decide aceptarla, declarará el archivo de la investigación y de existir méritos, calificará la denuncia 
como maliciosa o temeraria. De no encontrarse de acuerdo con la petición de archivo, la o el 
juzgador remitirá las actuaciones en consulta a la o al fiscal superior para que ratifique o revoque la 
solicitud de archivo. Si se ratifica, se archivará, si se revoca, se designará a un nuevo fiscal para 
que continúe con la investigación. La resolución de la o el juzgador no será susceptible de 
impugnación (Código Orgánico Integral Penal). 
 
1.10.2  Instrucción.- “Imputar un hecho a un individuo es atribuírselo para hacerle sufrir las 
consecuencias, es decir, para hacerle responsable de él, puesto que de tal hecho es culpable. La 
culpabilidad y la responsabilidad son consecuencias tan directas, tan inmediatas de la 
imputabilidad, que las tres ideas son a menudo consideradas como equivalentes y las tres palabras 
como sinónimas. Pero estos tres conceptos pueden distinguirse y precisarse. La imputabilidad 
afirma la existencia de una relación de causalidad psíquica entre el delito y la persona; la 
responsabilidad resulta de la imputabilidad, puesto que es el que tiene capacidad para sufrir las 
consecuencias del delito, si bien, en última instancia, es una declaración que resulta del conjunto de 
todos los caracteres del hecho punible; la culpabilidad es un elemento característico de la infracción 
y de carácter normativo, puesto que no se puede hacer sufrir a un individuo las consecuencia del 
acto que le es imputable más que a condición de declararle culpable de él” (Morocho, 2006: 15).  
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En efecto, la etapa de instrucción, conforme lo establece el artículo 590 del Código 
Orgánico Integral Penal, tiene por finalidad determinar elementos de convicción, de cargo y 
descargo, que permita formular o no una acusación en contra de la persona procesada. Esta etapa se 
inicia con la audiencia de formulación de cargos convocada por la o el juzgador a petición de la o 
el fiscal, cuando la o el fiscal cuente con los elementos suficientes para deducir una imputación. 
  
En la audiencia de formulación de cargos la o el fiscal determinará el tiempo de duración 
de la instrucción, misma que no podrá exceder del plazo máximo de noventa días. De existir los 
méritos suficientes, la o el fiscal podrá declarar concluida la instrucción antes del vencimiento del 
plazo fijado en la audiencia (artículos 592 y 591 del Código Orgánico Integral Penal). Esta etapa e 
sustanciara conforme a las  reglas establecidas en el artículo 594 del cuerpo legal citado. 
  
En último lugar, la formulación de cargos contendrá los requisitos contemplados en el 
artículo 595 del Código Orgánico Integral Penal, esto es, la individualización de la persona 
procesada, la relación circunstanciada de los hechos así como la infracción penal que se le imputa, 
y los elementos y resultados de la investigación que sirven como fundamento jurídico para 
formular los cargos. La solicitud de medidas cautelares y de protección, salidas alternativas al 
procedimiento o cualquier otro pedido que no afecte al debido proceso. Con respecto a la duración 
de la etapa de instrucción, en el Código Orgánico Integral Penal, se simplifican notablemente los 
términos tal u como lo establece el artículo 592, lo que constituye uno de los pilares 
fundamentales y característicos del nuevo sistema acusatorio oral, que busca agilidad y celeridad 
en la tramitación de las causas. 
 
1.10.3  Evaluación y preparatoria de juicio.- Se halla comprendida en el artículo 601 
y siguientes del Código Orgánico Integral Penal. Esta etapa tiene como finalidad evaluar las 
investigaciones realizadas en la fase de instrucción fiscal. Comenzará con la acusación o abstención 
de la o el fiscal y terminará con la audiencia preparatoria del juicio o sobreseimiento. Si no se 
dictare sobreseimiento se procederá a precautelar los derechos de la persona procesada y de la 
víctima, excluir los elementos de convicción que fueren ilegales e innecesarios, delimitar los temas 
a debatirse en el juicio oral; y, anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de juicio. 
 
Si la Fiscalía General del Estado decidiera acusar, una vez concluida la instrucción fiscal, 
solicitará a la o el juzgador fije día y hora para la audiencia. El señalamiento de día y hora para la 
audiencia, deberá ser notificado a los sujetos procesales dentro de las veinticuatro horas de recibida 
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la petición, y se efectuará dentro de los cinco días siguientes. Si la Fiscalía no solicitare la 
audiencia dentro de los plazos respectivos, la o el juzgador, de oficio convocará a la audiencia y 
requerirá a la o el fiscal manifieste su decisión, debiendo comunicar dicha omisión al Consejo de la 
Judicatura (Código Orgánico Integral Penal). 
 
Dentro del desarrollo de la audiencia preparatoria del juicio, los pronunciamientos que los 
sujetos procesales realicen, directamente o a través de sus abogados, tanto en lo relacionado con la 
existencia de vicios de procedimiento que puedan afectar la validez del proceso, como en lo 
concerniente a los fundamentos del dictamen fiscal y acusación particular en caso de haberlo, de 
ser pertinentes, el juez de garantías penales, lo resolverá en la misma audiencia. Podrán igualmente 
solicitar la exclusión de las evidencias que consideren ilícitas, debiendo para el efecto especificar 
con toda claridad las normas o garantías constitucionales o procesales transgredidas, además 
pueden los sujetos procesales, presentar la evidencia documental que sustenten sus alegaciones y 
acuerdos probatorios que no serán discutidos en juicio. 
 
La presente etapa termina con el anuncio que el juez de garantías penales hace en relación a 
su resolución sea esta de llamar a juicio o dictar los sobreseimientos conforme el artículo 605 del 
Código Orgánico Integral Penal. 
 
1.10.4  Etapa de juicio.- Esta etapa se la sustancia ante el tribunal de garantías penales 
que avoca conocimiento de la causa conforme lo establece el artículo 609 y siguientes del Código 
Orgánico Integral Penal. 
 
Es importante no pasar por alto la finalidad de esta etapa en la cual se practicarán todos los 
actos conducentes tanto para comprobar conforme a derecho y con el aporte de las pruebas de 
cargo y de descargo la infracción penal, así como la responsabilidad penal del acusado; debiendo 
recordar que la carga de la prueba está en manos de quien acusa, esto con el fin único de destruir el 
principio constitucional de inocencia instituido en el artículo 76 numeral 2 de la Constitución, 
debiendo por su parte el justiciable también aportar con elementos probatorios suficientes para que 
quede incólume este principio.  
 
Previo a instalarse la audiencia pública o privada las partes debe efectuar el anuncio de la 
prueba que se practicará, el día y hora fijados por el tribunal de garantías penales y constatado que 
estén presentes tanto los testigos y peritos de los sujetos procesales, el presidente del tribunal, 
declarará iniciada la audiencia de juicio y luego de explicarle al acusado que debe escuchar con 
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atención lo que se va evacuar en la misma concede la palabra al fiscal, acusador particular y al 
defensor del acusado para que efectúen su exposición del alegato de apertura o de inicio de su 
teoría del caso, la misma que deberá ser: sencilla, lógica, creíble, sustentable legalmente y sobre 
todo concreta pero flexible.  
 
Luego de que los sujetos procesales han expuesto su teoría del caso, les toca efectuar la 
presentación de los medios probatorios realizándolo en primero lugar el fiscal, el acusador 
particular si lo hubiere y por último la defensa del acusado. “Ahora bien, las pruebas que los 
sujetos procesales pueden presentar en la audiencia de juzgamiento son: materiales, testimoniales y 
documentales y las mismas tiene valor, sin han sido pedidas, ordenadas, practicadas e incorporadas 
al juicio conforme a las reglas del Código de Procedimiento Penal” (Vaca, 2009: 77).  
 
En efecto, la prueba está en la necesidad de proporcionar al tribunal, el conocimiento 
suficiente de lo que sucedió fuera de su conciencia, con la finalidad de demostrar la violación de la 
norma penal. Es por esto que, a los jueces del tribunal de garantías penales les corresponde realizar 
comparaciones, hipótesis y análisis, dado que en principio desconocen los hechos, es por esto que 
las pruebas introducidas en la audiencia de juzgamiento son inciertas, por lo que deben ser objeto 
de comprobación para no cometer errores al momento de deliberar y con esto, condenar al 
responsable de la infracción o absolver al inocente, sin más trámite.  
 
Una vez que se llama a la sala a los testigos y/o peritos, en el orden como los sujetos 
procesales los han solicitado; las partes inician con el examen o interrogatorio directo, luego se 
continúa con el contra examen o contra interrogatorio para luego y si el caso amerita realizar un 
interrogatorio re-directo o el recontra interrogatorio; (Valdivieso, 2012: 31) se plasma en esta parte 
principios como el de oralidad artículo 168 numeral 6 de la Constitución, permitiendo a las partes 
efectuar las objeciones que creyeren oportunas. Evacuada toda la prueba, el presidente declara 
concluida la fase probatoria y dará inicio al debate.  
 
Concluido el debate o el alegato de cierre, final o de clausura; el tribunal de garantías 
penales pasa a deliberar en base a la prueba aportada en el desarrollo de la audiencia de juicio; 
luego de haber pronunciado su decisión en forma oral, el tribunal de garantías penales reducirá a 
escrito la sentencia la que debe incluir una motivación completa y suficiente tanto en lo relacionado 
con la responsabilidad penal como con la determinación de la pena y la reparación integral a la 
víctima, o la desestimación de estos aspectos. Las sentencias deberán cumplir las formalidades 
determinadas en el artículo 622 del Código Orgánico Integral Penal.  
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 Es decir la mención del tribunal, el lugar, la fecha y hora en que se dicta; el nombre 
y el apellido de la o el sentenciado y los demás datos que sirva para identificarlo; la relación precisa 
y circunstanciada del hecho punible y de los actos de la o el sentenciado que el tribunal considere 
provados en relación a las pruebas practicadas; las consideraciones por las cuales se dé por probada 
o no, la materialidad de la infracción y la responsabilidad de los procesados así como las pruebas 
de descargo o de atenuación de la responsabilidad; la parte resolutiva, con mención de las 
disposiciones legales aplicadas; la determinación individual de la participación de la o las personas 
juzgadas en relación con las pruebas practicadas y la pena por imponerse, de ser el caso, entre otras 
(…) (Código Orgánico Integral Penal: 2014). 
 
De lo transcrito se colige que en la normativa venidera, no hay variación de los 
requisitos, que debe cumplir una sentencia, con la normativa vigente esto es el articulado 
76 numeral 7 literal L de la Constitución de la República, en concordancia con el 250, 252 
y 304-A, del Código de procedimiento penal, disposiciones que exige los requisitos a 
cumplirse previo a la emisión de una sentencia, donde se hará constar la premisa menor 
que consiste en la relación de los hechos que dieron lugar al juicio, es decir que consiste en 
la parte histórica del proceso; la premisa mayor que es la parte que motiva la resolución 
dispuesta en la sentencia, durante esta parte se valoran todas las pruebas, el dolo, el análisis 
de la conducta para encuadrarla en una figura típica que termina precisando la culpabilidad 
e individualizando la pena. 
 
En conclusión es la parte resolutiva, donde según el caso se condenará por las 
infracciones que hubieran motivado el auto llamamiento a juicio o se absolverá de las 
responsabilidades penales al procesado; y, con la emisión de la sentencia condenatoria  
finaliza el proceso penal ordinario, pero el autor del hecho delictivo, independientemente 
puede presentar algún tipo de recurso como es el de apelación que conocerá y resolverá la 
Corte Provincial de Justicia, y en el caso que recurrieran con recursos extraordinarios como 







EL PROCEDIMIENTO PENAL ABREVIADO 
 
 
En la actualidad existe una corriente generalizada de concluir el proceso penal de la manera 
más expeditiva bajo el pretexto del aumento de la delincuencia, la saturación de las leyes penales al 
crearse cada día nuevos tipos penales sin mayor estudio sobre la conveniencia de la criminalización 
de las nuevas conductas, el consiguiente aumento de trabajo de los jueces de garantías penales 
permiten que cada día aumente la cantidad de presos sin condena que abarrotan los centros 
carcelarios. En definitiva, la finalidad proclamada abiertamente por unos defensores de tal 
procedimiento, y en ocasiones solapadamente, es sencillamente utilitaria. En efecto, se dice que 
tiene por finalidad contribuir “a la descongestión judicial y lograr mayor eficacia estatal en la 
función pública de administrar pronta y cumplida justicia”. A su vez, se dice que el acusado sale 
beneficiado por cuanto “se le resuelve de manera definitiva el cargo formulado y las rebajas 
punitivas”. En consecuencia, en el presente capítulo observaremos si la finalidad utilitaria merece 
el sacrificio de principios y derechos constitucionales y legales. 
 
2.1 Antecedentes históricos del procedimiento abreviado 
 
Por lo general los investigadores de la historia del procedimiento abreviado pretenden ver 
en el derecho anglosajón el origen de la mencionada institución, ignorando que mucho antes de las 
referencias históricas a que ellos hacen mención, surgieron los primeros esbozos de acortar la 
actuación de los damnificados por la comisión de un delito en busca de la reparación del daño, 
reduciendo la controversia a una “negociación” entre el ofensor y el ofendido, cuya negociación, en 
un comienzo, fue directa entre uno y otro y que luego tuvo carácter social cuando el “negocio” de 
mi referencia fue sacramentado por la comunidad por intermedio de lo que hoy podríamos llamar 
un “juez” (Zavala, 2008: 594 y s). 
 
Al decir de Mommsen citado por Zavala, ya en la Ley de las XII Tablas se encuentran 
referencias a los arreglos que podían hacerse entre los sujetos de un conflicto derivado de la 
comisión de un delito, lo cual es confirmado por Juan Miquel en la “Ley de las XII Tablas”, quien 
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opina que la mencionada Ley (siglo V, a.C.), pese a que mantenía la autodefensa, “la Ley regulaba 
la citación que tenía un carácter eminentemente privado, donde pervive también la auto ayuda, la 
presencia indispensable de las partes en el proceso, la transacción y la sentencia, que debe darse 
antes de la puesta del sol”. Y al referirse al aspecto penal hace presente que “hay dos derechos que 
se interfieren constantemente en el Derecho de las XII Tablas: el talión y la composición La Ley 
prescribe el talión para el caso de lesiones graves. En cambio, hay composiciones fijas para las 
lesiones leves (os factum) y para las iniuriae”. Lo cierto es que ya el sistema de la composición 
comprendía un procedimiento especial, diverso al generalmente admitido y que puede considerarse 
como una manera de “abreviar” el procedimiento ordinario. Pero la composición no sólo concluía 
el procedimiento sino que, como es fácil comprender además, desde el punto de vista subjetivo, era 
una manera como el ofensor compraba, a través de la negociación, su tranquilidad futura; y el 
ofendido era serenado en sus pretensiones de venganza con un estímulo económico. 
 
Es decir la controversia penal quedaba reducida a un “negocio” entre el victimario y la 
víctima que tenía como consecuencia el acortamiento de los plazos del procedimiento penal, una 
primera opción es sobre los cargos y la otra sobre el hecho, dando como secuela la negociación de 
la pena, es decir el tribunal aplica la pena acordada. 
 
Con el transcurso del tiempo cuando en el siglo XIII, por influencia de la Iglesia Católica, 
las ordalías, los juicios de Dios, etcétera, fueron suprimidos y reemplazados por la formalidad de 
los procedimientos penales, se desarrolló lo que se ha dado en llamar el sistema de procedimiento 
inquisitivo, heredero de la época imperial romana, en donde el dominio de la investigación y del 
proceso lo tenían los jueces penales, los cuales, sometidos a la tiranía de la prueba tasada se veían 
obligados a fundamentar sus fallos a base de la prueba prevista y valorada en las leyes, sin tomar en 
consideración la convicción del juzgador, el cual sentenciaba al margen de su convicción. En la 
época inquisitiva, como se sabe, lo que caracterizaba al proceso penal era la actividad judicial para 
alcanzar el reconocimiento por parte del acusado de su autoría en el delito que era objeto del 
respectivo proceso. Es conocido que la “ley de la tortura” permitía que a base de cualquier indicio 
se llevara al imputado al tormento para obtener su confesión, lo que permitía al juez el abstenerse 
de investigar la verdad del hecho del cual era acusado el torturado y, por ende, llegar a la inmediata 
condena del mismo. Con la confesión –reina de todas las pruebas– se “abreviaba” el procedimiento, 
se daba fin al proceso, se tranquilizaba la conciencia del juez y se jactaba de su artística habilidad 
el verdugo. 
 
No es del caso, entrar al estudio de los diversos sistemas procesales expeditivos o cuasi-
expeditivos que han adoptado diversos países del mundo, así este se concreta al estudio del sistema 
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procesal penal abreviado adoptado por los países anglosajones por considerar que fue de ellos que 
nuestro Código de Procedimiento Penal adoptó el sistema que actualmente ocupa, ya que es 
conocido en Estados Unidos de América, como “plea bargaining”, esto es, en traducción libre 
“súplica negociada” y que es presentada en sus lineamientos generales por Langbein, al decir que 
surge “cuando el fiscal acusador induce al acusado a confesar su culpabilidad y a suspender su 
legítimo derecho constitucional a un juicio con jurado, a cambio de una sanción penal más benigna 
que aquella que hubiese podido imponer el jurado en un juicio normal. El fiscal puede ofrecer un 
beneficio en dos direcciones, bien en forma directa reduciendo los cargos o indirectamente a través 
de la aprobación que haga el juez de la recomendación sobre la sentencia” (Zavala, 2008: 596). 
 
De la concepción antes mencionada surge un hecho esencial: el procedimiento se 
fundamenta en la confesión del acusado, a quien se propone un “negocio” por parte del fiscal, el 
cual tiene una gama de ofertas que hacer a cambio de un solo acto proveniente del acusado, cuál es 
su declaración en la cual acepta la autoría en el delito, como resultado de lo cual, aparentemente, 
son favorecidas las dos partes, esto es, el fiscal porque se adjudica un “triunfo” y se ahorra el 
trabajo de probar la existencia jurídica del delito y la culpabilidad del acusado; y el acusado porque 
se ahorra el tiempo de condena que podría recaer si se sustancia el proceso normalmente. El 
sistema norteamericano, se presenta en tres categorías, a saber: El “sentence bargaining”; el 
“charge bargaining” y la forma mixta.  
 
La primera categoría consiste en un acuerdo entre el acusado y el juez, y la Fiscalía 
General del Estado por el cual, a cambio de la confesión de culpabilidad del justiciable se le 
promete la imposición de una pena concreta entre varias posibilidades. Por la segunda categoría el 
imputado declara su culpabilidad por la comisión de “uno o más hechos delictivos a cambio de la 
promesa de que no se ejercitará la acción penal por otros delitos que no son imputados; y ante lo 
cual el prosecutor desvirtúa entonces la imputación, sustituyendo el hecho que originalmente 
sostenía la acusación por uno menos grave, e incluso, y de existir varias imputaciones, dejando de 
perseguir alguna de ellas”. Finalmente, la tercera categoría es una compleja aplicación tanto del 
“sentence bargaining” y del “charge bargaining” por el cual la confesión del procesado puede 
significar la reducción de los cargos y de la pena existente contra él.  
 
Lo que importa es concluir estableciendo: a) que la aplicación del procedimiento especial o 
excepcional se fundamenta única y exclusivamente sobre la confesión del acusado; y, b) que dicha 




2.2 La dicotomía acusatorio-inquisitivo 
 
Para explicar los sentidos o niveles conceptuales en que esta dicotomía es utilizada, es 
preciso efectuar una serie de aclaraciones. En primer lugar, es importante reseñar y distinguir con 
claridad los sentidos conceptuales en que ésta es modernamente utilizada. Ello no significa que 
quienes han utilizado estos conceptos siempre hayan sido consientes de estos distintos sentidos, ni 
que los distingan adecuadamente. Por otra parte, algunos autores utilizan la dicotomía acusatorio-
inquisitivo en más de uno de estos sentidos teórico-conceptuales. En segundo término, no todos los 
sentidos o niveles teórico-conceptuales han tenido la misma importancia, ni todos han sido 
utilizados en la misma medida por todos los autores, abogados y jueces. Sin embargo, es necesario 
distinguir claramente los distintos sentidos en que la dicotomía acusatorio-inquisitivo es usada, a 
fin de señalar, también, los usos conceptuales menos importantes. En tercer lugar, es inevitable 
subrayar cada uno de los niveles o sentidos conceptuales, lo mixto como categoría intermedia entre 
lo acusatorio y lo inquisitivo.  
 
Esta categoría intermedia no aparecerá en todos los sentidos teóricos en los que se ha 
utilizado estas categorías. Por último, es importante resaltar ahora que estos seis sentidos 
conceptuales de la dicotomía acusatorio-inquisitivo pueden dividirse en dos grandes grupos, el 
descriptivo y el normativo. 
 
2.2.1 Lo acusatorio y lo inquisitivo como categorías históricas.- Según esta 
aproximación teórica, lo acusatorio y lo inquisitivo son rótulos que sirven para denominar un 
sistema procesal penal concreto o un conjunto de sistemas procesales concretos pasados o 
presentes. Así, por ejemplo: “uno de los usos más comunes que se ha dado a esta dicotomía, ha 
sido denominar acusatorios al grupo de procesos penales de los países de la tradición anglosajona, e 
inquisitivos a los de la tradición continental-europea. En este contexto, lo mixto serviría para 
denominar al Código de Instrucción Criminal Francés de 1808, así como a todos los códigos que 
luego lo tomaron como modelo” (Aguirre, 2011: 66). Es importante resaltar que no todos los que 
utilizan la dicotomía acusatorio-inquisitivo en este primer sentido teórico, necesariamente 
coinciden en cuál sería el contenido de la dicotomía. Esto es, todos ellos usan estas categorías en el 
sentido histórico señalado, pero no todos coinciden en cuál o cuáles serían los procesos penales 
incluidos en ella. Por ejemplo, algunos incluirían el proceso penal estadounidense dentro de esta 
categoría, mientras que otros lo excluirían. 
 
2.2.2  Lo acusatorio y lo inquisitivo como tipos ideales.- Según esta aproximación 
teórica, lo acusatorio y lo inquisitivo son tipos ideales integrados por determinados elementos 
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estructurales que, además, pueden tener cierta clase de relaciones entre sí. Por lo general, ningún 
sistema procesal penal concreto corresponde exactamente a estos tipos ideales. Pero es posible 
reconocer en los procesos penales históricos una mayor o menor cantidad de rasgos 
correspondientes a estos tipos puros y, de este modo, determinar si se acercan en mayor o menor 
medida a ellos. Cada uno de estos tipos ideales tiene su propia lógica o dinámica interna. Por este 
motivo, el acercamiento de un sistema procesal penal concreto a uno de estos tipos ideales, nos 
puede ayudar a entender parte de la lógica o dinámica de ese sistema.  
 
Si bien hay un buen número de autores que utilizan la dicotomía acusatorio-inquisitivo en 
este sentido teórico-conceptual, no todos ellos coinciden en cuál es el contenido de estas categorías. 
Esto es, no todos ellos coinciden en cuáles serían los elementos definitorios de estos tipos ideales. 
Por ejemplo, mientras algunos autores incluyen en el tipo ideal inquisitivo la persecución penal 
pública, otros la excluyen, mientras algunos consideran el sistema de pruebas legales como propio 
del tipo inquisitivo, otros no lo consideran uno de sus elementos característicos, etcétera. En este 
plano teórico, el tipo ideal mixto ha sido considerado una combinación de los tipos ideales 
acusatorio e inquisitivo, con una investigación preliminar predominantemente inquisitiva y un 
juicio predominantemente acusatorio.  
 
Es trascendental destacar que de acuerdo Aguirre, en su obra “La Fiscalía y el 
Procedimiento Penal Acusatorio”, que en tanto estas tipologías son herramientas descriptivas para 
analizar los procesos penales reales, el modo en que definamos estos tipos puros no es verdadero ni 
falso, sino más útil o menos útil para que cumplan su objetivo. 
 
2.2.3  Lo acusatorio y lo inquisitivo como subsistemas.- En este sentido teórico o 
conceptual es inquisitivo todo subsistema o mecanismo procesal cuya función sea la obtención 
coercitiva de reconocimientos de culpabilidad por parte de los imputados. Desde esta perspectiva, 
no importa cuáles son los elementos del sistema y del subsistema -como sí es central en los tipos 
puros o ideales-. Esto es, no importa si los reconocimientos de culpabilidad coercitivos son 
obtenidos por un juez inquisidor torturando al imputado, por un fiscal en un plano de igualdad 
formal con éste, por un policía haciéndole preguntas al imputado antes de informarle sus derechos, 
por un gran jurado durante sus procedimientos secretos o, incluso, por un juez-psiquiatra utilizando 
hipnosis. Tampoco importa si está coerción es ejercida en un proceso penal con persecución penal 
pública o privada, secreto o público, escrito u oral. “Lo definitorio en este caso es que el subsistema 
o mecanismo procesal cumple la función de obtener reconocimientos de culpabilidad 
coactivamente y por eso es llamado inquisitivo” (Aguirre, 2011: 67). 
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2.2.4  Lo acusatorio y lo inquisitivo como finalidades contrapuestas.- Según 
esta aproximación teórica, lo acusatorio y lo inquisitivo representarían diferentes intereses o 
finalidades contrapuestas, presentes en todo proceso penal. Los autores que utilizan la dicotomía en 
este sentido conceptual, tampoco coinciden en cuál sería el contenido de ésta. Es decir, no 
coinciden en cuáles serían estos intereses o finalidades contrapuestos. Por ejemplo, para algunos lo 
inquisitivo representaría la exigencia de represión del delito y lo acusatorio el respeto a los 
derechos del imputado. Para otros, mientras lo inquisitivo representaría la finalidad del proceso 
penal de castigar a los culpables, lo acusatorio representaría la finalidad de absolver a los inocentes. 
En este sentido, “todo sistema procesal es mixto, ya que en todo sistema procesal sería posible 
encontrar estos intereses o finalidades contrapuestos. Sin embargo, los procesos penales concretos 
suelen tender a privilegiar o dar más énfasis a uno u otro de estos intereses o finalidades” (Aguirre, 
2011: 68). 
 
2.2.5  Lo acusatorio y lo inquisitivo como principios normativos.- Según este 
sentido teórico, lo acusatorio es un principio normativo del sistema jurídico y/o de un determinado 
modelo político-normativo. Es lo que usualmente se ha denominado acusatorio formal, para 
distinguirlo del acusatorio material que correspondería a lo acusatorio como tipo ideal. Lo 
inquisitivo sería la negación de este principio. Esta aproximación conceptual sobre la dicotomía 
acusatorio-inquisitivo es utilizada por numerosos autores. Sin embargo, como en los sentidos o 
aproximaciones teóricas ya analizados, no existe coincidencia plena sobre su contenido. Por 
ejemplo, para algunos, el principio acusatorio significa que debe haber una neta separación entre 
las funciones requirente y decisoria, para otros sólo que quien formula la acusación debe ser 
alguien distinto que quien decide sobre la culpabilidad. 
 
2.2.6  Lo acusatorio y lo inquisitivo como modelos normativos.- Según esta 
aproximación teórico-conceptual, lo acusatorio representa un modelo normativo de proceso penal, 
exigido por el ordenamiento jurídico y/o por un determinado modelo político-normativo. Por 
ejemplo, es posible afirmar que nuestra Constitución  y algunos de los pactos internacionales de 
jerarquía constitucional requieren que el proceso penal debe presentar una serie de elementos que, 
según diversos autores, corresponderían a un modelo acusatorio. Por ejemplo, una neta separación 
entre función requirente y decisoria -exigida por la garantía de imparcialidad y la defensa en juicio, 
un juicio oral, público y contradictorio, etcétera. Lo inquisitivo sería, aquí, la negación de este 
modelo normativo o constituiría un modelo normativo opuesto a éste.  
 
La diferencia entre este sentido teórico de lo acusatorio y el descrito en el apartado, lo 
acusatorio y lo inquisitivo como tipos ideales descriptivos- es que, en este último, lo acusatorio es 
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un tipo puro o ideal que sirve para analizar y entender el mundo del ser. En cambio, lo acusatorio 
como modelo normativo sirve para analizar que debe ser. Esto es, mientras que en un caso el 
modelo sirve como herramienta descriptiva, en el otro es una herramienta normativa. Pero es 
perfectamente posible que ambas clases de modelos presenten los mismos elementos. Sólo que 
unos servirían para describir los sistemas procesales penales reales y otros servirían para prescribir 
qué elementos deberían tener estos sistemas -como ocurre con el sistema garantista de Ferrajoli-. 
Por ejemplo, es posible que la oralidad y la publicidad sean elementos de lo acusatorio como tipo 
puro descriptivo -que nos servirían, como tales, para analizar sistemas procesales concretos-. Y, a 
la vez, sean exigencias de un modelo normativo -según el cual sería inválido todo proceso penal 
que no fuera oral y público- (Aguirre, 2011: 69). 
 
 Por otro lado, la diferencia entre lo acusatorio como principio y como modelo normativos 
es, si se quiere, una cuestión de grados. En el primer caso lo acusatorio es sólo un principio del 
ordenamiento jurídico -o de otra clase de sistema normativo-, que sólo prescribe que el sistema 
procesal debe respetar una exigencia. Por ejemplo, la clara distinción entre funciones requirente y 
decisoria. En cambio, en el segundo caso lo acusatorio establece un sistema completo -o 
comparativamente más completo- de enjuiciamiento penal que requiere una serie de elementos 
como, por ejemplo, imparcialidad, defensa, oralidad, publicidad, contradictorio, jurados, etcétera. 
 
2.3 Los criterios de oportunidad 
 
“Se ha venido defendiendo la conveniencia de institucionalizar el llamado principio de 
oportunidad en sede de la Fiscalía General del Estado. Hoy es una realidad desde la Constitución 
aprobada en referéndum del 28 de septiembre de 2008. Debemos recordar que es la facultad 
constitucional que le permite a la Fiscalía, no obstante que existe fundamento para adelantar la 
persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella, por razones de política criminal, 
según las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la reglamentación expedida por 
el fiscal y sometido a control de legalidad ante el juez de garantías penales” (Zambrano, 2009: 1). 
 
Así conviene recordar los fundamentos del Código Orgánico Integral Penal, al referir a 
normas similares propuestas para su incorporación a nuestra legislación penal. Estas reformas se 
proyectan sobre la cuestión más operativa del sistema penal y, por ello, tienen gran incidencia en la 
búsqueda de eficacia en la respuesta punitiva. La idea de que todos los delitos deben perseguirse y 
castigarse, cuyo origen está históricamente vinculado al fuerte proceso de concentración y 
verticalización de poder generado por la inquisición y consecuentemente ligado al llamado modelo 
de procedimiento inquisitivo (de profunda incidencia en la configuración de los sistemas de 
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enjuiciamiento de nuestro país que recién se comenzó a abandonar en la última década), choca con 
una realidad cuyos efectos han sido diametralmente opuestos a la pretensión declamada y que se 
traducen en la falta de eficacia en la persecución penal, y no sobre protegerlos con procedimientos 
que violan derechos constitucionales y pisan a las garantías jurisdiccionales que consagra nuestra 
norma cobstitucional. 
  
Al respecto, las estadísticas oficiales dan cuenta de algunos datos elocuentes: se advierte 
que hasta agosto de 2012, según el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, la 
población carcelaria ha aumentado en un 44%, pues las instalaciones carcelarias tienen una 
capacidad para tan solo 10000 reclusos y se considera, además, que el 55% de los detenidos está en 
prisión preventiva. Claramente se puede apreciar que los jueces de garantías penales no han podido 
cambiar las estadísticas promedio y más bien se observa que proceden a ordenar la prisión 
preventiva con más frecuencia, así como los fiscales solicitan su aplicación universal en la gran 
mayoría de casos. No obstante, de acuerdo con las estadísticas del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, dicho índice no ha crecido demasiado, ya que de una población de 20965 
personas privadas de libertad entre el 54 y 58% tienen ya sentencia (Vintimilla; Vallacís, 2013: 123). 
 
Refiriéndose al concepto tradicional de lo que se ha dado en llamar: “principio de legalidad 
procesal” –también denominado obligatoriedad en la persecución penal u oficialidad y publicidad 
de la persecución Ríos, ha dicho que: “[...] un análisis serio y desinteresado habrá de reconocer la 
imposibilidad de acceder a una justicia personalizadora y moderna mientras el principio de 
legalidad en la persecución penal obligue, inexorablemente, a desencadenar un largo y burocrático 
proceso frente al atisbo del más insignificante delito, tarde o temprano los actuales y encubiertos 
criterios de selección de los casos de persecución penal pública deberán ser sustituidos por criterios 
racionales, delineados previamente por la ley, que sirvan para encontrar una justicia personalizada 
en la atención de las causas merecedoras de una mejor atención judicial y permitan descongestionar 
el atosigamiento del sistema” (Ríos, 1996: 2). 
 
Es decir, el criterio de oportunidad se configura entonces como una herramienta de uso 
privilegiado para todo el sistema judicial, con el propósito de que, en virtud de supuestos político-
criminales y dogmáticos regulados y conforme a ámbitos de discrecionalidad reglada, el ente 
investigador, con el control judicial, pueda suspender, interrumpir o renunciar directamente a la 
persecución penal; todo ello, además, de acuerdo con disposiciones constitucionales y legales 




2.4 Las condenas por consenso 
  
Hasta hace poco tiempo, la justicia consensual sólo era pensada, de modo especulativa, 
como reemplazo del sistema penal, cuya reacción característica, la pena, desaparecía en ese caso. 
Ella suplía a la condena penal. Cualquiera que sea la valoración de estos instrumentos en ese caso, 
positiva o negativa, lo cierto es que su aplicación desplazaba siempre al sistema penal o, cuando 
menos, lo tornaba menos riguroso al descomprimirlo o aminorarlo. 
 
En forma de “guilty plea o plea bargainin”, en el Derecho de cuño anglosajón, o de juicio 
abreviado o sin publicidad, ha ido ganando terreno, cada vez con mayor vigor, al rito formalizado y 
riguroso según varias exigencias legales: juicio público y contradictorio, in dubio pro reo, entre 
otros. La expansión del Derecho Penal mejor dicho, de la pena en tanto no signifique una 
expansión similar de la organización judicial, sólo puede ser lograda mediante el mecanismo de su 
aceptación por quien la sufre, posiblemente coacto por su debilidad frente al sistema 
(vulnerabilidad), que le impide o dificulta defenderse de él, resistirlo, con idoneidad, realidad que 
le asegura un fracaso mayor al rigor que acepta voluntariamente, (Aguirre, 2011: 55), ejemplos de 
ello son la aceptación del principio de oportunidad, modo de renuncia -incluso condicionada- al 
ejercicio de la persecución penal, la reparación, como tercera vía del Derecho Penal, que permitía 
ciertos acuerdos en favor de la víctima (suspensión del procedimiento a prueba) para dejar de lado 
la pena o para aminorarla, y su método procesal correlativo, la conciliación, que posibilitaba la 
intervención beneficiosa de la víctima en el procedimiento penal, en el sentido indicado, con la idea 
de que los bienes jurídicos no son entelequias abstractas, sino realidades portadas por un ser 
humano, con cierto poder de decisión sobre ellos, al menos para auxiliar o no dificultar la 
reinserción social del autor. 
 
Hoy, en cambio, la defensa de los mecanismos de consenso se vincula directamente al 
fenómeno del denominado neo-punitivismo. No resulta ser, entonces, una casualidad, que los 
países con mayor cantidad porcentual de encarcelados en relación a su población sean aquellos que 
más y mejor han desarrollado estos métodos.  
 
2.5 Legalidad versus oportunidad 
 
El principio de legalidad ha sido regulado en el artículo 76 numeral 3 de la Constitución, de 
allí se interpreta claramente que el mismo establece el principio de legalidad procesal. A este 
principio se lo enuncia fácilmente indicando que todo delito de acción pública debe ser 
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obligatoriamente investigado, juzgado y castigado (si corresponde) y con igual compromiso de 
esfuerzos estatales.  
 
De la manera en que ha sido interpretado en nuestro derecho el principio de legalidad 
procesal impone a los órganos estatales correspondientes el deber de promover la persecución 
penal en todos los casos en que se tenga conocimiento de la posible comisión de un hecho punible. 
El mismo principio exige que, una vez promovida la persecución penal, ésta no se pueda suspender, 
interrumpir o hacer cesar. Ningún criterio utilitario o relacionado con la escasa gravedad del hecho 
puede ser utilizado para no iniciar o para no continuar la persecución.  
 
El principio de legalidad implica que la promoción de la acción penal constituye un 
imperativo para la Fiscalía y que dicho imperativo actualmente está instituido en presupuestos de 
objetado valor que además producen consecuencias negativas en el funcionamiento cotidiano de 
administración de la justicia penal. Explicado de esta forma no parece difícil considerar que uno y 
otro principio (legalidad y oportunidad) estén básicamente encontrados. Esto ocurre cuando el 
principio de oportunidad manifiesta un ejercicio del ius puniendi extendiéndose en un sentido tan 
amplio que conlleva la afectación de la norma, es decir que quebranta estándares de seguridad 
jurídica que proporciona la previsión legal de los delitos y de las penas. 
 
Desde la doctrina se afirma que: “para especificar el precepto en su total contenido es 
menester recurrir a leyes o disposiciones no penales, que son las que contienen los mandatos 
revelando lo que el derecho quiere. Es el mandato contenido en la norma lo que otorga al Estado la 
facultad de exigir el imperativo, pero es la ley penal la que le otorga el derecho de castigar su 
infracción” (Creus, 1988: 6-74). 
 
Así esta teoría de las normas permitió distinguir el destinatario de las mismas del 
destinatario de la ley penal. La norma, en cuanto integrativa del precepto de la ley penal, está 
dirigida a los individuos que deben obedecer el mandato absteniéndose de la conducta prohibida. 
La ley penal, como designación de la pena, a los órganos del Estado encargados de aplicarla, 
imponiéndoles el deber de hacerlo toda vez que se haya dado una infracción de mandato que esté 
penalizada. El principio de legalidad procesal constituye una garantía para los particulares y una 
exigencia de seguridad jurídica, así también una limitación al poder punitivo del Estado.  
 
Para fortalecer el carácter intimidatorio de la ley penal, y para evitar arbitrariedades, los 
juristas de la tradición continental europea consideran inseparable del precepto de obligatoriedad de 
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la norma penal el principio de obligatoriedad de la acción penal, e incompatible con una visión 
democrática de la función penal el principio de discrecionalidad. Actualmente este principio tiene 
en ámbito del Derecho Internacional una extendida vigencia como principio fundamental del 
Estado de Derecho y ha sido también acogido en numerosas regulaciones supranacionales.  
 
Los fines de la pena, las finalidades extrapenales y los puntos de vista de la culpabilidad 
pueden ser relevantes en el Derecho Procesal, es algo que ponen de relieve, aparte de los 
presupuestos de procedibilidad, especialmente, los supuestos del principio de oportunidad. “[...] 
hacen depender el sobreseimiento de la escasa culpabilidad y de la ausencia de interés público en la 
persecución penal. Tal interés público sólo puede precisarse según el criterio de los fines de la 
pena. Y cuando en otros casos puede producirse el sobreseimiento por razones políticas, de 
estrategia de persecución o de economía procesal, en ellos se imponen finalidades extrapenales 
frente a la necesidad de la pena” (Claus, 1987: 911).  
 
Si los supuestos del principio de oportunidad pertenecen al Derecho Procesal es sólo 
porque en tales ámbitos el legislador no ha querido recurrir al procedimiento de subsunción para 
fijar la decisión sobre la imposición de una pena sino que se ha encomendado al arbitrio del 
ministerio fiscal y del tribunal. Para lograr los objetivos que le asignan se debe reconocer que se 
trata de una herramienta pensada para ser administrada por el órgano encargado de la persecución 
penal estatal.  
 
De manera que el objeto y fin de este principio exige que sea utilizado como un 
instrumento necesario y útil para racionalizar, ordenar y planificar criterios genéricos de política 
persecutoria en la materia. 
 
2.6 Concepto de procedimiento abreviado 
 
Para conceptualizar el procedimiento abreviado, podemos utilizar la definición propuesta 
por Marchisio, quien sostiene que el procedimiento abreviado es un “[...] acto procesal por medio 
del cual el imputado debidamente asesorado por su letrado, acepta los hechos, el grado de 
participación en los casos en que la petición de la pena es inferior a determinado monto” 
(Marschisio, 2002: 539). 
 
De allí que el procedimiento abreviado es una de las instituciones desafortunadas, que se 
incorporan en el COIP, Código Orgánico Integral Penal, porque equivocadamente sostiene que es 
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una alternativa al juicio penal ordinario, sin tomar en consideración que estamos dejando de lado el 
resguardo constitucional, convirtiéndole en un proceso adjudicatario de culpabilidad, que es 
conseguido por la admisión del procesado, es decir su confesión recae en contra de sí mismo, a 
cambio de varias negociaciones con la Fiscalía General del estado a través de su representado. 
 
“El procedimiento abreviado conlleva mucho más que una sencilla simplificación del 
proceso. Conlleva implicaciones de política criminal y de política en materia de seguridad en tanto 
que es una reducción de la pena que supuestamente merece el imputado. Además, esto conlleva a 
conceptualizar mayormente a un estado facultado a utilizar indistintamente la acción penal. La 
acción penal pública es impropia como concepto aun cuando el estado tenga efectivamente la 
facultad de la acción” (Binder, 1999: 209-275). 
 
En consecuencia el procedimiento penal abreviado, es un proceso especial, de tramitación 
distinta al juicio ordinario penal, que está a cargo de un juez o tribunal de garantías penales, y que 
ha sido concebido como una forma alternativa, más simple y de menor costo que el procedimiento 
ordinario, y viene a constituir un mecanismo de descongestión del sistema penal. 
 
2.6.1  Naturaleza jurídica del procedimiento abreviado.- Su naturaleza ha sido 
definida como una “homologación jurisdiccional de una confesión condicionada, con alcances de 
transacción para el supuesto de abarcar intereses particulares que, como pretensión accesoria a la 
penal, hubiere introducido el actor civil. La condición es precisamente que la pretensión de 
abreviación sea convalidada jurisdiccionalmente; caso contrario, no podrá hacerse valer en contra 
del imputado” (Orso, 2008: 31).  
 
Sin embargo, a fuerza de ser sinceras, el procedimiento abreviado no pasa de ser un 
mecanismo procesal que nació de la necesidad de descongestión del sistema de justicia penal. Es 
cierto que si todos los casos fueran llevados a juicio el colapso se potenciaría a límites 
insospechados; tan cierto como que el procedimiento abreviado se ha convertido en una suerte de 
estado de necesidad que, en cualquier caso, no ha logrado sortear las serias objeciones 
constitucionales y las reprobables distorsiones prácticas que lo han convertido en algunas 
jurisdicciones en un instrumento que poco tiene que ver con la justicia penal y menos aún con los 
principios constitucionales que condicionan su funcionamiento y operatividad.  
 
Así se limita el uso del procedimiento abreviado como una salida más a los delitos menores 
y, va de suyo, se reducían los riesgos que su utilización indiscriminada podía generar. 
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2.6.2  Desformalización de la justicia penal.- El amplio proceso de criminalización 
que se dio en las últimas décadas del siglo XX con la frecuente modificación del Código Penal; 
aprobación masiva de leyes especiales, incremento de los tipos de peligro abstracto, agravamiento 
de penas, nuevos tipos penales, flexibilización de prácticamente todas las garantías penales y 
procesales, desvalorización de derechos y garantías fundamentales, flexibilización morigeración de 
la prisión cautelar, tutela prioritaria de bienes jurídicos supra-individuales, anticipación de la tutela 
penal, admisión de la transacción penal, premios para el colaborador de la justicia (recompensas), 
“plea bargaining” y otros métodos de abreviación del sistema procesal, etcétera, marcó una radical 
transformación. 
 
Ello determina un interrogante de parte de los dogmáticos del Derecho Penal: ¿qué se debe 
hacer para contener la cuota permanente de criminalidad (convencional u organizada), y al mismo 
tiempo respetar las clásicas garantías del derecho penal tradicional? 
 
“Si admitimos la necesidad de protección de los bienes jurídicos para lograr la convivencia 
social la tendencia más clara es la construcción de un sistema jurídico distinto y es entonces donde 
avanza la idea del sistema penal de dos velocidades” (Sánchez, 1999: 234). 
 
Éste se conforma por: a) un núcleo básico constituido por el clásico Derecho Penal, 
fundado en la pena privativa de libertad y en el respeto a todas las garantías penales y procesales; 
un derecho sancionador auxiliar, aplicado por el Poder Judicial, pero sin hacer uso de la pena de 
prisión y del Derecho Civil, Internacional, Comercial, etcétera. En esta orientación, tomar como 
punto de partida la protección del bien jurídico conduce sin duda a un exceso puesto que ello deja 
fuera la de perspectiva del concepto de autor. 
 
En consecuencia el Derecho Penal sería el núcleo básico de ese sistema jurídico que tendría 
como ejes: la pena privativa de libertad, el debido proceso legal clásico, y respeto a todas las 
garantías penales y procesales. Regido por principios fundamentales como: exclusiva protección de 
bienes jurídicos; intervención mínima (fragmentariedad y subsidiariedad del derecho penal); de 
legalidad; de materialización del hecho (derecho penal del hecho); de ofensividad; de 
responsabilidad subjetiva; de culpabilidad; de proporcionalidad; de igualdad y de humanidad o 
dignidad. Todos esos principios cuentan con aprobación, explícita o implícita constitucionales, y 
del mismo modo, casi todos integran el fundamento de la Política Criminal. 
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Abandonada la dogmática formalista y legalista y adoptado el método de la ponderación, 
expone Roxin: “[...] en la solución justa para cada caso concreto, conforme propugnado por la 
dogmática teleológica, que persigue valores y fines constitucionales, se torna posible restablecer la 
estructura garantizadora del derecho penal tradicional, que debe ser reservado para la aplicación en 
pocos casos, solamente los más graves” (Roxin, 1972: 455). “El Derecho Penal material no sólo 
determina los límites de la punibilidad sino que al mismo tiempo tiene la tarea de sostener y 
asegurar las normas fundamentales de una sociedad (Prevención General Positiva)” (Hassemer, 
1981: 391). 
  
El aseguramiento de las normas supone que éste es realizado de la misma manera que el 
Derecho Penal alega. Si se vuelve desproporcionado a través del funcionamiento del proceso penal 
o a través de la aplicación del principio de oportunidad es de esperarse que todo el sistema penal 
sufra importantes perjuicios. La población espera siempre que el Estado observe las normas del 
Derecho Penal que ha promulgado. 
 
La teoría de la prevención general establece que la función motivadora del Derecho Penal 
se dirija a todos los ciudadanos. La forma cómo tiene lugar este proceso es precisamente lo que 
diferencia las dos variantes que existen sobre esta teoría: la prevención general negativa y la 
prevención general positiva. La primera se caracteriza por ver a la pena como mecanismo de 
intimidación para motivar a los ciudadanos a no lesionar bienes jurídicos penalmente protegidos, la 
segunda cambia el mecanismo de su realización, ya no es la intimidación de la amenaza penal la 
que debe motivar a los ciudadanos sino el fortalecimiento que produce la pena en la convicción de 
la población sobre la imposibilidad de agredir los bienes jurídicos.  
 
Esta reflexión parece ser el mejor camino para alcanzar la moderación del Derecho Penal, o 
sea, la no utilización emocional e irracional condicionado por los avatares de los acontecimientos. 
Un Derecho Penal concebido de mínima intervención, si bien anclado en la pena de prisión 
(razonable), pero con total respeto al debido proceso legal y los derechos fundamentales y garantías 
del procesado. 
 
Política Criminal es Política de Estado. En palabras de Mir Puig: “[...] consiste en aquel 
sector de la política que guarda relación con la forma de tratar la delincuencia, se refiere al 
conjunto de criterios empleados o a emplear en el tratamiento de la criminalidad. Cada 
ordenamiento jurídico penal responde a una determinada orientación y expresa una concreta 
política criminal. En este sentido, la Política Criminal, no es una disciplina teórica, sino una 
orientación práctica” (Mir Puig, 2001: 60). 
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Es perceptible que frente a la evolución en la trasgresión de la norma con el progreso de la 
criminalidad, se debilita o abandona la misma (se descriminaliza, se despenaliza, se morigera, 
etcétera), y se proyectan procedimientos técnicos más adecuados jurídicamente. Partiendo de la 
realidad del fenómeno habría que recordar que este funcionalismo colaboró en crear una relativa 
anomia, utilitaria para ciertos comportamientos ilegítimos. 
 
A primera vista nada parecería más satisfactorio que existan criterios claros de detección 
por parte del Estado y que éstos respondan a las urgencias por resolver los conflictos penales, pero 
prontamente aparecerán otras dificultades, me refiero a la persecución de delitos cometidos desde 
el Poder. Desde un punto de vista Político Criminal se sostiene, en relación a los delitos cometidos 
desde la Administración gubernamental, la necesidad de contar con un mecanismo de persecución 
delictiva confiable que no dependa de la voluntad de órganos sospechados de complacencia y del 
que podrían haberse valido los imputados. 
 
Se parte de la base que el fiscal, como órgano estatal de persecución punitiva, no permita 
(ni obstaculice) una represión eficaz de ciertos delitos que tocan muy de cerca al Estado. Esta 
preocupación debe alertar acerca de la necesidad de contar con una organización institucional de la 
Fiscalía -sin perjuicio de las existentes- que, mediante instancias de control (interno y externo), 
ofrezca garantías de independencia del poder (sobre todo del poder político). Razones como las 
apuntadas han llevado a propugnar sistemas procesales que confieren una facultad de persecución 
penal autónoma reconocida por normas supra- constitucionales a quienes se presentan como 
víctimas (a través de la figura del querellante autónomo), como único medio para obtener una 
respuesta adecuada de la justicia penal. En materia de Derecho Penal significaría un aporte 
relevante para entender y mejorar la realidad jurídica, el lograr un sistema que, además de ser 
eficiente, garantice que la reacción punitiva del Estado resulte adecuada y congruente al Derecho 
vigente. 
 
Recientemente buena parte del debate constitucional se ha centrado en la forma como la 
Constitución ha “refundado” el Poder Judicial. “Un Estado de Derecho reclama instituciones 
vigorosas y poderes judiciales independientes. La noción de independencia judicial implica, entre 
otros elementos, que el juez no ha de tener más subordinación que a la ley y ello incluye 
independencia de distinta índole: independencia política frente al Poder Ejecutivo; independencia 
funcional frente a otros órganos judiciales; independencia económica frente a otros poderes, 
etcétera” (Carrillo, 2005: 7). 
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2.6.3  Características procesales del procedimiento abreviado.- Todas sus 
características, se resumen en “la abreviación del trámite resultan de la simplificación legal de la 
actividad dentro de la medida prudente para no afectar la acusación o la defensa, ni limitar 
indebidamente el ejercicio de la defensa” además y en el mismo sentido, tiene su aplicación en 
“causas por infracciones de menor o escasa identidad, o cuando la investigación resulta simple o 
sencilla porque las circunstancias permiten obtener en forma ágil o inmediata los fundamentales 
elementos de convicción”, si bien es verdad que esto no deja de ser cierto dentro de la concepción 
general de los procedimientos abreviados, la particularidad del juicio abreviado se desarrolla sobre 
la “confesión del hecho por parte del acusado” como condición implícita para su viabilidad, lo cual 
significaría, la admisión de la culpabilidad (Olmedo, 1998: 305-325).  
 
La obtención ágil e inmediata de los elementos de convicción, que menciona el autor 
citado, solo se quedan en indicios y evidencias sin la calidad de prueba; además la investigación de 
cualquier delito, aunque este sea leve o mediamente grave, no resulta simple y sencilla porque 
siempre se pueden encontrar cosas que a simple vista no aparecen, sino después de una exhaustiva 
labor investigativa. Ante esta realidad, según la opinión de aquellos que defienden la legitimidad 
del procedimiento penal abreviado, se eliminaría la concepción de auto-incriminación. Pero la 
cuestión está en que la frase nadie podrá ser obligado, pierde validez cuando la renuncia del 
derecho a la no auto-incriminación se ve desprovista de elementos de convicción suficientes y 
concretos para determinar la responsabilidad criminal. Estos elementos de convicción determinan 
la identidad del proceso penal como un conjunto de garantías procesales a través del debido 
proceso, lo cual permite que el juez llegue a un conocimiento pleno de los hechos delictivos más 
allá de conjeturas o hipótesis respecto tanto al desarrollo de los mismos como de los responsables. 
 
Los derechos fundamentales del procesado se convierten en garantías irrenunciables 
cuando estos son considerados como “garantías institucionales o principios procesales, mismas que 
permiten que se mantenga el equilibrio entre la “búsqueda de la verdad material” y los derechos 
fundamentales del procesado. Además se encuentra la situación de que uno de los principios 
procesales se concretiza en la aplicación de la prueba y de la posibilidad de que está sea 
contradicha y debatida en la etapa de juicio, en donde se desarrollan tanto los argumentos de la 
acusación como de la defensa, corroborados por la práctica y la incorporación de los evidencias e 
indicios de acuerdo a la concepción de la prueba. Esto significa que a pesar de la simplificación del 
proceso penal en la figura del procedimiento penal abreviado se debe mantener “reglas mínimas de 
un debido proceso penal” que justifiquen en toda circunstancia su legitimidad (Arroyo, 2011: 23). 
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Entre las reglas mínimas están presentes aquellas que se relacionan con la valoración de la 
prueba por parte del juez dentro del juicio oral en concordancia con los principios de inmediación, 
contradicción y oralidad, lo cual se relaciona con el hecho de que con el procedimiento penal 
abreviado desaparece el nexo de casualidad entre lo admitido por el procesado y lo realmente 
probado. La admisión de los hechos como una aceptación de culpabilidad por parte del procesado 
es la premisa para la aplicación del procedimiento penal abreviado, pero está no está resguardada 
por más elementos de comprobación fáctica y real, sino que está sujeta a la firma del abogado que 
acredite una declaración libre y voluntaria. Lo que pase después de esto se resume en una audiencia 
oral y pública, en donde el procesado repite lo que afirmo ante el fiscal, pero no aporta con 
absolutamente nada.  
 
La auto-incriminación, entonces, existe desde un principio, confirmándose en el caso de 
una sentencia condenatoria o debilitándose con una condena absolutoria. En el último caso, la 
sentencia no tendría bases fundamentadas en una motivación congruente, critica, valorativa y 
certera; la autoincriminación se plantearía como la posibilidad de que el procedimiento penal 
abreviado sea utilizado para que el responsable no sea castigado. 
 
2.7  El procedimiento abreviado en la legislación nacional 
 
A decir de Zavala, “el procedimiento abreviado fue uno de las tantas desafortunadas 
instituciones que se incorporaron al Código de Procedimiento Penal vigente cuando un grupo 
minúsculo de abogados nacionales y extranjeros resolvieron por sí y ante sí tratar de cumplir con el 
mandato foráneo de redactar el proyecto de un nuevo Código de Procedimiento Penal para el 
Ecuador que estuviera de acuerdo con el concepto de globalizar las legislaciones americanas de 
acuerdo a un sistema anglo-americano. Cuando se presentó dicho proyecto no se lo hizo con una 
exposición de motivos que explicara los fundamentos que tuvieron sus redactores para elaborar tan 
inconstitucional proyecto, por lo que no nos es posible exponer el potencial razonamiento que 
sirvió de excusa para adoptar el -procedimiento especial- denominado -procedimiento abreviado-” 
(Zavala, 2008: 593). 
 
En efecto, el artículo 635 y siguientes del Código Orgánico Integral Penal en el Título VIII 
Procedimientos Especiales, Sección Primera, fijan de manera obligatoria, los presupuestos de 
procedencia para que opere esta institución del procedimiento abreviado, así determina las 
siguientes reglas:  
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“1. Las infracciones sancionadas con pena máxima privativa de libertad de hasta diez años, 
son susceptibles de procedimiento abreviado”. 
 
Una de las condiciones para que opere el procedimiento abreviado, es que este 
procedimiento debe contemplar procesos por delitos de acción penal pública de gravedad menor y 
de baja cuantía punitiva. Así el ejercicio público de la acción sancionado con pena máxima 
privativa de libertad de hasta diez años, fija el límite objetivo en función de la escala punitiva de 
los delitos.  
 
La circunstancia determinada en el numeral primero del artículo 635 del Código Orgánico 
Integral Penal, toma entonces, como criterio dos aspectos: la gravedad de la pena atendiendo a su 
naturaleza (privativa de libertad) y la duración de la misma: hasta diez años.  
 
El juicio abreviado por ser un procedimiento especial, que se destina en el enjuiciamiento 
de determinados delitos que deben cumplir y enmarcarse dentro de los requisitos establecidos en el 
numeral primero del citado artículo, situación que hace que el procedimiento abreviado goce de 
una especie de exclusión, respecto del juzgamiento de delitos que son tramitados por los restantes 
procesos especiales, así como del propio procedimiento ordinario. 
 
“2. La propuesta de la o el fiscal podrá presentarse desde la audiencia de formulación de 
cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio”. 
 
El momento o la oportunidad para proponerlo, puede ser desde la audiencia de formulación 
de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, para conocer la causa que deba 
juzgar.  
 
Vaca, al respecto refiere que el procedimiento abreviado “se puede proponer desde que se 
inicia instrucción fiscal, durante esta etapa, en la etapa intermedia, cuando el expediente está en 
manos del juez penal; cuando esté impugnado vía recursos de apelación o nulidad del auto 
resolutivo; o, en la fase preparatoria del juicio, pero antes de que se instale la audiencia de 
juzgamiento” (Vaca, 2009: 1225).  
 
De esta forma, se esclarece de manera inequívoca la oportunidad para proponer este 
procedimiento abreviado. Sin embargo como una cuestión básica, debemos concebir a este tipo de 
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juicio como una posible opción al procedimiento común u ordinario, no es automática, toda vez 
que su procedencia debe ser evaluada en cada caso en particular. 
 
3. La persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación de este 
procedimiento como la admisión del hecho que se le atribuye. 
 
“Por esta categoría el procesado declara su culpabilidad por la comisión de uno o más 
hechos delictivos a cambio de la promesa de que no se ejercitará la acción penal por otros delitos 
que no son imputados; y ante lo cual el prosecutor desvirtúa entonces la imputación, sustituyendo 
el hecho que originalmente sostenía la acusación por uno menos grave, e incluso, y de existir varias 
imputaciones, dejando de perseguir alguna de ellas” (Zavala, 2008: 597).  
 
Es decir con esta forma de juicio el procesado previo su consentimiento evita someterse a 
un juicio ordinario y así no tiene la incertidumbre que se le va aplicar una pena máxima, todo lo 
contrario, sabe de antemano y tiene la certeza que pena se le va aplicar, siendo en este caso la 
aplicación de una pena menor que la que recibiría si se realizara el juicio oral y público.  
 
Lo que importa es concluir estableciendo: a) que la aplicación del procedimiento especial o 
excepcional se fundamenta única y exclusivamente sobre la confesión del procesado; y, b) que 
dicha confesión incide en la reducción de cargos, o de la cantidad de pena que debe imponerse al 
confesante.  
 
Desde luego que esta admisión, ha sido muy cuestionada doctrinariamente, pues para una 
corriente implica solo la aceptación de la participación del procesado, en la infracción, más no 
involucra aceptación de responsabilidad, ya que ello vendría a ser autoincriminación, lo que 
constitucionalmente se encuentra prohibido. 
 
“4. La o el defensor público o privado acreditará que la persona procesada haya prestado su 
consentimiento libremente, sin violación a sus derechos constitucionales”. 
 
La esta categoría para la admisión del juicio abreviado se establece que la defensora o 
defensor privado o público acredite que la persona procesada ha prestado su consentimiento 
libremente, sin violación a sus derechos constitucionales. En tal virtud, para la viabilidad del 
procedimiento abreviado, resulta imprescindible el asesoramiento técnico del abogado defensor del 
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procesado en el acuerdo que se suscita con el fiscal. No puede ni debe haber acuerdo sólo entre el 
procesado y el fiscal, sin la concurrencia activa del abogado de la defensa, ya que importaría el 
quebrantamiento de la garantía constitucional del derecho de defensa que es irrenunciable. 
 
Por ello la norma del artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal, en su numeral 
cuarto, es expresa, entonces no es posible que el acuerdo se efectúe al margen de la participación 
del defensor, ni se verifique en ausencia o espaldas del procesado, previsión legal que tiene dos 
fundamentos: a) la protección del derecho de defensa material que le asiste a todo procesado desde 
el primer acto del proceso hasta su finalización; y, b) la confirmación que el derecho de defensa es 
irrenunciable, bajo el antecedente que, “por lo general, el procesado no es perito en materia de 
Derecho Penal Sustantivo, ni tiene versación en materia procesal” (Palacios, 2010: 47). 
 
“5. La existencia de varias personas procesadas no impide la aplicación de las  reglas del 
procedimiento abreviado”. 
 
La existencia de varios procesados no impide la aplicación de estas reglas a alguno de 
ellos, lo que resulta que sin son varios procesados a quienes se les atribuye el cometimiento de la 
infracción, no se requiere del asentimiento de todos ellos para que se pueda conceder este proceso 
especial, basta que uno o alguno de ellos admita el hecho fáctico y consienta en que se aplique el 
juicio abreviado; circunstancias que no imposibilita la tramitación de este procedimiento en forma 
indistinta a cualquiera de los procesados. 
 
“6. En ningún caso la pena por aplicar podrá ser superior o más grave a la sugerida por la o 
el fiscal”. 
 
Tiene por finalidad contribuir a la descongestión judicial y lograr mayor eficacia estatal en 
la función pública de administrar pronta y cumplida justicia. En efecto, si el procesado reconoce su 
culpabilidad a cambio de ella recibe la promesa de una condena reducida. Luego es necesario 
considerar, ante todo, que el procesado está pactando con el fiscal a base de una concesión mutua, 
esto es, que el procesado entrega su confesión a base de que se le imponga una pena disminuida 
sensiblemente, pues, de lo contrario, si la conducta del procesado se encuentra amparada por una 
causa de justificación, o de inimputabilidad, o de inculpabilidad, o por alguna excusa absolutoria, si 
bien procede a confesar la comisión del delito, el fiscal no tiene como negociar con el procesado, 
pues la confesión de éste no lleva como consecuencia una menor pena sino la absolución que no la 
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puede ofrecer el fiscal, sino únicamente el juez, el cual no está autorizado legalmente para negociar 
el procedimiento abreviado. 
  
En cuanto al trámite, audiencia y resolución del procedimiento abreviado, están reguladas 
en los artículos 636, 637 y 638 del Código Orgánico Integral Penal, al efecto, la o el fiscal 
solicitará por escrito o de forma oral el sometimiento a procedimiento abreviado a la o al juzgador 
competente, acreditando todos los requisitos previstos, así como la determinación de la pena 
reducida acordada. La defensa del procesado, pondrá en conocimiento del procesado la posibilidad 
de someterse a este procedimiento, explicando de forma clara y sencilla en qué consiste el mismo. 
En cuanto a la pena la rebaja no será menor al tercio de la pena mínima prevista en el tipo penal,  
resultado del análisis de los hechos imputados y aceptados y de la aplicación de circunstancias 
atenuantes, conforme lo previsto en el Código Orgánico Integral Penal. 
 
Recibida la solicitud la o el juzgador, convocará a los sujetos procesales, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, a audiencia oral y pública en la que se definirá si se acepta o rechaza 
el procedimiento abreviado. Si es aceptado, se instalará la audiencia inmediatamente y dictará la 
sentencia condenatoria. La o el juzgador escuchará a la o al fiscal y consultará de manera 
obligatoria a la persona procesada su conformidad con el procedimiento planteado en forma libre y 
voluntaria, explicando de forma clara y sencilla los términos y consecuencias del acuerdo que este 
podría significarle. La víctima podrá concurrir a la audiencia y tendrá derecho a ser escuchada por 
la o el juzgador.  
 
En la audiencia respectiva, verificada la presencia de los sujetos procesales, la o el juzgador 
concederá la palabra a la o el fiscal para que presente en forma clara y precisa los hechos de la 
investigación con la respectiva fundamentación jurídica. Posteriormente, se concederá la palabra a 
la persona procesada para que manifieste expresamente su aceptación al procedimiento.  
 
En el caso de que la solicitud de procedimiento abreviado se presente en la audiencia de 
calificación de flagrancia, formulación de cargos o en la preparatoria de juicio, se podrá adoptar el 
procedimiento abreviado en la misma audiencia, sin que para tal propósito se realice una nueva. La 
juzgadora o juzgador en la misma audiencia dictará su resolución en la que se incluirá la aceptación 
del acuerdo sobre la calificación del hecho punible, la pena solicitada por la o el fiscal y, de ser el 
caso, la reparación integral de la víctima.  
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Luego de haber pronunciado su decisión conforme lo establece el Código Orgánico Integral 
Penal, debe incluir la aceptación del acuerdo sobre la calificación del hecho punible, la pena 
solicitada por la o el fiscal y la reparación integral de la víctima, de ser el caso. En el caso de que el 
acurdo llegado en el procedimiento abreviado no cumpla con los requisitos constitucionales, 
legales y de los instrumentos internacionales, será rechazado y se ordenará que el proceso penal 
siga su trámite ordinario. 
 
2.8  El procedimiento abreviado y las normas constitucionales e internacionales 
 
Hemos observado las falencias del procedimiento abreviado que estamos analizando, pero 
es necesario profundizar en el análisis y confrontar dicho procedimiento con las normas 
constitucionales que amparan el debido proceso. Y una de las primeras normas que deben tomarse 
en consideración es la comprendida en el artículo 77 de la Constitución en su numeral 7 literal c) 
“nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su 
responsabilidad penal”, lo cual se encuentra ratificado en el artículo 81 del Código de 
Procedimientos Penal vigente, el cual expresa que “se reconoce el derecho de toda persona a no 
auto-incriminarse”. 
 
A decir de Zavala, nadie puede discutir que el negocio judicial que comprende el 
procedimiento abreviado es la realización de un pacto entre quien, por una parte, tiene todas las 
ventajas y una gama más o menos amplia de situaciones que ofrecer, como es el fiscal, y por otra 
parte, el imputado o acusado que compromete su libertad si es que reconoce su culpabilidad en la 
comisión de un delito. De una manera u otra, la voluntad del justiciable se encuentra coaccionada. 
Se le pide que se auto-incrimine a cambio de una promesa de reducción de pena. Se trata de lo que 
el artículo 77 de la Constitución en su numeral 7 literal c) llama “violencia psicológica” y que 
expresamente la prohíbe. Se dice que no existe tal coacción desde el momento en que el imputado o 
acusado queda en libertad de decidir si acepta o no el trato que se le ofrece por parte del fiscal 
(Zavala, 2008: 600 y s). 
 
Para ello se supone que el justiciable debe ser informado previamente por su defensor de la 
conveniencia o inconveniencia de la aceptación de culpabilidad. En el caso de la confesión 
informada se dice que la decisión del acusado es absolutamente libre, voluntaria. Pensamos que la 
renuncia al derecho de no auto-incriminarse no puede estar sustentada en un ofrecimiento que 
signifique reducción de pena, pues desde que así sucede la decisión final se encuentra viciada. La 
diferencia entre la tortura física y la oferta de menor penalidad es la misma: en ambos casos tiende 
a la auto-confesión. En la tortura sufre el cuerpo; en la oferta sufre la inteligencia; con la diferencia 
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que, en esta última existe una inducción que vicia el consentimiento; en tanto que en aquella la 
violencia material es el vicio creador del consentimiento. 
  
Otro derecho que se encuentra lesionado con el procedimiento abreviado es el que 
corresponde a la defensa, derecho que se encuentra garantizado en el numeral 7 literal a) del 
artículo 76 de la Constitución, el cual comienza declarando que “nadie podrá ser privado del 
derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento”. Se ha entendido de diversas 
maneras tal declaración. Sin embargo nosotros opinamos que entre la declaración constitucional 
que garantiza la situación de inocencia de toda persona hasta tanto no haya sido declarada culpable 
“mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada” (artículo 76 numeral 2 de la Constitución) y 
el derecho de defensa existe una relación directa e inmediata en tanto cuanto la carga de la prueba 
para destruir la inocencia le corresponde al fiscal y el derecho a la defensa contra esa actividad 
probatoria le compete al justiciable es absurdo que se enerve la actividad defensiva frente a una 
acusación no probada ni en cuanto al objeto, esto es, el delito, ni en cuanto a la culpabilidad, esto 
es, el sujeto inocente. 
 
“La confesión judicial por sí misma no tiene la vocación para desvirtuar la presunción que 
ampara la condición de inocente del ciudadano procesado” y por tal razón es que la ley procesal no 
permite que el juez penal, a base de dicha confesión, deje de llevar al proceso los medios de prueba 
que confirmen tal confesión (Rodríguez, apud, Zavala, 2008: 601).  
 
Por lo tanto, con el procedimiento abreviado se observa que el principio de 
proporcionalidad entre el delito y la pena justa y la sentencia como consecuencia de un juicio de 
culpabilidad en donde se pruebe la acusación fiscal, quedan relegados ante la finalidad utilitaria de 
descargar de trabajo a los jueces, sacrificando el derecho de defensa de quien enredado en las 
ofertas o promesas de la fiscalía se entrega a la voluntad del oferente que, de esa manera, se ahorra 
la obligación que le impone el Estado de probar el delito y la culpabilidad de una persona que 
constitucionalmente se encuentra en situación jurídica de inocencia.  
  
No se debe pasar por alto que, pese a todas las voces de protesta, hemos regresado al 
sistema procesal penal inquisitivo en cuanto se le ha otorgado al fiscal las mismas facultades que en 
el antes mencionado sistema se reservaba al juez instructor. En efecto, no se debe olvidar que el 
fiscal tiene capacidad decisoria (decide iniciar el proceso penal sin consultar su decisión a la 
función judicial) y facultades de investigación entre las que se incluyen la práctica de actos 
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procesales, como la recepción de testimonios y el allanamiento de la morada de los habitantes, en 
aquiescencia de la facultad acusatoria que va ínsita entre las funciones de la Fiscalía.  
 
Con el procedimiento abreviado se ha sustituido la facultad del juez inquisidor para obtener 
la confesión del acusado mediante el tormento, por la facultad del fiscal para prometer, insinuar, 
sugerir y sugestionar al acusado para que se auto-incrimine, a cambio de disminución de cargos y 
de menor pena. El método ha variado, pero el personaje y la finalidad. Hoy, como ayer, se dicta 
sentencia a base de la confesión. 
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos emanado de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, en el numeral 3, literal g) del artículo 14 dispone que toda persona tiene 
derecho “a no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable”. Y nadie puede 
discutir que se puede “obligar” a una persona a través de amenazas, intimidación, engaño, 
sugestión o promesas. De la misma manera en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en el artículo 8 numeral 3 dispone que “la confesión del inculpado solamente es válida si 
es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, debiendo repetir que la “coacción” puede tener 
diversos orígenes como la amenaza, sugestión, promesa, etcétera. (Pasara, 2008: 142-169).  
 
Ambos instrumentos internacionales han sido ratificados por nuestro país por lo que 
forman parte del ordenamiento jurídico y priman sobre las leyes orgánicas y ordinarias (artículo 
424 de la Constitución).  
 
Para ratificar lo expuesto, sobre el íntimo parentesco del sistema inquisitivo con el 
procedimiento abreviado es necesario destacar que este último pugna con la exigencia 
constitucional del proceso previo, en donde se hayan cumplido con los principios de oralidad, 
contradicción, continuidad y publicidad, amén del respeto a “la observancia del trámite propio de 
cada procedimiento” tal y como lo establece el artículo 76 numeral 3 de la Constitución que 
establece que: “Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni 
se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una 




En el caso antes supuesto el fiscal se convertiría en legislador al crear una pena para el caso 
excepcional del procedimiento abreviado, despreciando el principio de legalidad 
constitucionalmente garantizado. 
 
2.9 Consecuencias jurídicas 
 
Se determinan por la interpretación de las normas del instituto en estudio, en comparación 
con las correspondientes al sistema de derechos fundamentales de las personas, como límite a la 
actividad represiva del Estado y en consideración al respeto irrestricto de la dignidad humana.  
 
En opinión de Bovino, “según la regulación normativa del principio de oportunidad y de 
los nuevos mecanismos que hoy se han extendido a casi todos los países de la región, las nuevas 
disposiciones legales podrían terminar por frustrar los fines propios de la oportunidad como 
también la de otros mecanismos de simplificación del procedimiento (mediación penal, 
conciliación, etcétera)” (Bovino, 2000: 13).  
 
El principio de oportunidad se apoya en teorías relativas y/o utilitarias de la pena, por ello 
responde a motivos que se vinculan más a criterios de efectividad del sistema penal. La realidad de 
la persecución penal, aun concebida desde el principio de legalidad, muestra que la pauta que 
transmite este principio no es en gran medida concretable. “El proceso penal y el derecho procesal 
penal no residen sólo en la realización del derecho penal, sino que, al mismo tiempo, persigue fines 
propios” (Hassemer, 1981: 111), la verdad se presenta de manera tal que resulta ser una verdad 
formalizada por las reglas procesales. 
  
Por el contrario el principio de legalidad encuentra sostén en las teorías absolutas de la 
pena y por su alto contenido ético, consecuente con el Estado constitucional de derechos. Nuestra 
Constitución en su artículo 76 numeral 3 prevé que nadie puede ser penado sin juicio previo 
fundado en ley anterior al hecho del proceso, mas no impone la obligatoriedad en la imposición de 
una pena o de la persecución penal. 
  
De las garantías constitucionales, contenidas en el artículo de referencia, surge 
expresamente “la necesidad de acusación como presupuesto del juicio, mas no ordena que aquella 
se produzca en todo caso” (Cafferata, 1997: 28). Por ello sus valores principales residen en la 
pretensión de igualdad de tratamiento de los habitantes ante la ley (artículo 66 numeral 4 de la 
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Constitución) de conservar al máximo la división de poderes, de tornar realidad en la mayoría de 
los casos, que la solución del conflicto provenga de un juicio público, inmediato y oral. 
  
En definitiva, todas estas razones residen en el ámbito de la equidad ideal de la 
administración de justicia penal. Toda una quimera a la hora de considerar el instituto que 
analizamos -juicio abreviado- y de distinguir entre pretensión penal y acción penal. Es posible decir 
entonces que la primera inicia el proceso y que define en el ámbito de un proceso penal un objetivo 
concreto, que en el caso resulta ser la imposición de una pena o medida de seguridad de acuerdo 
con las previsiones normativas.  
 
La acción penal, por tanto, será la que pone en marcha toda una secuencia procesal, 
recorriendo los caminos o instancias, hasta el pronunciamiento jurisdiccional conclusivo. 
 
2.10 Críticas al procedimiento penal abreviado 
 
Cuestionando su validez constitucional no son pocas las voces que se alzan contra dicho 
instituto señalando que se afecta la garantía constitucional del juicio previo y que el mismo en 
muchos casos termina siendo una extorsión legal, generada por la lentitud de los trámites, situación 
que suele obligar al acusado que se encuentra detenido y sabe que faltan años hasta que se concrete 
el juicio oral a que acepte un juicio abreviado por una pena en principio menor que la que se le 
aplicará en dicha instancia. 
 
Otras críticas se asientan el carácter discriminatorio que genera la aplicación del instituto, 
“la práctica de los acuerdos lleva en la realidad a un sistema clasista del proceso penal, dado que en 
muchos casos posibilita ventajas para aquellos acusados que pueden pagar los defensores mejores y 
más caros; justamente estos defensores pueden obtener los resultados más favorecidos para sus 
mandantes, hasta la impunidad.  
 
Teniendo en cuenta que los acuerdos son habituales sobre todo en el ámbito de los delitos 
económicos, uno tiene la impresión de que los delincuentes grandes son absueltos o por lo menos 
beneficiados con una pena mínima, mientras que los ladrones y estafadores chicos son perseguidos 
con todo el peso de la ley, dado que no pueden pagar los servicios de los mejores defensores o, en 
los casos de una defensa innecesaria ni siquiera pueden pagar a cualquier defensor. Cabe advertir 
que no hay que desestimar los resultados negativos respecto a la conciencia de justicia de los 
ciudadanos” (Gössel, K, 2006: 24). 
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Los problemas más graves se dan por la aplicación de una pena sin juicio, como un 
atentado al principio del juicio previo, que no podría ser salvado con el pertinente consentimiento 
libre del procesado; el artículo 5 numeral 1 del Código Orgánico Integral Penal menciona al “juicio 
previo” como exigencia para sancionar. Se trata precisamente del “debido proceso”, que es 
“adjetivo” en tanto exige cumplimentar ciertos recaudos de forma, trámite y procedimiento para 
llegar a una definición mediante sentencia, y es “sustantivo” en cuanto a implicar que las sentencias 
sean valiosas en sí mismas, esto es, razonables (desde esta óptica, estaríamos hablando de una 
garantía constitucional innominada).  
 
En definitiva, esto implica, que ha de tramitarse necesariamente un juicio, consistente en un 
procedimiento regular y legal, para la aplicación de una pena. Una vez realizada dicha observación, 
lo que se requiere es evitar criterios que se manejan acerca de la aplicación del Procedimiento 
Abreviado, siendo uno de los otros modelos de enjuiciamiento importado, incluso del juicio oral, 
en total desconocimiento de la visión constitucional, ya que al reconocer el hecho factico, la 
persona llamada (procesado o procesada), se auto incrimina sin tener la idea de un juicio ordinario 
y de la tradición oral que en materia de solución de conflictos han realizado los Jueces de Paz”.  
 
Por lo expuesto se deduce que en nuestro país, el Código Procesal Penal, recoge el espíritu 
del Sistema Constitucional Europeo, el cual tiene previsto en su Art. 379 y 380; pero además en la 
Ley venidera denominada Código Orgánico Integral Penal, se encuentra tipificada en los artículos 
635-639, donde se refleja la omisión del debate, además la evacuación de la prueba de cargo como 
de descargo, donde se puede lograr una sentencia con juicio ordinario, y debido proceso, sin 
embargo este procedimiento tiene como idea principal o como objetivo de que el fiscal estime 
suficiente la imposición de una pena, es decir ahí entra la aceptación y la negociación de la pena, 
además exige la confesión y la auto incriminación del imputado, con asistencia de su defensor. 
Donde una vez admitida al tribunal, este deberá dictar sentencia, que puede absolver o condenar, 
pero  repetimos la pena no puede ser mayor a la solicitada por el fiscal.  
 
2.11 Legislación comparada del procedimiento abreviado 
 
En este título se hace un análisis de la institución del procedimiento abreviado en el 
Derecho Comparado, utilizando como criterios la denominación de la institución, su 
conceptualización, la procedencia, el sujeto activo en el ofrecimiento, los requisitos para su validez, 
sus efectos en la presencia de coimputados y las consecuencias que acarrea su rechazo por parte del 
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tribunal o su retiro por parte del imputado. Es posible realizar un análisis breve de esta institución 
en tanto que frecuentemente su relación y normatividad no exceden de diez artículos –o lo hacen en 
raras ocasiones– y frecuentemente un par de artículos bastan para reglamentarle. Finalmente no 
queda sino decir que se ha empleado a Latinoamérica como principal criterio comparativo –aun 
cuando también Estados Unidos se encuentre comprendido– debido a que es en Latinoamérica en 
donde la reforma procesal penal ha manifestado todos sus aspectos (Rivera, 2009: 34 y s). 
 
Cabe señalar que la aplicación de estos procedimiento fueron copiados en América de Sur y Centro 
América, tal como Guatemala, Costa Rica y el Salvador. “Que se evidencia, en el caso de 
Guatemala la participación activa del Ministerio Público en el seguimiento del proceso, lo cual es 
armonioso respecto del caso nuestro, pues demás está mencionar la función protagónica de la 
Fiscalía General de la República en la dirección funcional del delito” (Trejo Miguel A, 2010: 15). 
  
Por consiguiente comparte el principio de aceleración del procedimiento o la simplificación 
del proceso omitiendo formalidades del debido proceso, así como garantías básicas que exige un 
procedimiento ordinario, más allá de eso, se busca acreditar a la justicia la supuesta agilidad que al 
parecer se encuentra apegada a las garantías básicas constitucionales. En consecuencia buscan 
agilitar el proceso (economía procesal) en delitos menores ahorrando recursos humanos, 
económicos y materiales, favoreciendo al estado y las partes involucradas sin embargo se omite 
procedimientos es decir el proceso debido, ya establecidos para el curso de cada proceso. 
 
Además se podría pensar que el procedimiento abreviado es una figura nueva dentro del 
ámbito procesal penal, debido a que en nuestra legislación no fue hasta mil  novecientos noventa y 
ocho que se conoció. También podría creerse que surgió  en Estados Unidos, sin embargo podemos 
afirmar que dicha institución tiene su origen específicamente en Inglaterra. Fue en ese país que se 
contemplaba la aceptación de culpabilidad por parte  del imputado y de esa manera se ponía fin al 
proceso. Esta figura existen en varios países entre ellos tenemos. 
 
2.11.1 Argentina.- Dentro del derecho argentino, se conoce como juicio abreviado a esta 
institución, y se encuentra regulada en el Código Procesal Penal de la Nación Argentina dentro del 
artículo 431. El juicio abreviado en Argentina es una salida alternativa a juicio oral, cuya 
procedencia requiere la solicitud del ministerio fiscal cuando éste estimare que el delito del que se 
trate merece pena inferior a seis años o una pena no privativa de libertad.  
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Para su procedencia, la solicitud de procedimiento abreviado se debe realizar cerrada la 
investigación y deducida la acusación, en la audiencia de preparación a juicio oral. Ahora bien, 
teniendo el ministerio fiscal el monopolio en el ofrecimiento del juicio abreviado, es facultativo del 
tribunal su aceptación.  
 
En lo particular, en el numeral tercero del artículo 431 se expresa textualmente esta 
facultad al sostener que “si el tribunal no rechaza la solicitud argumentando la necesidad de un 
mejor conocimiento de los hechos o su discrepancia”; por tanto encontramos en Argentina una 
facultad del juez de negar la procedencia del juicio abreviado por motivo distinto a formulismo 
procedimental. Esta disposición es congruente con el principio que impide que la propia confesión 
acotada del imputado sea el principal medio de convicción en la sentencia.  
 
La fase probatoria cobra importancia en el derecho argentino en tanto la propia 
incriminación, alejada de medios probatorios adecuados, es insuficiente para la condenación del 
imputado. Como en la mayoría de los sistemas legislativos, la víctima o el querellante es escuchado 
pero su opinión no es vinculante para el fiscal en el ofrecimiento ni en el juzgado para el caso de la 
aceptación. En lo concerniente a coimputados, el octavo numeral del artículo comentado dispone 
en su último párrafo textualmente que “cuando hubiera varios imputados en la causa, el juicio 
abreviado sólo podrá aplicarse si todos ellos prestan conformidad”. 
 
De igual forma, si el tribunal rechaza el acuerdo de juicio abreviado se actuará de acuerdo 
al procedimiento común remitiéndose el expediente al juez de la causa y eliminando del registro 
toda aceptación de los hechos por parte del imputado y desvinculando al fiscal en el ofrecimiento 
de la pena. 
 
2.11.2 Chile.- Dentro del procedimiento penal chileno, el procedimiento abreviado se 
encuentra regulado en el Código de Procedimiento Penal de Chile en sus artículos 406 y 414. En el 
mismo sentido, el procedimiento abreviado procede cuando la pena solicitada por el fiscal es menor 
a cinco años. El ofrecimiento del procedimiento abreviado debe provenir de parte del fiscal.  
 
Los requisitos para ello son el ofrecimiento de procedimiento abreviado por parte del fiscal, 
la aceptación del imputado de forma libre y en conocimiento de sus derechos y finalmente la lógica 
aceptación del tribunal. Puede el tribunal negar el procedimiento abreviado cuando los 
antecedentes de la investigación no fueran suficientes en opinión del tribunal, lo cual le otorga una 
facultad no procedimental de negar el procedimiento abreviado y dictar el auto de apertura a juicio 
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oral. Ante el rechazo del tribunal, los actos del fiscal y del imputado se convierten en no 
vinculantes y no se tomará como confesión la admisión de los hechos por parte del imputado.  
 
Como dato curioso, en Chile, la oposición del querellante al procedimiento abreviado sólo 
es posible cuando la conducta y agravantes presentados con el fiscal disiente de la del querellante y 
en consecuencia, la pena correspondiente a los hechos que el querellante atribuye al imputado 
resulta mayor al máximo legal establecido en el artículo 406 del Código Procedimiento Penal. 
  
Finalmente es de resaltar que el artículo 412 del Código de Procedimiento Penal de chile 
establece que “terminado el debate, el juez dictará sentencia. En caso de ser condenatoria, no podrá 
imponer una pena superior”. Sin embargo, la redacción del artículo da pie al cuestionamiento 
¿puede el tribunal dictar sentencia absolutoria? ¿Acaso la admisión de los hechos del imputado no 
es prueba suficiente? por supuesto, que la negativa es una respuesta lógica.  
 
La simple confesión acotada del imputado debe ser insuficiente como probanza única, sin 
embargo, sigue pareciendo contrario a la lógica el obtener una sentencia absolutoria por parte del 
tribunal cuando el imputado en supuesta libertad ha admitido los hechos. El supuesto probable, es 
en efecto cuando la única prueba que presenta la fiscalía es la admisión de hechos por parte del 
imputado. 
 
2.11.3  Cuba.- Mediante Decreto de Ley 151 de 10 de junio de 1994, se introdujo en el 
sistema procesal penal cubano un procedimiento especial denominado procedimiento abreviado, 
dirigido esencialmente a agilizar el cauce de los procesos criminales en una determinada clase de 
delitos, cuando se den las condiciones de flagrancia o cuando se ha reunido una evidencia 
incontrovertible y el acusado admite su participación y responsabilidad en los hechos. La 
aplicación de este procedimiento especial ha ido imponiéndose, aplicándose ya durante el año 1995 
en alrededor de un 10 por ciento del total de causas radicadas por delitos con sanciones superiores a 
un año de privación de libertad nacionalmente.  
 
El procedimiento abreviado en Cuba tiene sus antecedente en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal de 1888 donde se apreciaba otras vías de solución a los delitos pero que posteriormente 
fueron derogadas por inconstitucionales por el pleno del Tribunal Supremo, debido a la 
interpretación de que en tales preceptos, la confesión del procesado subyacía como elemento básico 
para adoptar decisiones en el proceso, lo que en el criterio de ese alto tribunal pugnaba con la 
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garantía constitucional de no auto-incriminación que fue consagrada en la Constitución del año de 
1940. 
 
2.11.4  Estados Unidos.- En concreto, el procedimiento abreviado en Norteamérica 
encuentra una aplicación frecuente bajo el nombre de plea of bargaining. El plea of bargaining 
norteamericano se encuentra regulado en las Federal Rules of Criminal Procedure (Reglas 
Federales de Procedimiento Penal) en la regla número 11 que corresponde al título 
Arraingment and Preparation for Trial.  
 
Resulta interesante la institución del plea. Previo al juicio, se le inquiere al imputado a 
pronunciarse inocente o culpable. Sin embargo, el plea en el cual el imputado acepta los cargos de 
forma acotada al contexto de emisión recibe el nombre de conditional plea. La regla 11 inciso 2 es 
bastante clara al respecto: “with the consent of the court and the government, a defendant may 
enter a conditional plea of guilty or nolo contendere”. La procedencia del conditional plea se 
resume a 1) la oferta del fiscal o la solicitud del imputado, 2) la aceptación del imputado de forma 
libre y en pleno conocimiento de sus derechos; y, 3) la aceptación de la corte –no sujeta a simples 
procedimentalismos. 
 
Es posible la existencia de un plea of bargaining en presencia de coimputados1. Si el plea 
of bargaining es rechazado, la confesión del imputado no es retirada de oficio, pero se le hace saber 
que puede retirarla (inciso d, regla 11) y que de no hacerlo probablemente se encontrará en una 
situación de desventaja. Si el imputado retira el plea, este entonces se vuelve no vinculante, carente 
de valor probatorio y es borrado del archivo y por consecuencia el fiscal se imposibilita para 
utilizarlo en juicio.  
 
Lo curioso, es que el propio inciso d) en la regla 11 faculta al imputado a retirar el plea no 
sólo cuando éste es rechazado, sino mientras no se haya dictado sentencia con base en él y previo a 
que la corte lo acepte. La aceptación por parte de la corte del plea of bargaining tiene efectos 
vinculantes en cuanto a la sentencia y obliga al tribunal a no imponer pena mayor que la acordada 
entre las partes. 
 
Para finalizar este capítulo a manera de comentario podría decir que esta figura 
denominada procedimiento abreviado surge de la inquietud de lograr sentencias en un tiempo 
razonable, ahorrando recursos jurisdiccionales en delitos sentenciados hasta 10 años de prisión 
privativa de la libertada, pero el desarrollo de estas medidas derivan del sorprendente prestigio e 
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incorporación que ha tenido el derecho procesal norteamericano en Europa y de ahí en América 
Latina, en particular la práctica del plea bargaining, que consiste en una negociación llevada a 
cabo entre la fiscalía y la defensa del imputado, para obtener una confesión de culpabilidad a 
cambio de ventajas de trato asea disminución de la pena.  
 
Es decir que la justicia penal se enfrenta a conflictos graves, para ello el modo como se 
debe actuar, es de vital importancia ya que sólo importan las decisiones finales (imposición de 
pena), y no  cómo se llega a ellas. Cabe recalcar que las reglas de juego del sistema adversarial, son 
de carácter sencillo y la experiencia histórica se ha acumulado alrededor de las mismas, donde las 
hacen mucho más convenientes tanto para volver al sistema más eficiente como para preservar a 
los ciudadanos de la arbitrariedad en el uso del poder penal.  
 
Por otro lado en el juicio oral, público y contradictorio se fijan las reglas con claridad. Ya 
que en ese juicio ordinario, el debido proceso debe ser respetado de un modo claro y simple, 
porque en su sencillez reside su fuerza y su constitucionalización. Por otra parte, esas reglas del 

























LA AUTO-INCRIMINACIÓN Y EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
 
 
Juicio previo, inviolabilidad de la defensa, auto-incriminación moral del justiciable, estado 
de inocencia y carga probatoria son garantías que pueden resentir la aplicación del sistema 
abreviado, por ello no debe perderse de vista el justo equilibrio que debe existir entre celeridad y 
garantías que permita al imputado, al momento de prestar conformidad, conocer el alcance y las 
consecuencias que implica aceptar una pena que no se limita a un conveniente monto sino que tiene 
un amplio espectro de circunstancias que lo exceden. Se ha de reconocer que nos hallamos frente a 
un instituto novedoso que está regulado por normas implantadas en el esquema legislativo, 
recibidas de otras culturas jurídicas, por ello tal inserción no sólo repercute seriamente en el 
ordenamiento procesal penal sino también en el constitucional por cuanto su aplicación puede 
avasallar garantías constitucionales. 
 
3.1 El proceso penal en la doctrinal procesal 
 
Tomando como punto de partida lo señalado en los antepuestos capítulos, es posible 
plantear que el fin del proceso penal “se concreta en obtener una resolución sobre la 
responsabilidad penal del imputado –y por tanto, sobre la aplicación en el caso concreto del 
iuspuniendi– que cumpla tres condiciones: que sea materialmente correcta; que, al mismo tiempo, 
sea obtenida con un estricto cumplimiento del ordenamiento jurídico procesal, lo que incluye el 
pleno respeto a los derechos fundamentales y, como tercera condición, que la misma resolución nos 
lleve al restablecimiento de la paz jurídica” (Roxin, 2000: 2). 
 
De esta forma, encontramos que dentro del Estado de Derecho no se puede considerar que 
la obtención de cualquier sentencia sea el fin del proceso penal, sino que las tres características 
señaladas constituyen el mínimo necesario, en otras palabras, la finalidad hacia la que se encamina 
toda la actividad del sistema de justicia penal. De esta forma, la corrección material –entendida 
como el requisito de que la sentencia esté fundada en la realidad, en los hechos del caso–, el 
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estricto cumplimiento del ordenamiento jurídico procesal, y el restablecimiento de la paz jurídica 
constituyen las condiciones que debe cumplir la resolución o sentencia del tribunal, con la que se 
pone fin al proceso penal, para considerar que se cumplió con el fin del proceso penal dentro de los 
estándares del Estado Constitucional.  
 
Es de esta forma que se puede considerar que “el fin del proceso es permitir la realización 
de la justicia penal, considerando que la justicia penal no sólo consiste en la aplicación de una pena 
sino, dado el caso, en la libertad del inocente” (Silva, 2006: 7). 
 
A partir de esta definición de lo que constituye el fin del proceso que la doctrina procesal 
ha señalado lo que constituye el objeto del proceso penal, en este sentido, se define como la 
cuestión sometida a la consideración del tribunal y sobre la cual ha de pronunciarse. El objeto del 
proceso es la cuestión que debe resolverse y sobre el cual se realiza la actividad procesal. En este 
sentido, el objeto del proceso -desde esta perspectiva doctrinal- se encuentra definido por el hecho 
con apariencia delictiva y el sujeto a quien se le imputa su realización y respecto de quien se 
definirá la existencia o no de responsabilidad.  
 
En este punto puede destacarse que existe una relación entre el objeto del proceso, 
entendido como el hecho aparentemente delictivo que da origen a la actividad procesal y la 
búsqueda de la recreación histórica de esos hechos que se fundamente en la idea de corrección 
material de la sentencia como fin del proceso. 
 
De igual forma, se señala que existirá un objeto principal, que se encuentra determinado 
por la pretensión punitiva del Estado, que en otras palabras, es el núcleo de la cuestión jurídica 
sobre la cual se pide al juez o tribunal que se pronuncie. Junto al principal existirán objetos 
accesorios que constituyen aquellas otras cuestiones que, de manera marginal o incidental, son 
sometidas a la consideración del tribunal, entre estos objetos accesorios encontraremos a la 
determinación de la “reparación del daño” (Hernández, 2003: 20-25). 
 
Finalmente, resulta esencial para el proceso penal que este termine por una sentencia que se 
apegue a los hechos que conforman la denominada verdad histórica, en oposición a la “verdad 
formal” característica del proceso civil. De igual forma, se busca que toda sentencia penal sea la vía 
para la finalización del conflicto social que dio origen al proceso. Debemos señalar que de las tres 
finalidades que hemos señalado, de acuerdo con la doctrina y con la jurisprudencia de los tribunales 
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constitucionales, las dos primeras ceden su lugar y aceptan que esta última característica, el respeto 
a los derechos fundamentales, tenga primacía. 
 
Este fenómeno de primacía de los derechos fundamentales sobre la corrección formal e 
incluso sobre la obtención de la paz pública fundamenta por ejemplo la regla de exclusión del 
proceso penal de toda aquella prueba que sea ilícita, lo que implica establecer como regla esencial 
del proceso la exclusión de material probatorio que no puede ser utilizado para fundar una condena 
en virtud que, durante su obtención o en su incorporación al proceso, se han vulnerado derechos 
fundamentales del imputado. 
 
3.2 De la prohibición de auto-incriminación en el Derecho Procesal Penal 
 
En el moderno proceso penal, entendiendo por tal el característico del Estado de Derecho, 
es decir, el que consagra la presunción de inocencia del procesado y la garantía de sus derechos 
fundamentales frente al poder punitivo del Estado, el tema más característico y, al mismo tiempo, 
más complejo y difícil de precisar, por lo menos en relación con algunos casos controvertidos, es 
sin duda el de las llamadas “prohibiciones probatorias”, traducción del término alemán 
“beweisverbote” que acuñó a principios del siglo XX Beling. 
 
“Aunque con otra terminología el tema es igualmente importante o incluso aún más 
importante en el proceso penal característico de los países regidos por el sistema del Common Law. 
Es más, se puede decir que el gran avance en esta materia procede del mundo anglosajón y sobre 
todo norteamericano, que con las llamadas exclusory rules, las miranda rules, la prohibición de 
utilización de los frutos del árbol prohibido y su teoría del due process y de la fairness ha 
influenciado enormemente la teoría y la praxis del proceso penal en los países regidos por el 
sistema procesal continental europeo [...]” (Muñoz, sa: 1013). 
 
Es más son precisamente las “prohibiciones probatorias” las que realmente constituyen el 
núcleo esencial de un proceso penal adaptado a las exigencias del Estado de Derecho, no sólo en 
cuanto implica de respeto a determinadas formalidades, garantías y competencias que deben ser 
observadas en la tramitación de un proceso penal, sino también en cuanto este debe ser respetuoso 
con los derechos fundamentales del procesado en un proceso penal, que constituyen un límite que 
no puede ser franqueado nunca, ni siquiera en aras de una mayor eficacia en la búsqueda de la 
verdad y en la investigación y persecución del delito.  
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Dentro de estas prohibiciones quizás la más importante de todas y la que supuso un avance 
fundamental frente al anterior proceso penal de carácter inquisitivo es la derivada del principio 
nemo tenetur se ipsum accusare conforme al cual “nadie está obligado a declarar contra sí mismo” 
o aportar pruebas que lo incriminen (Muñoz, 2002: 10-14).  
 
De este principio se deducen derechos tan fundamentales en el moderno proceso penal 
como el derecho del acusado a la defensa, a guardar silencio, a no estar obligado a declarar o 
incluso a declarar falsamente, a la asistencia desde el primer momento de su detención de un 
abogado que le asesore, y, en definitiva, a que no se le obligue de un modo directo, mediante 
coacción, o indirecto, mediante engaño, a declararse culpable o suministrar datos que puedan 
facilitar la investigación de un delito en el que presuntamente puede haber participado. 
 
Justamente la prohibición de la tortura tiene su fundamento, además de en el principio de 
humanidad y en la protección del derecho a la vida y a la integridad física y moral, en el principio 
nemo tenetur, ya que generalmente el empleo de la misma tiene como finalidad obtener la 
confesión del acusado y con ello su condena.  
 
De ahí que la prueba de confesión sea mirada con recelo en la moderna doctrina procesal y 
que incluso en muchos países, esté prohibida constitucionalmente como medio probatorio único en 
el que basar una condena, y en otros muchos la práxis jurisprudencial se ha encargado de dotarla de 
todo tipo de garantías, negando normalmente el carácter de prueba a la confesión prestada ante la 
policía, pero no ratificada luego ante el juez, o requiriendo además que sea corroborada por otras 
pruebas que confirmen lo que el acusado haya voluntariamente declarado. 
 
Desde este punto de vista la prohibición de la tortura ha adquirido tal rango e importancia 
que se ha convertido en un principio internacionalmente reconocido desde que la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptada y abierta a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 39/46, de 10 de diciembre 
de 1984, la misma haya sido ratificada por la mayoría de los países de la comunidad internacional, 
y no sólo se puede alegar para solicitar la extradición de alguien acusado de un delito de tortura, 
sino también y sobre todo para negar el carácter de prueba y, por tanto prohibir su valoración como 




3.3 Definición del derecho a no auto-incriminarse 
 
Una de las expresiones del derecho a la presunción de inocencia es el derecho del 
ciudadano, en virtud de esa presunción, de no colaborar con su propia condena o más precisamente 
a decidir si desea voluntariamente introducir alguna información al proceso. Esta posibilidad de 
optar libremente no es otra cosa que el ejercicio de su derecho a declarar. La presunción de 
inocencia presupone un desplazamiento de la carga de la prueba hacia quien acusa, impide que se 
pueda hacer recaer en el imputado la obligación de declarar o de aportar elementos de prueba que 
lo lleven a su propia incriminación. Puede decirse entonces que el derecho fundamental de 
presunción de inocencia junto al derecho de defensa, son los que dan origen al derecho a la no 
auto-incriminación.  
 
Este derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable o simplemente, el 
derecho a la no auto-incriminación, se presenta como expresión del derecho de defensa: el 
imputado como sujeto del proceso tiene el derecho a defenderse y hacerse oír. El interrogatorio del 
procesado, es uno de los momentos procesales importantes, donde el imputado se enfrenta a la 
administración de justicia y todo lo que quiera o no quiera declarar debe ser tomado como un acto 
de autodefensa. 
 
La no incriminación es una modalidad de autodefensa pasiva, es decir “la que se ejerce 
precisamente con la inactividad del sujeto sobre el que recae o puede recaer una imputación, quien, 
en consecuencia, puede optar por defenderse en el proceso en la forma que estime más conveniente 
para sus intereses, sin que en ningún caso pueda ser forzado o inducido, bajo constricción o 
compulsión alguna a declarar contra sí mismo o a confesarse culpable” (Sentencia del Tribunal 
Constitucional Español N° 197/1995, f. j. 6). 
 
La prohibición de cualquier acto que perturbe o vicie esa voluntad de declarar o de no 
hacerlo y las salvaguardas necesarias para cautelar esta libertad es lo que se conoce como la 
“garantía y/o derecho a la no incriminación” (Pérez, 1997: 130). 
  
Visto así, “La finalidad de dicho principio es la de excluir la posibilidad de obligar al 
imputado de cooperar activamente en la formación de la convicción sobre sí mismo y la forma de 
conseguirlo es mediante la prohibición de utilizar en el proceso cualquier declaración del imputado 




Una mirada analítica nos obliga además enmarcar el derecho a no auto-incriminarse dentro 
de la libertad a declarar del ciudadano. Esta libertad tiene dos expresiones, “una negativa y otra 
positiva”, esto es, la libertad de declarar y de no hacerlo (Eser, 1998: 21) este último es lo que se 
conoce como el derecho a guardar silencio. 
 
Este derecho fundamental exige “la prevalencia de la libertad y espontaneidad de aquel (del 
declarante), y el necesario respeto a sus derechos y garantías constitucionales, tanto en cuanto al 
hecho de declarar como al contenido de sus declaraciones. Supone por tanto, la invalidez de lo 
obtenido por vías directa o indirectamente vulneratorias de aquellos, cualesquiera que sean” 
(Monton, 1995: 199). 
 
Una declaración voluntaria que realice el inculpado en su contra no infringe el derecho a la 
no incriminación, esta declaración es la confesión, que como sabemos tiene una importancia que no 
es “concluyente ni excluyente” en lo que actividad probatoria se refiere (Roxin, 1989: 158). 
 
Si bien, algunos han señalado que el derecho a la no incriminación tiene la particularidad 
de ser un derecho renunciable. Esta renuncia está supeditada indefectiblemente a la voluntad de 
quien declara en su contra, es decir de quien confiesa libre y voluntariamente. El derecho a la no 
auto-incriminación es el derecho que tiene una persona a no ser obligado a declarar, por lo cual al 
declarar libremente no existe el elemento de “obligatoriedad” que lo lleva a auto-incriminarse, por 
lo que en estricto y en teoría nos encontramos fuera del ámbito de vulneración de este derecho, ya 
que el otro extremo, consentir a ser obligado a declarar es inadmisible (Esparza, 1995: 190). 
 
Sin embargo el tema de la libertad presenta múltiples aristas. “El derecho a no auto-
incriminarse requiere de una libertad sin condicionantes de ningún tipo. La libertad no sólo se 
encuentra condicionada por la coacción física o moral. Hoy, la tendencia del Derecho Procesal 
Penal a inclinarse a un criterio de eficiencia ha llevado a formular los llamadas acuerdos de 
conformidad y de colaboración eficaz, que condicionan la libertad con la promesa de menor pena e 
incluso de exención.  
 
Ya que el derecho o garantía de la no autoincriminación, se origina de la abolición de la 
tortura o de cualquier otra forma de coacción para lograr la tan ansiada declaración; de manera que 
el derecho de no auto-incriminarse origina el deber de parte de los poderes públicos de ilustrar a las 
personas inculpadas, por lo que somos de la opinión de que la clave para un proceso garantista, 
como es una de las ﬁnalidades del nuevo proceso penal, es la elaboración de las pautas regladas en 
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cuanto a cómo debe proceder la policía y su deber de ilustrar, ante una detención, al inculpado. 
Son, precisamente, estas pautas y cómo tiene que efectuarse lo que genera el criterio de la presencia 
de esta garantía en nuestro proceso penal de primera mano, puesto que es en esta etapa pre-procesal 
donde más se vulnera la libertad de declarar o no por parte del investigado/ inculpado, aunque ya 
sabemos que no se encuentre directamente deﬁnido, ya que solo hace mención al tratamiento del 
testigo” (Campos, 2004:9). 
 
3.4 Naturaleza jurídica de la declaración del procesado 
 
La declaración del imputado aparece consolidada en el discurso procesal penal actual, 
como un medio de defensa, y el imputado no tiene la obligación de contribuir a la investigación del 
delito que se le imputa, pues contraviene con el principio de presunción de inocencia (artículo 76 
numeral 2 de la Constitución). 
 
La declaración del imputado no puede ser un acto de sujeción compulsiva a la autoridad, ni 
puede ser requerida como acto de poder, para simbolizar su inferioridad frente al poder coercitivo 
del Estado. El imputado no puede ser sometido a coerción para declarar frente a la autoridad, 
dispone de la oportunidad, si él lo prefiere, de declarar, refutar, responder, contestar, o aclarar 
cargos que se le formulan. En términos estrictos, se trata de un derecho “no puede ser obligado a 
declarar”.  
 
En la mejor tradición jurídica, la no auto-incriminación es una modalidad irrebatible de la 
defensa, tal como la entiende el Tribunal Constitucional español al definirla como: “[...] la que se 
ejerce precisamente con la inactividad del sujeto sobre el que recae una imputación, quien puede 
optar por defenderse en el proceso en la forma que estime más conveniente para sus intereses, sin 
que en ningún caso pueda ser forzado o inducido, bajo construcción o compulsión alguna a declarar 
contra sí mismo o a confesarse culpable” (Santana, 2011: 38). 
 
En esta acepción, la permisibilidad procesal del silencio del procesado excluye la 
posibilidad de obligarle a cooperar en la formación de la acusación y la forma de conseguirlo es 
mediante la prohibición de utilizar en el proceso cualquier declaración del procesado que haya sido 
obtenida mediante la violación de este principio. El derecho al silencio requiere, necesariamente, de 
la información al procesado de que goza de este derecho, a fin de que pueda hacerlo valer, tal y 
como veremos al desarrollar este mecanismo procesal de protección. 
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Kirsch, “ha puesto el dedo en la llaga al afirmar que una Política Criminal eficaz conducirá 
tarde o temprano a la desaparición del principio de la libertad de auto-inculparse (confesar) que se 
perderá en el túnel de la historia jurídica para nunca más volver” (Kirsch, 2000: 2644). 
 
El valor actual principio de no auto-incriminarse está equiparado a una conducta neutra. No 
se puede equiparar ningún significado, menos aún de aceptación del procesado, pues el ejercicio de 
un derecho nunca puede significar un perjuicio para quien lo ejerce. 
 
Concurre en este entorno teórico la llamada presunción de inocencia, que presupone un 
desplazamiento de la carga de la prueba hacia quien acusa, impidiendo que se pueda hacer recaer 
en el inculpado la obligación de declarar o aportar elementos de prueba que resulten perjudiciales a 
su defensa. Puede decirse, en consecuencia, que el derecho fundamental de presunción de 
inocencia, junto al derecho de defensa, dan origen a la no auto-incriminación. No está de más 
subrayar que el fundamento de todos estos derechos es la dignidad de la persona humana y su 
ubicación en un Estado Constitucional, todo lo cual caracteriza a los sistemas procesales 
garantistas. Ese derecho a no declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable, se presenta 
entonces como expresión directa del derecho de defensa: el imputado como sujeto procesal tiene el 
derecho de declarar o no, defenderse, de hacerse oír, de rebatir la acusación de hacerse defender. 
Del reconocimiento del derecho a la libertad de declarar y del derecho a la no incriminación se 
tiene: 
 
“a. Que no se puede utilizar ningún medio violento para obligar al imputado a declarar, 
prohibiendo cualquier manipulación física o psicológica vulneradora de su conciencia, 
 
b. Que no se puede exigir juramento o promesa de decir la verdad, proscribiéndose del 
proceso la coerción moral, las amenazas o las promesas, entendidas como tortura; 
 
c. La facultad de mentir permanece en el ámbito personal del imputado, si lo considerara 
de interés para su defensa; 
 
d. La facultad de declarar cuantas veces el imputado entienda pertinente debe ser 
protegida por el juez garantista; 
 
e. El derecho a guardar silencio, o simplemente a no declarar” (Santana, 2011: 39). 
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La declaración del procesado se encontró ligada en principio al “juramento” y los llamados 
“juicios de Dios” (ordalías, o prácticas de las que, si el acusado se salvaba, su salvación era prueba 
de inocencia. En la actualidad hasta el juramento se ha proscrito del proceso, suponiendo que 
implica tormento espiritual condicionante de la libertad de declarar, pues no se puede exigir al reo 
que diga la verdad cuando es él precisamente quien podría tener el mayor interés en encubrirla. 
 
La coacción moral precede a la tortura física y, de hecho, facilita su finalidad. Advertir al 
imputado sobre los posibles efectos en su contra si decide permanecer en silencio, insinuarle la 
ventaja de declarar, sería una posición dirigida a influir y manipular al declarante. El terror causado 
en épocas superadas, en las que jugó un papel determinando la tortura, hace que los Estados 
legislen en contra del uso de la violencia para obtener la declaración de los imputados.  
 
Esas prácticas por suerte casi superadas, fueron el objeto de estudio y la denuncia de  
Beccaría, al señalar que: “[...] hay tan poca libertad para decir la verdad entre espasmos y desgarros 
como la había para impedir sin fraude los efectos del fuego y del agua hirviendo. Por ello, la 
impresión de dolor puede crecer hasta el punto que, ocupándolo, no deje más libertad al torturado 
que la de escoger el camino más corto, en el momento presente para sustraerse a la pena [...] y así 
el inocente sensible se declarará culpable si cree hacer cesar con ello el tormento” (Beccaría, 1984: 
61). 
 
3.5 La opción del procesado con derecho a declarar 
 
En la actualidad procesal la libertad de declarar o permanecer en silencio constituye una 
opción de derecho, que pudiera ejercer el procesado como estrategia de defensa, aunque en los 
procesos seguidos en tiempos pasados, la declaración del procesado no era considerada un medio 
de defensa, sino que, por el contrario, la sentencia avalaba la palabra de la acusación o la del 
procesado: “si el acusado calla, no hay manera de que el proceso pueda decantarse a su favor. El 
silencio era la premonición de la derrota” (Zagrebelski, 1996: 24). 
 
Hoy el silencio del procesado se equipara a una conducta neutra. No se puede equiparar 
ningún significado, menos el de aceptar la acusación, pues el ejercicio de este derecho no puede 
constituir un perjuicio para quien lo ejerce. La declaración del procesado ha de ser libre y debe 
realizarse con las formalidades exigidas por la ley. Esta ha de realizarse en presencia de su abogado 
defensor, a pena de nulidad. 
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La libertad en la declaración implica que nadie puede ser obligado a declarar contra sí 
mismo, cuyas consecuencias de este principio son las siguientes: 
 
“a. Al imputado no se le toma protesta por cuanto no está obligado a decir la verdad, 
 
b. El imputado tiene la facultad de abstenerse de declarar, y dicha abstención no podrá 
ser valorada en su contra. La facultad de abstención puede ser en la totalidad de la declaración o en 
ciertas partes; 
 
c. La declaración del imputado no ha de darse bajo ningún tipo de tortura, coacción o 
amenaza. Asimismo, la voluntad del imputado no podrá ser eliminada a través de drogas, hipnosis 
o “detectores de mentiras”; 
 
d. La declaración del imputado no puede obtenerse a través de engaño o promesa. No 
podrá ser inducido a declarar en su contra o contra su voluntad” (Santana, 2011: 40). 
 
Es decir, la historia de las garantías procesales es la historia por la defensa de la persona 
humana, más precisamente de su dignidad. El fin que se procura con la garantía de no 
incriminación es el respeto a la libertad de conciencia y a la dignidad de la persona humana. El 
derecho a no suministrar pruebas contra sí mismo representa así el medio institucional para limitar 
los avances del poder en los fueros de la persona individual. 
 
3.6 La declaración del procesado como medio de defensa material 
 
La fuente formal que de modo más claro consagra la defensa material es, probablemente, el 
artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos que, como se sabe, forma parte de 
nuestro ordenamiento jurídico adjetivo en concordancia con lo dispuesto en el artículo 77  numeral 
7 de la Constitución. La norma mencionada abre todo el catálogo de garantías judiciales que 
constituyen el debido proceso. Este enunciado expresa lo que constituye el centro de la defensa y 
de todas las demás garantías del debido proceso: el derecho a declarar y, consecuentemente, a ser 
oído y, además, el derecho a ser parte del proceso penal. 
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El derecho a declarar, es el ejercicio del derecho a la defensa material, que es personal, esto 
es, corresponde al procesado, y el modo más elemental y directo de ejercerlo es por medio de su 
declaración, por medio de sus palabras, que es precisamente la manifestación de su versión sobre 
los hechos ante la Fiscalía General del Estado o ante el juez, por medio de un relato que aspira a ser 
creído. Tan central es este concepto de defensa material del procesado, que la defensa técnica, esto 
es la participación del defensor profesional, aparece como un elemento de apoyo a la declaración.  
 
En otras palabras, dado que los procesos judiciales, que el Estado ha definido son 
complejos, el procesado requiere para el ejercicio de su derecho de defensa de la asesoría de un 
experto para que sea eficaz en su desempeño.  
 
En el actual Código Orgánico Integral Penal, la aceptación de los hechos por el procesado 
carece del valor antes que se le atribuía en la justicia. Frente a ella, la Fiscalía no queda eximida de 
acreditar los medios de prueba obtenidos en la investigación, pues la confesión puede no ser cierta, 
y puede obedecer a fanatismo, al miedo a un interrogatorio, a amenazas, a encubrimiento, etcétera. 
Por ello, el tribunal no puede basar una sentencia condenatoria exclusivamente en la declaración 
del procesado, resultando necesarios otros medios de prueba que confirmen los hechos y la forma 
de su realización. 
 
Es una regla que se exceptúa en los juicios abreviados, donde resulta atenuada porque, 
teniendo en cuenta lo reducido de la pena a imponer, el imputado se vería más perjudicado, si se 
celebrase un juicio por el procedimiento ordinario, dada la mayor duración del proceso. 
 
Algunos autores refieren que es inaceptable considerar la declaración del imputado como 
otra cosa que no sea medio de defensa, pues entenderla como medio de prueba sólo es posible en 
un sistema inquisitivo. Justamente, si se reconoce al imputado su calidad de parte, no es lógico que 
pueda sostenerse que su declaración constituya medio de prueba, porque resulta que estas son 
fuente de conocimiento de los hechos, ajeno a las partes.  
 
En cambio, “las declaraciones de los litigantes, siempre manifiestan un punto de vista 
parcial, concordantes con sus intereses, sin que naturalmente se les pueda exigir otra conducta. Por 
ende, las deposiciones podrán ser objeto de análisis y valoración por el tribunal, por sí mismas, 
desde el momento que emanan de la parte interesada, nunca serían idóneos para formar el 
convencimiento del juzgador, ni en su favor ni en su contra, es decir, nunca podrán estimarse 
medios de pruebas” (Santana, 2011: 44). 
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Según lo establecido doctrinalmente, en cuanto a la mínima actividad probatoria, para que 
las declaraciones policiales adquieran un valor probatorio deben ser ratificadas en el juicio oral y si 
además esa declaración es incriminatoria, es necesaria la existencia de otros elementos de prueba 
que formen convicción sobre la responsabilidad penal “auto-reconocida.” 
 
Así se debe considerarse la declaración del procesado, persona enfrentada al aparato 
punitivo del Estado, como una manifestación del derecho material de defensa y no como medio de 
prueba, impondría como consecuencia una técnica interrogativa especializada para el 
descubrimiento de la verdad, en el sentido en que Carrara la describió: “hay que interrogar como si 
no supiera lo que sabe” (Ferrajoli, 1995: 679).  
 
La declaración del procesado es la vía de alejamiento de la concepción inquisitiva de 
búsqueda de la verdad, que justificaba su accionar considerando a la confesión como el más eficaz 
medio probatorio, en desmedro de otros medios probatorios. De modo que, actualmente, se impone 
considerar la declaración del procesado como un medio de defensa y no como medio de prueba, 
compatible con la concepción garantista del proceso penal.  
 
En Italia esa posición encontró mucho eco, y lo hizo tempranamente: Pessina, en 1883, 
catorce años antes de la Ley Constant, de Francia, ya sostenía en su Sommario di lezioni sul 
procedimento penale que el interrogatorio del imputado no es un medio de prueba sino de defensa 
(Santana, 2011: 45). 
 
Lo ven también de esa forma, reporta el citado autor: Scevola y Manzini, desde que publica 
el Manuale, en 1912, es decir, antes de la promulgación del más liberal de los Códigos Italianos, el 
de 1913, afirma que el interrogatorio del imputado es un medio de defensa y no de prueba.  
 
Criterio ratificado en el Trattato, en el cual acepta la tesis del informe del Ministro de 
Justicia sobre el proyecto preliminar del Código de 1930 de que también puede ser fuente de 
prueba), y en las Istituzioni, en donde con énfasis asevera que la finalidad de ese acto procesal es 




Colorario de lo expuesto, una innovación muy importante ha sido la facultad conferida al 
procesado para manifestar cuanto tenga por conveniente para su exculpación o para la explicación 
de los hechos; por lo que sostienen que la indagatoria pasa a perder parte de su contenido 
compulsivo para convertirse, a su propia vez, en un medio del imputado para hacer valer su propia 
defensa. 
 
3.7 El derecho a la no incriminación y el procedimiento abreviado 
 
La Constitución en el artículo 77 numeral 7 literal c) y numeral 8 establecen el derecho a 
no auto-incriminarse. El derecho a no auto-incriminarse o a declarar en contra de sus parientes, 
tiene por finalidad en primer lugar, tutelar el principio constitucional de inocencia, es decir que a 
una persona no se le puede obligar a declararse culpable de un ilícito; en segundo lugar, protege la 
unidad familiar, como el núcleo central de la sociedad. 
  
En efecto el derecho de no auto-incriminarse, supone la protección al procesado para no ser 
obligado a reconocer su participación en un ilícito, sin embargo, las declaraciones voluntarias que 
estén completamente exentas de presión psicológica o física, son admisibles; en todo caso, las 
declaraciones que rinda el sospechoso o procesado, deben siempre ser receptadas con la asistencia 
de un abogado defensor, caso contrario, se corre el riesgo de inducirle a auto incriminarse, lo que 
contradice a este derecho constitucional. 
 
Contrariando este principio, el Código Orgánico Integral Penal, prevé el trámite abreviado, 
en el cual prácticamente al procesado se le obliga a auto incriminarse, a efectos de que reciba una 
sentencia convenida con el fiscal, que por lo general será la más benigna, con lo cual se violenta 
esta garantía reconocida en la norma constitucional, en todo caso, le corresponde al juez resolver 
sobre la culpabilidad o inocencia, según los méritos procesales. 
 
En relación al tema Weigend, señala “[...] el elemento decisivo del acuerdo no es la 
concesión aparente de una ventaja, sino la amenaza implícita unida a ello. Si para el caso de que el 
imputado se muestre cooperante, se le promete una sanción leve, entonces el argumento en 
contrario es evidente: si el imputado rechaza el acuerdo debe contar con todo dentro del amplio 
marco penal de la ley; en cualquier caso, ya no puede esperar ninguna deferencia del tribunal o de 
la Fiscalía” (Santos, 2009: 308). 
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Para este autor, la aparente ventaja que el fiscal pacta con el encausado se convierte en un 
medio coercitivo, para obligarle a acogerse al trámite abreviado pues indirectamente amenaza que 
si no se acoge a éste, no habrán otras ventajas durante la tramitación ordinaria, limitando su 
derecho de decidir libremente la aplicación de este procedimiento. 
 
Para Ferrajoli, la confesión del hecho por el encausado significa “un regreso a las practicas 
inquisitivas: confesión que ya no puede ser arrancada por tortura, es obtenida privando de la 
libertad al procesado para después obligarlo a pactar para recuperarla o para conocer con precisión 
cuando va a recuperarla, pero sabiendo que seguramente de no pactar seguirá tenido sin saber 
cuándo será condenado ni a cuánto. Así primero se castiga, en todo o en parte, con la prisión 
preventiva, y después se enjuicia, con lo cual se aprecia con claridad la función rectamente 
inquisitiva que asume el encarcelamiento procesal rígida cada vez más a forzar al imputado a 
confesar o colaborar” (Ferrajoli, 1995: 776). 
 
Así, en Derecho Penal y Procesal Penal que, de modo conforme con las constituciones y las 
convenciones sobre derechos humanos, pretendan, a la par de regular la reacción contra quienes 
atentan contra ciertos bienes jurídicos, proteger así de la arbitrariedad de los órganos estatales a 
quienes están en riesgo de soportar el ejercicio de la fuerza pública, no puede, al mismo tiempo y 
según los mismos instrumentos normativos, por la amenaza de sufrir una pena, perseguir ser el 
arma del castigo a todo trance o a cualquier precio en favor del dolor de la víctima que lo requiere. 
 
En el Derecho Internacional se encuentran las siguientes normas, concordantes con el 
derecho de no declarar en contra de sus parientes comprendidos dentro del cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad, así como de no auto incriminarse, entre las que se cita:  
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 5 establece que: “Nadie 
será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. 
 
La Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, en su artículo 8 numeral 2 
determina: “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca  legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: g) Derecho a no ser obligado a declarar contra sí 
mismo ni a declararse culpable”. 
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Las garantías dispuestas a este respecto, en las normas de derechos humanos de origen 
internacional, buscan tan sólo asegurar que la responsabilidad penal sea rigurosamente establecida, 
de modo que la imposición de una sanción por el Estado –en uso del monopolio de la fuerza que 
tiene confiado– sea fruto de un proceso en el cual haya sido dable alcanzar el mayor nivel posible 
de certeza. Pero la importancia de estas garantías va más allá del procesado en materia penal y, en 
buena medida, comprende el caso de toda aquella persona que enfrenta un proceso judicial o 
extrajudicial en el que arriesga la pérdida de un derecho. 
 
En nuestra normativa interna, el Código Orgánico Penal Integral, determina el derecho de 
no auto-incriminarse en el articulo 5 numeral 8 señala y prescribe que: “Ninguna persona podrá ser 
obligada a declarar contra sí misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal”. 
 
Por lo transcrito, se puede afirmar que el derecho a no declarar contra sí mismo es una 
manifestación del derecho de defensa. Desde esta perspectiva el primero de ellos constituiría una 
garantía tendente a hacer efectivo el segundo. En otras palabras, el derecho a no declarar contra sí 
mismo se justificaría en la necesidad de entregar al procesado una herramienta para su defensa. La 
tríada de facultades inherentes en el derecho fundamental a no declarar contra sí mismo demuestran 
que esta perspectiva no es admisible.  
 
En efecto, y por una parte, es efectivo que del ejercicio del derecho a no declarar contra sí 
mismo puede resultar la defensa del procesado. Sin embargo, y por otra parte, es también posible 
que del ejercicio de ese derecho resulte una auto-incriminación. Más aún, y respecto de esto último, 
parece posible afirmar que el procesado no sólo tiene derecho a defenderse, sino también tiene 
derecho a auto-incriminarse. Lo recién expresado no debe provocar confusiones entre las facultades 
incluidas en el derecho a no declarar contra sí mismo y los resultados del proceso penal. En efecto, 
no necesariamente existe correlación entre declarar a su favor y evitar la condena, como tampoco 
entre confesar y provocar la condena.  
 
Más allá de estas reflexiones sobre la conexión entre las facultades del derecho 
fundamental a no declarar contra sí mismo y los resultados del proceso penal, parece evidente que 
ese derecho no puede justificarse en el derecho fundamental a la defensa. Parece más correcto 
afirmar que el derecho a no declarar contra sí mismo es un mecanismo tendente a asegurar la 
indemnidad del procesado frente a coacciones para lograr su confesión.  
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En otras palabras, se trataría de una garantía de la integridad física y síquica de la persona 
sometida a persecución penal. En efecto, tal como lo establece la Constitución, este derecho enlaza 
con el reconocimiento del principio de la dignidad inherente a todo ser humano que proscribe la 
utilización de torturas y tratos inhumanos o degradantes para arrancar una declaración no deseada. 
Por lo demás, los tratados internacionales subordinan la validez de esa confesión a un cierto y 
preciso presupuesto: que no haya mediado cualquier tipo de coacción que vicie la voluntad del 
procesado.  
 
A su turno, el evitar coacciones tendentes a lograr la confesión del individuo pretende 
asegurar que su declaración sea libre. Es decir, que tenga la efectiva posibilidad de decidir si desea 
declarar o no. De este modo, la justificación del derecho fundamental a no declarar contra sí mismo 
se encuentra en la tutela de la libre declaración del procesado. Es posible afirmar que ésta se ha 
prestado libremente si su otorgamiento o contenido se han producido sin violencia, intimidación u 
otra forma de coacción. En caso contrario la declaración no puede considerarse libremente 
prestada. 
 
El nexo entre el derecho fundamental a no declarar contra sí mismo y la posibilidad de 
determinar si una cierta persona ha incurrido en el hecho investigado debe analizarse a la luz de 
esas consideraciones. La veracidad del contenido de una declaración obtenida con violencia, 
intimidación u otra forma de coacción es al menos sospechosa. Por el contrario, el contenido de una 
declaración prestada sin esas formas de presión en principio puede considerarse verídica. Por tanto, 
la calidad epistemológica de la declaración del procesado está subordinada a que su otorgamiento 






INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
4.1 Diseño de instrumentos 
 
La recopilación de la información se la efectuó mediante la técnica de la encuesta, 
destinada a los garantistas del derecho procesal penal, dentro del distrito Metropolitano de Quito, a 
los señores Jueces, Fiscales, abogados en el libre ejercicio y además a los señores usuarios de la 
justicia, en el periodo enero- marzo del 2014, para lo cual se seleccionó una muestra de 400 
personas. 
 
Ya que mediante el conjunto de preguntas dirigidas en la encuesta, se ha logrado una 
muestra representativa, con el fin de averiguar estados de opinión o diversas cuestiones de hecho, 
de manera que, con esta técnica se logró obtener una visión más acertada sobre el tema investigado, 
a fin de realizar cuadros comparativos entre la norma vigente y la normativa que entrará en 








Jueces/as 500 25% 
Fiscales 500 25% 
Abogados/as 500 25% 
Usuarios/as 500 25% 
TOTAL 2000 100% 
 
El tamaño de la muestra,  se la ha calculado de la siguiente forma donde:  
z: Nivel de confianza al 95% de confianza aproximadamente igual a 2  
p: tanto por ciento estimado de la característica que se estudie 
q: equivalente a (100 – p) %  




z = 2  
p = 25% 
q = 75 – p = 50 – 25 = 25% 
E = 1.94% 
N = 500 
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4.2  Aplicación del instrumento 
 
El instrumento elaborado es una encuesta, con un cuestionario de ocho preguntas, con sus 
respectivas alternativas, aplicado a una población de cuatrocientas personas entre estas “Jueces/as, 
Fiscales, Abogados/as en libre ejercicio y usuarios /as de la justicia”, quienes excepto el último, se 
caracterizan en ejercer la tutela efectiva de los derechos constitucionales, así como de garantizar la 
defensa técnica de las personas sujetas a juicio a través del sistema de procedimiento abreviado 
penal, además quienes son usuarios de la administración de justicia. 
 
El cuestionario en mención, se administró en las instituciones que tienen como objetivo la 
administración de la justicia del Distrito Metropolitano de la Ciudad de Quito, el cual se diseñó 
para generar los datos necesarios y así poder alcanzar los objetivos de la investigación a estudio, 
que constituye el centro del problema de la presente tesis. Mismo que me permitió estandarizar y 
uniformar lo compilado en la información, para ello se describe los siguientes cuadros descriptivos: 
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4.3 Tablas y gráficos 
 
Tabla Nº 1: 
 
¿Es posible sustituir la exigencia del juicio oral, como mecanismo idóneo, para resolver 
una causa penal y el único previsto y facultado para la aplicación de las penas? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
NO 275 69% 
SI 125 31% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 1 
 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 69 % jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, consideran, que no es posible sustituir la exigencia del juicio oral, como 
mecanismo idóneo, para resolver una causa penal y el único previsto y facultado para la aplicación 
de penas. Frente al 31% jueces, fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran, 
que sí es posible sustituir la exigencia del juicio oral, como mecanismo idóneo, para resolver una 








Tabla Nº 2 
 
¿Resultaría adecuado un mecanismo procesal como el llamado procedimiento abreviado, 
para sancionar penalmente a quien no ha sido juzgado y condenado en juicio sin completar la 
controversia de prueba? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
NO 285 71% 
SI 115 29% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 2 
 
Elaboración: propia            Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 71% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, que consideran, que no resultaría adecuado un mecanismo procesal como 
el llamado juicio abreviado para sancionar penalmente a quien no ha sido juzgado y condenado en 
juicio. Frente al 29% de jueces, fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran, 
que sí resultaría adecuado un mecanismo procesal como el llamado juicio abreviado para sancionar 





Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 
NO SI
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Tabla Nº 3 
 
¿El juicio abreviado es una práctica estatal inquisitiva y arbitraria cuya aplicación puede 
avasallar garantías constitucionales como las de: juicio previo, auto-incriminación, oralidad, 
inmediación y publicidad? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
NO 320 69% 
SI 80 31% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 3 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 80% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, que consideran, que el juicio abreviado no es una práctica estatal 
inquisitiva y arbitraria cuya aplicación puede avasallar garantías constitucionales como las de: 
juicio previo, auto-incriminación, oralidad, inmediación y publicidad. Frente al 20% de jueces, 
fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran, que el juicio abreviado sí es una 
práctica estatal inquisitiva y arbitraria cuya aplicación puede avasallar garantías constitucionales 








Tabla Nº 4 
 
¿El carácter inquisitivo del juicio abreviado, pone de manifiesto la intención de condenar 
sobre la base de la confesión extraída coercitivamente y de pruebas recolectadas sin control de la 
defensa? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
SI 295 74% 
NO 105 26% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 4 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 74% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, consideran, que el carácter inquisitivo del juicio abreviado, si pone de 
manifiesto la intención de condenar sobre la base de la confesión extraída coercitivamente y de 
pruebas recolectadas sin control de la defensa. Frente al 26% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, quienes consideran, que el carácter inquisitivo del juicio abreviado, no 
pone de manifiesto la intención de condenar sobre la base de la confesión extraída coercitivamente 




Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 
SI NO
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Tabla Nº 5 
 
¿El procedimiento abreviado, en la práctica, cumple con los fines de protección previstos 
en la norma, en un marco de respeto de las garantías y de los principios básicos del proceso penal 
constitucional? 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
EXCELENTE 25 6% 
MUY BUENA 35 9% 
BUENA 48 12% 
REGULAR 292 73% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 5 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 73% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, consideran que el procedimiento abreviado, en la práctica se cumple 
regularmente, con los fines de protección previstos en la norma, en un marco de respeto de las 
garantías y de los principios básicos del proceso penal constitucional. Frente al 12%, 9% y 6%, de  
jueces, fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran que el procedimiento 
abreviado, en la práctica, cumple de manera buena, muy buena y excelente respectivamente, con 
los fines de protección previstos en la norma, en un marco de respeto de las garantías y de los 




Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 
EXCELENTE MUY BUENA BUENA REGULAR
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Tabla Nº 6 
 
¿Al aplicar el procedimiento penal abreviado, se cumple la garantía de control de los actos 
durante el juicio, es decir el carácter contradictorio, oral y público que requiere un debate? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
EXCELENTE 25 6% 
MUY BUENA 20 5% 
BUENA 45 11% 
REGULAR 315 78% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 6 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 78% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, consideran que en la aplicación del procedimiento penal abreviado, se 
cumple en forma regular, la garantía de control de los actos durante el juicio, es decir el carácter 
contradictorio, oral y público que requiere un debate. Frente al 11%, 5% y 6%, de  jueces, fiscales, 
abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran que en la aplicación del procedimiento 
penal abreviado, se cumple de manera buena, muy buena y excelente respectivamente, la garantía 
de control de los actos durante el juicio, es decir el carácter contradictorio, oral y público que 





Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 
EXCELENTE MUY BUENA BUENA REGULAR
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Tabla Nº 7 
 
¿Al aplicar el procedimiento abreviado en la práctica, viola principios constitucionales, 
como el debido proceso y la controversia de prueba? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
SIEMPRE 280 70% 
A VECES 85 21% 
NUNCA 35 9% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 7 
 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 70% de jueces, fiscales, abogados/as en 
libre ejercicio y usuarios, consideran que al aplicar el procedimiento abreviado en la práctica, 
siempre se viola principios constitucionales, como el debido proceso y la controversia de prueba. 
Frente al 21%, y 9%, de  jueces, fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, que consideran 
que en al aplicar el procedimiento abreviado en la práctica, a veces o nunca respectivamente viola 




Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 
SIEMPRE A VECES NUNCA
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Tabla Nº 8 
 
¿Es necesario la enunciación de prueba así como su valoración y evacuación en la 
audiencia oral pública y contradictoria que resuelve el procedimiento abreviado, para así alcanzar 
un juicio completo y garantizar el derecho a la no auto incriminación del procesado? 
 
ALTERNATIVA Nº-. ENCUESTADOS   PORCENTAJE 
SIEMPRE 320 70% 
A VECES 45 21% 
NUNCA 35 9% 
TOTAL 400 100 
 
 
Gráfico Nº 8 
 
Elaboración: propia           Año: 2014 
 
Interpretación: Los resultados demuestran, que el 80% de jueces, fiscales, abogados/as e 
libre ejercicio y usuarios, consideran siempre es necesario la enunciación de prueba así como su 
valoración y evacuación en la audiencia oral pública y contradictoria que resuelve el procedimiento 
abreviado, para así alcanzar un juicio completo y garantizar el derecho a la no auto incriminación 
del procesado. Frente al 11%, y 9%, de  jueces, fiscales, abogados/as en libre ejercicio y usuarios, 
que consideran que a veces o nunca respectivamente es necesario la enunciación de prueba así 
como su valoración y evacuación en la audiencia oral pública y contradictoria que resuelve el 
procedimiento abreviado, para así alcanzar un juicio completo y garantizar el derecho a la no auto 




Fuente: Jueces/Fiscales/Abogados en libre ejercicio/usuarios 




Se realizaron varias entrevistas a funcionarios judiciales en materia penal, Jueces de la 
Unidad de Garantías Penales, con competencia en delitos flagrantes, Juzgados y Tribunales 
Penales, así como funcionarios de la Corte Nacional de Justicia, con el objetivo de conocer cuál es 
su perspectiva sobre el procedimiento abreviado, analizados los resultados de la misma, se pueden 
contestar las preguntas que se formularon: 
 
a. ¿En el procedimiento abreviado, existe una confrontación entre el garantismo y el 
principio de legalidad, mismos que violentan el principio del debido proceso penal? 
 
La verdad real de nuestro sistema no puede ser excluida por el consenso, y la renuncia al 
juicio no representa, en realidad, una renuncia a ser juzgado, sino a ser juzgado de manera acorde 
con las exigencias constitucionales. En realidad, el sistema torna a este mecanismo en la opción 
individual menos irracional, de manera coercitiva, pero sólo sirve a los intereses del Estado. En 
efecto, la vía abreviada obliga al imputado a colaborar con el acusador que no cuenta con las 
pruebas suficientes para condenar, consintiendo una condena sin pruebas. 
 
b. ¿La regulación de normas jurídicas implantadas y recibidas de otras culturas jurídicas, 
repercute seriamente en el ordenamiento procesal penal y en el garantismo constitucional? 
 
La necesidad por una reforma en materia procesal penal en nuestro país era evidente. Los 
altos índices de ineficiencia así como la presunción de corrupción del sistema provocó que la 
oleada reformista, en cuanto al proceso acusatorio adversarial, que tan fuertemente impactara a 
América Latina, llegara a nuestro país. Esta reforma, no fue incubada dentro de la academia. 
Dentro de este marco, es donde la incorporación del procedimiento abreviado ha tenido su 
preponderante impacto. 
 
c. ¿Considera al juicio abreviado como una práctica estatal inquisitiva y arbitraria cuya 
aplicación puede avasallar garantías constitucionales? 
 
La justicia negociada a través del procedimiento abreviado ignora derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución para imponer una pena consensuada a gusto de la fiscalía. La 










Las instituciones sustantivas y procesales han sido pensadas en encontrar un equilibrio. 
Cada vez que se pone en tela de juicio, nos remitimos al principio constitucional que ordena 
favorecer a la parte más débil del proceso penal. El axioma, a fin de cuentas, es que la Constitución 
no puede admitir eficiencia a cambio de sacrificio de las garantías. En este sentido, en la propuesta 
admite la institución del juicio abreviado, bajo la premisa de que la confesión del procesado bajo 
amenaza o supuesta negociación de la pena, no puede sacrificar el principio de que nadie tiene 





EL GARANTISMO CONSTITUCIONAL FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD Y EL DERECHO A LA NO INCRIMINACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 




El interés del asambleísta-legislador, en la temática de la aplicación del procedimiento 
abreviado en nuestra legislación penal exhorta en la agilidad procesal que se desarrolla al aplicar 
dicho procedimiento, sin tomar en consideración que existe grave violación al derecho de no auto-
incriminación, tutelado en el artículo 77 numeral 7 literal c) de  la Constitución de la República, el 
cual establece el derecho de toda persona a no ser forzado a declarar en contra de sí mismo sobre 
asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal, al punto que el procedimiento abreviado, 
es una institución inconstitucional, manifiestamente ilegal y que violenta principios y mandatos 






En nuestro modelo de justicia penal, tanto la verificación de la verdad como la 
imposibilidad de verificarla operan, por lo regular, a favor del Estado. Debido al principio 
estructural de nuestro sistema, el principio de legalidad procesal, contenido en el artículo 76 
numeral 3 de la Constitución, todo hecho punible de acción pública del que se tenga noticia debe 
ser investigado y perseguido.  
 
Cuando el Estado no puede alcanzar el grado de verificación de la verdad necesario para 
imponer una condena, esa imposibilidad también puede operar a su favor y en contra de los 
individuos, fundamentalmente a través del abuso  de ciertos procedimientos especiales, como es el 
caso del procedimiento abreviado, que se impone como pena negociada, evitando el carácter no 
contradictorio del juicio, amenaza trasladar a la misma el peso de la decisión sobre el hecho 




 Objetivo general 
 
Garantizar el derecho a no auto-incriminarse del procesado, sin ignorar el carácter 
coercitivo del procedimiento abreviado que encubre bajo la promesa de reducción de pena, su 
estado de inconstitucionalidad. 
 
 Objetivos específicos 
 
 Establecer que existe violación del derecho al auto incriminación dentro del 
procedimiento abreviado. 
 
 Demostrar que no existe debate de prueba de cargo y de descargo, ni juicio 
completo en la aplicación del procedimiento abreviado. 
 
 El procedimiento abreviado debe permitir que la acusación sea confirmada o 
desvirtuada mediante el desarrollo del debido proceso previsto en la ley secundaria, 
y cumplir con una pena proporcional. 
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5.5 Análisis de factibilidad 
 
La adecuación de normatividad para la implementación del modelo de justicia penal debe 
tener destinatarios directos: el Consejo de la Judicatura y las entidades judiciales. Indirectos: la 
población en general. Por ello es de primer orden cuidar las concepciones de las figuras procesales 
y de las institucionales, así como de las políticas públicas criminales.  
 
 De la misma forma, es relevante conocer la estructura y contenido de textos normativos 
que requieren ser modificados o puestos en vigencia. En todo ello, juega un papel central la 
regulación y el desarrollo de mecanismos de justicia alternativa. Ya que en la configuración legal y 
reglamentaria se deben tomar en cuenta las tres dimensiones en que se proyectan las 





Dentro del método crítico propositivo, se establece que la reforma a plantearse debe pasar 
por un proceso legal de análisis, que permita al procedimiento abreviado, completar su proceso de 
enjuiciamiento en corto tiempo, es decir que la aceptación tácita del hecho factico, no viole el 
derecho consagrado en nuestra norma suprema, siendo este, el derecho a la no incriminación, que 
afecta a la justicia ordinaria, ya que el curso que debe tener un proceso se rompe, en vista de la 
aceptación del hecho factico, sin permitir la culminación y la evacuación del acervo probatorio, que 
lleva a la aplicación de la pena propuesta o solicitada por el ente investigador la Fiscalía General 
del Estado, misma que dará como resultado la creación de una nueva norma legal, basado en la 
necesidad real del justiciable, beneficiando a la sociedad en general. 
 
El procedimiento abreviado se encuentra regulado por el Código Orgánico Integral Penal, 
en los artículos 635 al 639, de igual forma el derecho de a la no auto-incriminación, por lo tanto la 
reforma de este procedimiento tiene su base en el respeto a los derechos reconocidos en la 
Constitución de la República y en los tratados y convenios internacionales de derechos humanos. 
Además el derecho penal tiene, aparentemente, una doble función contradictoria frente a los 
derechos de las personas, ya que por un lado, protege derechos y, por otro, los restringe. Desde la 
perspectiva de las personas que se encuentra en conflicto con la ley penal, puede restringir 
excepcionalmente sus derechos, cuando una persona vulnera los derechos de otras y justifica la 
aplicación de una sanción. Por ello, el derecho procesal penal debe determinar los límites, para el 
ejercicio de la administración de justicia y no dejar delitos en la impunidad. 
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La creación de la presente propuesta de igual forma está fundamentada en el marco teórico 
recopilado y el trabajo de campo realizado, para ello, a continuación la siguiente propuesta: 
 
ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 




Que el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador enmarca al ordenamiento 
jurídico nacional dentro de los lineamientos de un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, 
siendo necesario realizar cambios normativos que respondan coherentemente al espíritu de la 
Constitución.  
 
Que en el inciso primero del artículo 424, se ordena que la Constitución es la Norma 
Suprema del Estado y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico y, por lo tanto, las 
normas y los actos del poder público deben mantener conformidad con las disposiciones 
constitucionales; 
 
Que el literal b) número 3 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador 
reconoce y garantiza a las personas una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El 
Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia; 
 
Que la Constitución, de conformidad con el artículo 75 reconoce a las personas el derecho 
al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e 
intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad, y que en ningún caso quedarán 
en indefensión; 
  
Que el artículo 76 de la Constitución establece que en todo proceso en el que se determinen 
derechos y obligaciones de cualquier orden, como en los penales, se asegurarán las garantías que 
integran el debido proceso, garantías de la defensa para la persona procesada y garantías para las 
víctimas, que deben ser canalizadas a través de la ley penal; 
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Que el artículo 84 de la Constitución establece la obligación que tiene todo órgano con 
potestad normativa de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los 
derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean necesarios para 
garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún 
caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder público 
atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución; 
 
Que, el artículo 77 numeral 7 literal c) de la Constitución de la República del Ecuador 
establece el derecho que tiene el procesado a no declarar en contra de sí mismo, por lo que en 
ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 126 de la Constitución de la República del 
Ecuador.- 
 
SUSTITÚYASE LA SECCIÓN PRIMERA, DEL TÍTULO VIII, PROCEDIMIENTO 







Articulo 635.- Requisitos.- El procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad con 
las siguientes reglas: 
 
1. Son susceptibles de procedimiento abreviado, las infracciones con pena máxima privativa 
de libertad de hasta cinco años. 
 
2. La persona procesada deberá consentir expresamente la aplicación de este procedimiento; 
y, la propuesta se presentara a través de la o el fiscal, desde la audiencia de formulación de 
cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio. 
 
3. La persona procesada deberá expresar tanto la aplicación del procedimiento abreviado 
como aceptación del hecho factico. 
 
4. La defensa técnica pública o privada, acreditara que la persona procesada, ha expresado su 




5. La existencia de varias personas procesadas no impedirá la aplicación de las reglas del 
procedimiento abreviado. 
 
6. La pena por aplicarse será de acuerdo al momento procesal, que ha aceptado someterse al 
procedimiento abreviado, es decir si la propuesta es presentada en la audiencia de 
formulación de cargos, deberá cumplir un tercio de la pena correspondiente al delito por el 
que se lo juzga; y, si la propuesta es presentada en la audiencia de evaluación y 
preparatoria de juicio, la persona procesada cumplirá la mitad de la pena correspondiente al 
delito cometido. 
 
Articulo 636.- Negativa de aceptación a trámite.- Si la o el juzgador considere que la 
aceptación de someterse a procedimiento abreviado no reúne los requisitos exigidos en este código, 
ni tampoco se encuentre apegado a la Constitución; y que vulneran derechos de la persona 
procesada o de la víctima, lo rechazara y ordenara que el proceso penal se sustancie en trámite 
anterior. 
 
Articulo 637.- Trámite.- La o el fiscal propondrá a la persona procesada y a la defensa técnica 
que le patrocine sea pública o privada, acogerse al procedimiento abreviado  y de aceptar deberán 
solicitar por escrito el sometimiento a juicio abreviado, a la o el juzgador competente, acreditando 
las reglas del artículo anterior, así como la aceptación de la pena correspondiente. 
 
Articulo 638.- Audiencia.- La o el juzgador, deberá señalar día y hora para realizar la audiencia 
de juzgamiento dentro del procedimiento abreviado, en el término máximo de 8 días, en la cual se 
dictará sentencia condenatoria o se ratificará el estado de inocencia. 
Hasta tres días antes de la audiencia, los sujetos procesales anunciaran la prueba. 
En la audiencia de juzgamiento la o le juzgador, ordenará, practicará, e incorporara la prueba. 
 
Articulo 639.- Resolución.- Finalizado el debate, la o el juzgador, procederá a la deliberación, y 
en mérito de los fundamentos y alegaciones expuestas pronunciará en forma verbal su resolución 
en la misma audiencia. 
 
Luego de haber pronunciado su resolución, dentro de los tres días posteriores, se notificara la 
sentencia, por escrito a los sujetos procesales. 
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Esta sentencia, puede ser condenatoria o ratificatoria de inocencia, si las partes procesales, no 
estuvieren conformes con la resolución, dentro de los términos establecidos en este Código, podrán 
interponer recurso de apelación. 
 
5.7 Administración de la propuesta 
 
La reforma realizada al Código Orgánico Integral Penal en la Sección Primera del título 
VIII, en sus artículos 635, 636, 637, 638 y 639. Estará bajo la dirección de la investigadora, la 
creación del proyecto de ley será planteada por  la Comisión Especializada Permanente de Justicia 
y Estructura del Estado de la Asamblea Nacional, una vez atendida la propuesta y dado el trámite 
legal correspondiente. 
 
5.8  Previsión de la evaluación 
 
La evaluación tendrá como objetivo verificar los resultados obtenidos con la puesta en 
práctica de la ley reformatoria al sistema de la justicia procesal penal, en un periodo de un año 

























 El procedimiento abreviado es un procedimiento especial en el que –a grandes rasgos– 
el fiscal solicita una pena reducida a cambio de la aceptación de los hechos por parte del justiciable. 
 
 La presunción de inocencia como una garantía individual, como un derecho público 
contenido en la Constitución, a favor de las personas, exige que sea ante la autoridad que esté (de 
competencia penal o no) y ante el procedimiento que se le sujete (igualmente, penal o no), no se 
considere verosímil la atribución de cargos relacionados con la comisión de delitos, salvo decisión 
contraria emitida por un tribunal competente dentro de la observancia del debido proceso, así 
como, el ser considerados como excepcionales aquellas medidas que restringen la libertad del 
procesado o sus demás derechos constitucionales. 
 
 No cabe duda, en este marco, que el juicio abreviado, por su carácter no 
contradictorio, no puede ser un mecanismo procesal idóneo para demostrar la verdad de la 
imputación con un grado mínimo de confiabilidad. El primer problema de este instituto consiste en 
que la sentencia se fundará, esencialmente, en los elementos de convicción de la investigación, 
muchos de ellos incorporados sin control alguno de la defensa. La opción por la vía abreviada, por 
lo demás, implica la renuncia a toda actividad contradictoria luego de incorporada esa prueba y 
antes de que el tribunal dicte sentencia. El segundo elemento de convicción que puede ser utilizado 
por el tribunal es la confesión del procesado presentada por escrito. 
 
 Las exigencias de simplificación del juicio; dada la importante carga que requiere la 
realización de un debate oral, continuo y decidido por un tribunal, si en el futuro es posible su 
implementación según la Constitución; corre grave riesgo de desnaturalizar la diferencia 
substancial del contexto en que se desean aplicar aquellas soluciones. En marco del modelo que 
rige nuestro procedimiento la constancia de características inquisitivas de la instrucción adicionada 
a la simplificación del juicio, amenaza trasladar a la misma el peso de la decisión sobre el hecho 
punible, la responsabilidad del procesado y la pena aplicable, debilitando a su vez los rasgos que 
constituyen la garantía de control de los actos de la instrucción durante el juicio, es decir el carácter 
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contradictorio, oral y público del debate, el principio de inmediación, la necesidad de producción 
íntegra de la prueba en esa etapa entre otros derechos fundamentales. 
 
 De acuerdo al procedimiento abreviado se observa que el principio de 
proporcionalidad entre el delito y la pena justa y la sentencia como consecuencia de un juicio de 
culpabilidad en donde se pruebe la acusación fiscal, quedan relegados ante la finalidad utilitaria de 
descargar de trabajo a los jueces, sacrificando el derecho de defensa de quien enredado en las 
ofertas o promesas de la fiscalía se entrega a la voluntad del oferente que, de esa manera, se ahorra 
la obligación que le impone el Estado de probar el delito y la culpabilidad de una persona que 
constitucionalmente se encuentra en situación jurídica de inocencia. 
 
 El derecho a declarar y el derecho a la no incriminación se fundamenta en la dignidad 
de la persona, al ser reconocido como sujeto del proceso, es un derecho específico que se desprende 
del derecho de defensa y la presunción de inocencia, comprende el derecho a ser oído, es decir de 
incorporar libremente al proceso la información que se estime conveniente y el derecho a guardar 



























 La eficacia que se pretende alcanzar con las formas de abreviación del proceso debe 
tener como referente el principio de adecuación: del procedimiento a su materia, de la culpabilidad 
a la pena y del servicio al todo social (Estado, autor y víctima), en compendio con los estándares 
recibidos por el Consejo Consultivo de la Función Judicial, el logro, o mejor dicho, la búsqueda de 
un conveniente servicio de la justicia, esta iniciativa impone uniformar reglas precisas 
especialmente en las leyes procesales. 
 
 En este contexto, el debate sobre el sistema debe estar centrado en el límite último que 
el ordenamiento jurídico de un Estado esté dispuesto a permitir en términos de eficacia, la práctica 
de su sistema penal debe resolver que la importancia no radica en la celeridad y economía de 
recursos, que la negociación de penas por sí misma aporta, sino en reconocer que el juicio sea la 
regla y no la excepción a la hora de administrar justicia. 
 
 El discernimiento dominante en la materia ha sido que, mientras el Derecho Procesal 
Penal admita casos que se resuelvan desde la perspectiva del principio de oportunidad, en todo caso 
la constitucionalidad del sistema dependerá de que estos casos sean perfectamente precisados en la 
ley, pese a ello, este juicio para que cuente con aprobación por los tribunales debe ofrecer criterios 
claros para determinar, exactamente, cuáles son las formas del procedimiento abreviado que 
representan violación de las formas sustanciales del juicio. 
 
 Si bien la libre voluntad es lo que diferencia a una declaración válida de una que se 
realice violentando el derecho a la no auto-incriminación, la libertad no puede encontrarse 
condicionada no sólo por una coacción física o moral, sino por la coyuntura propia de un espacio 
amenazador, como es un tribunal o incluso por una regulación legal que promete beneficios por 
colaboración eficaz o reducción de penas, no puede enmarcarse en una política criminal 
eficientista. 
 
 De debe efectivizar la aplicación de los derechos fundamentales establecidos en la 
Constitución  en la aplicación de los mecanismos jurídicos por parte de los operadores de justicia, 
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que hoy en día tienen en sus manos una Constitución  garantista que jerárquicamente está por sobre 
cualquier otra norma o reglamento que se aplique al justificar una resolución.  
 
 Entender el delito como un conflicto y no como la mera infracción a una norma, 
pensar, al poder judicial como parte esencial del Estado y a sus actos como un verdadero servicio 
en la búsqueda de la paz social, priorizando la prevención a la represión, son componentes de un 
sistema reparador que,  debe alcanzar un Derecho Penal Mínimo como última instancia. 
 
 Es necesario que el Código Orgánico Integral Penal, plasme la vigencia plena de los 
derechos de los justiciables, con un procedimiento especial que no viole ningún derecho o garantía 
de los ciudadanos, en esta dirección se debe establecer que el nivel constitucional es la pauta 
normativa que está ya operando en algunas instituciones del sistema penal y en otras ha iniciado la 
etapa de planeación para su implementación. El horizonte es promisorio, pues se visualiza, poco a 
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  A. 3 Resolución Nº- 01-2011-del Consejo Consultivo de la Función Judicial. 
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